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PRÓLOGO 


D esde que Beccaria planteó el problema 
de la abolición de la pena de muerte 
en su famoso libro “Tratado de los delitos y las 
penas” los grandes maestros de Derecho j)e” 
nal y las legislaciones de los pueblos más ade- 
lantados trabajan por eliminar de la realidad 
lo que es un vestigio de los tremendos castigos 
que se imponían en la Edad Media á los cul- 
pables. 

Mittermaier, Benthan, Guizot, Rossi, Sismorr- 
di, Lucas y muchos otros escritores ilustres, , 
han propugnado por la desaparición de esa. 
horrible pena. 

En la primera Asamblea de la Revolución 
francesa, en la Constituyente de 1789, eligié- 
ronse dos comisiones, una de Constitución y 
otra de Legislación general que elaboraron va- 
rios proyectos y entre ellos el más notable el de 
abolición de la pena de muerte: más tarde 
Convención, no obstante las circunstancias tre- 



luíiiidas porque atravesaba Francia, la adoptó 
en principio declarando que aplazaba su aplica- 
<íi()n para la paz. Fué Robespierre, el que mayor 
número de cabezas segó con la guillotina, quien 
pronunció el discurso más ardoroso contra la po- 
na capital. 

Leopoldo I de Toscána en 1786 y su hermano 
José II en Austria tradujeron en proyectos de 
íey las ideas abolicionistas de Beccaria y de 
Benthan : á ellos, representantes del derecho 
divino, cabe la gloria de haber sido los pri- 
rneros en suprimir la horrible pena. 

La revolución de 1830 en Francia, las Consti- 
Líventes belgas hacia la misma fecha, el estado 
do Luisiana y el de Michigan en los Estados 
f ; nidos por la misma época acometen tan trans- 
-'ci i dental reforma. 

En 1848, la segunda República francesa, res- 
pondiendo á aquel movimient# humanitario que 
u! informó, declara abolida la pena capital y la 
gran Asamblea alemana reunida en Francfort 
ía suprime en su Constitución no admitiéndola 
más que en los casos de guerra en que las cir- 
cunstancias la hiciesen necesaria ó en los de una 
msurrección en alta mar en que su aplicación 
iuese dolorosamente inexcusable. 

En tiempos más próximos todas las Asam- 
bleas se han ocupado de tan importante cues- 
tión, con la circunstancia de que un Rey, Oscar I 
de Suecia, siendo Príncipe real, escribió tambié.n 
. su célebre tratado ‘^De las penas y las prisiones’* 
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«n el cual se pronuncia enérgica y rotundamente 
contra la pena de muerte. 

Para comprender cual es el estado del proble- 
ma en el mundo, basta con trazar este cuadro : 
la pena de muerte está abolida en Finlandia des- 
de 1826, en la Luisiana desde 1830, en Michigan 
desde 1847, en Rhode Island desde 1852, en 
Wisconsin desde 1853, en Maine desde 1877, en 
Illinois desde 1867, en el Cantón de Priburgo 
desde 1848, en Nenfchatel desde 1854, en Zurich 
desde 1869 , en la República de Colombia desde 
1864, en Haití desde 1831, en la República de 
San Marino desde 1859, en Rumania desde 
1860, en el Ducado de Nassau desde 1849, en el 
Gran Ducado de Oldemburgo desde 1849 , en el 
Gran Ducado de Brunswick desde 1849, en el 
Gran Ducado de Weimar desde 1862, en el Du- 
cado de Sajonia desde 1862; en Holanda está 
abolida de hecho desde 1860 por la ley 
desde 1870, en Portugal abolida de hecho desde 
1843 y por la ley desde 1867 y en Bélgic;! 
abolida de hecho desde 1863. 

Añádase á esta lista el reciente ejemplo de 
dos naciones latinas como Italia y Francia : eii 
la primera quedó suprimida por el Código de 
Zanardelli y en Francia desde hace un año por 
la supresión pura y simple del verdugo. 

He reservado para lo último recordar bus 
tentativas generosas realizadas en nuestra Pa- 
tria en el sentido de la abolición de la pena de 
muerte. 
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En 1854 presento á las Cortes el Diputado 
Sr. Seoaiie una proposición de ley que fué toma- 
da en consideración casi por unanimidad pidien- 
do la abolición de la pena de muerte para los de- 
litos políticds. En la base sexta del proyecto de 
cunstitución que aprobó aquella Asamblea se 
('onsignaba el principio y los Sres. Figueras, 
Rniz Pons, Orense, Ferrer y Garcés, García Ruiz, 
Gil Sanz y Gaminde propusieron una enmienda 
C'oncebida en estos términos: 

•'Queda abolida la pena de muerte, la cual se 
sustituirá por la de deportación perpetua á nues^ 
Iras Colonias de Asia'^ 


En iMarzo de .1859 proponía también la mino- 
ría progresista la abolición de la pena capital 
para ios delitos x>olítieos y la proposición iba 
firmada por los Di^tutados Sres. La Torre, Calvo 
Aséusio, Ballesteros, Peris y Valero, Rodríguez, 
é ííiguera. 


En la sesión del 9 de Abril de 1869 el Diputa^ 
do x>rogresista D. Francisco Javier Moya apoyó 
‘■lociientemente una proposición pidiendo la 
abolición de la pena de muerte y votaron á su 
favor, entre otros, los Diputados siguientes : Lía** 
no y Persi, Marqués de Sardoal, Sánchez Rúa- 
no, Cíarratalá, Romero Ortiz, Sagasta, Rodríguez 


(IX Gabriel), Balaguer, Gil Berges, Martos, 
López Domínguez, Echegaray. Merelo, Paul 
y Angulo, Moreno y Rodriguez, Pí y MargalQ 
PaJaiica, García Ruiz, Capdepón, Moret. Valera, 
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l>ecerra, Castelar. Orense, Benot, Figneras. 
Montero Ríos... 

La proposición no filé admitida porque eJ 
Ministro de Gracia y Justicia, Romero Ortiz, des- 
pués de haber votado á favor de la toma en 
consideración pidió que se dilatase el plantea- 
miento de esta reforma hasta que el país hu- 
biera entrado en un periodo de normalidad. 

En las últimas Cortes, las de 1905, el Dipu- 
tado Sr. Morote presentó una proposición pi- 
diendo la abolición de la pena de muerte en el 
fuero civil ordinario y en el fuero de guerra. 
No obstante perdurar la horrible pena d(' 
garrote viP’ en nuestro Código, la práctica 
cada vez más acentuada de los indultos la va 
suprimiendo de hecho en España y la prueba 
está en la estadística publicada por el Señor 
Sálillas en la ^^Revista Penitenciaria’’ estadística 
que comprende desde 1867 á 1899. En ese lar- 
go periodo de 33 años la proporción entre in- 
dultados y sentenciados á la pena de muerte 
de un 64 por 100, variando desde el 10 al 9’’ 
por 100. Este estudioi tiene el interés de de- 
mostrar que en los periodos de acentuada 
política liberal la aplicación de la pena de muer- 
te se reduce casi al mínimum, mientras en los 
años 1874, 1875, 1876, 1877 y 1878 Uega la cifra 
de los ejecutados en garrote al número de 28 por 
año en 1886, el primer año de la Regencia 
j)rimero también del Gobierno liberal, se reduc«- 
el número de ejecutados á 2 y en 1894 en qm* 



íísimismo nos rige un Gobierno liberal solo son 
4 los reos que suben al patíbulo. 

interesa distinguir los años en que es supe- 
rior á la media proporcional el número de eje- 
(iutados, los años en que se mantiene la media 
y los años en que es inferior á la media. En 
1867, 1870, 1871, 1875, 1876, 1877, 1878, 1879, 
1880, 1882 y 1884 hubo 186 reos ejecutados; en 
los años 1868, 1874, 1883, 1885, 1889, 1893, 1895, 
1896, 1897, 1899 fueron 126 los reos ejecutados, 
y en 1869, 1872, 1873, 1881, 1886, 1887, 1888, 
1890, 1891, 1892, 1894 y 1898 fueron tan solo 
86 los reos ejecutados. 

En total en el periodo de 33 años los reos sen- 
tenciados á muerte fueron 1.145, de los cuale.s ’ 
398 ejecutados y 747 indultados. 

De lo dicho se deduce que en 1867 la propor- 
ción de los indultos de la pena de muerte sólo 
alcanzó el 29 por 100; que en 1868 se elevó al 
64 por 100 y en 1869 al 83. No hay qúe decir 
á qué influjos obedece la tendencia. Esos años 
aunque se tocan se distancian considerable.- 
mente por la desviación del espíritu español. 
Es la influencia de la Revolución de Septiembre 
la que se traduce en la progresiva y considera- 
ble atenuación en la aplicación de la última 
pena. El influjo de atenuación continúa con me- 
nos intensidad durante los años de 1870 y 1871 
( 56 y 40 por 100) y desciende á la mínima in- 
tensidad en la aplicación de la pena de muerte 
en 1872 y 1873 (71 y 80 por 100). 


Entre nosotros se presentan los fenómenos 
sociales sorprendiéndonos porque no los estudia- 
mos. Así, en muchas cosas nos llamamos imita- 
dores sencillamente, porque un suceso sigue á 
otro suceso. No es esto decir que no haya influi- 
do el acuerdo aholiciouista francés en la propo- 
sición aholiciónista española como influye todo 
lo que es progreso. 

Cuando en un país y en el año en que impone 
el mayor número de penas de muerte en 1894 
la proporción de indultos alcanza el 93 por, 100 
habiendo sido ejecutados tres hombres y una 
mujer é indultados 54 hombres y 2 mujeres, 
bien puede decirse que de una manera oficial se 
ha suprimido casi de hechor la pena de muerte. 
Y esto es tan exacto que en los indultos de la 
pena de muerte hay que apreciar muchos fac- 
tores. 

No influye únicamente el Tribunal Supre- 
mo, el Consejo de Estado y el Ministerid de Gra- 
cia y Justicia cuando informan. Influye de un 
modo .manifiesto la opinión, pues no se da nin- 
gún caso en que el pueblo sospeche la aplicación 
de la pena de muerte sin que al punto se pong.a 
(iu movimiento la Prensa, las Corporaciones, los 
I)artidos políticos sin distinción de colores y, en 
fin, la población entera en donde se trata de 
levantar el patíbulo. Y es que esa pena irrepa- 
rable que no tiene condición ninguna de ejem- 
plaridad, que hace imposible la corrección futu- 
ra del criminal, p<mc espanto en el ánimo, sf)hre 
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iodo peusando en un posible error judicial por 
el que se condene á un inocente. 

Una ejecución en garrote vil no solo despierta 
piedad para los ajusticiados sino también y pri. 
<‘i pálmente una suprema angustia y repugnan- 
cia (lue prueba se lia alcanzado un grado mayor 
de civilización en la escala ascendente del pro- 
greso humano. Y como el deber de todo legis- 
lador es apreciar los estados de conciencia de 
su pueblo y conforme á ellos modificar las leyes 
)io hay razón para mantener la pena de muerte 
desde el momento cpie la rechaza y execra el 
, nlma nacional. 

Kl derecho á la vida, la falibilidad de la jus- 
T.i'-ia humana, la falta de ejemplaridad en la 
])en.a capital y la evidente posibilidad de correc- 
ción del delincuente, aunque éste pertenezca al 
grupo de ios criminales natos de que hablan 
Uombroso, Perri, Garofalo y tantos otros cam- 
peones de la nueva escuela antropológica, son 


incontestables argumentos contra la horrible 
|xu)a, de muerte. 

hl derecho á la vida es una conquista de la 
odad moderna que cada vez tiende más y más 
5» 1 lindarse en principios justos y humanitarios. 
¿ Ps legítima la defensa social que suprime una 
existencia por razón de su crimen? ¿Hay en la 
sociedad que pretende ser ejemplo y espejo de 
justicia derecho á matar ó devolver mal' por 
mal como una reminiscencia de la pena del “Ta- 
liom ojo por ojo y diente por diente?^’ Decía- 
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rada legítima como un derecho absoluto y per- 
fecto del Estado á título de que es preciso ma- 
tar al que mata, valdría tanto como fundar to- 
do el régimen penal en el monstruoso y absur- 
do sistema de la venganza. Al ladrón se le cor- 
tarán las manos para que no vuelva á robar, 
al blasfemo, la lengua para que no vuelva á blas- 
femar. al sátiro se le pondrá en condicio- 
nes de que no vuelva á atentar al pudor. ¿Dón- 
de nos llevaría semejante concepto del derecho 
penal? Eso está bien en los pueblos salvajes y 
bárbaros sin ninguna noción de los deberes del 
Estado. Cuando existía en el mundo el tormen- 
to para hacer declarar á los reos y aún á los tes- 
tigos, las penas infamantes como los azotes, el 
paseo del criminal montado en un pollino con 
coraza y sayal de penitente, el martirio bajo to- 
das sus formas desde la cruz y la rueda y el 
potro hasta la hoguera, la pena de muerte sen- 
^ cilla y rápida podía constituir casi un beneficio 
inmenso para el delincuente porque amenguaba 
Mis dolores y sufrimientos. Entonces no solo se 
I)i*acticaba la privación material de la vida sino 
también la privación moral, lo que se llamaba 
Ja muerte civil’’. 

Todo eso por fortuna ha desaparecido de los 
códigos de los pueblos civilizados y únicamente 
(iueda como rastro de la barbarie antigua la 
]iena de muerte con todo el lujo de la jiublicidad 
en unos países y en secreto y misterio en otros, 
^e mata todavía en el mundo y se mata por pro- 
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redimientos variados: la horca, el garrote, la 
«ruillotina, la electricidad, el fusilamiento; ora 
la plaza pública, y con todos los honores 
ofiíiiales, ora en el patio de una cárcel entre cua- 
tro i)aredes y en presencia de unos cuantos fun- 
cionarios. Pero la idea abolicionista hace su ca- 
mino y cada día se dictan leyes nuevas 
para disniinnir el dolor y la pena del ajus- 
ticiado, para evitar el espectáculo del cadal- 
so. ¿Qué prueba eso sino cpie la marcha ascen- 
sión al del progreso tiende á reconocer el dere- 
-•ho á la vida? El fin de la pena es reparar el 
mal cansado por el delito y la pena capital no 
repara nada ni en orden á la sociedad ni en or- 
'len al individuo ; en orden á la sociedad, porque 
añade al horror del crimen el horror de la eje- 
t'iKiión; en orden al individuo, porque la pena de 
muerte es irreparable y no es ejemplar. 

Supóngase por un momento, y es hipótesis 
(jue causa espanto, que al condenar el Consejo 
de Guerra de 1895 al desgraciado Dreyfus no 
ic hubiese confinado á la isla del Diablo, sino que 
íc hubiese impuesto la última pena. Cierto que 
ci confinamiento en las circunstancias Dantes- 
cas en que la padeció el Capitán judío se le pre- 
vnitaba como cosa mil veces peor que la propia 
[>rivación de la vida. Pero al fin Drevfus vivía 
aunque en triste agonía. ¿Qué hubiera o'currido 
‘le haber sido pasado por las armas? Muerto 
Dreyfus á causa de un error judicial, monstruo- 
so. como después se probó, hubiera sido proba- 
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blemente imposible i)roclamar su inocencia., 
porque hubiera faltado el principal testimonio de 
su inocencia misma que era él. Muerto Dreyfus 
se podía devolver el honor á la familia, pero no 
la vida á la víctima del error judicial. Por ('1 
efecto mecánico de un artículo del Código que- 
daba suprimida la hermosa campaña, la nobl(^ 
campaña de los Zola, Clemenceau, Jaurés. 
Picquart, Bernard-Laczare, Scheurer-Ketnester. 
Anatole France, Labori, Cornély, Mirabeau, Pro 
ssensse, Claretie, Recliis, etc. Y no se diga que 
la revisión del proceso Dreyfus se hubiera he- 
cho del mismo modo citando el ejemplo también 
hermoso de Voltaire rehabilitando á Calás des- 
pués de muerto. Las generaciones actuales es- 
tán más por las empresas útiles que por las em- 
presas ideales. Gran cosa ciertamente es reh^i- 
bilitar á un muerto ; pero cosa mucho mejoí* 
rehabilitar á un vivo que puede reingresar en 
el mundo alta la frente, limpio de mancha, sien- 
do provechoso á los suyos, y á su Patria. L<> 
que importa es que el abismo del no ser, no si‘ 
abra entre la condena injusta y el poder de re- 
parar el daño hecho. Lo que importa es que la 
pena capital irremediable no consagre para 
siempre el error de la justicia humana. 

El cadáver de Dreyfus podía levantarse (Mi- 
mo un acusador de sus verdugos ; pero Dreyfus 
hablando ante el segundo Consejo de Guerra 
era la acusación, viva, terminante. 

Además el caso de Dreyfus no es único en la 
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líistoria. ni prasínitc ni i)asada. Llena están las 
. roñicas criminales de todos los países del mun- 
<|o d<; iK'chos análogos. 

V si á lo irremediable de esta pena se une 
,.| ,pn* <-onstitiiyt? un easo de singularísima su- 
ovstión ])ara los verdaderds criminales, para 
la turba infecta del hampa social que ve en 
. ) cadalso algo así como un pedestal levantado 
c!i premio á sus hazañas para admiración de 
la multitud, para ser cantadas en romances y 
.1! historias, tendremos probado que la más 
chuíiental higiene y salud del Estado reclama 
la aj)n}ici6n de la pena de muerte. 

La viuda se le llama á la guillotina en Fran- 
cia como para demostrar que ésta está pidien- 
do eterno desposorio, constante himeneo de 
los delincuentes con la muerte. En las obras de 
ios f-riminalistas y de los antropólogos, en las 
tnemorias de los agentes de policía, se encuen- 
tra á millares ejemplos del que sube al cadal- 
so tranquilo el rostro, sereno el pulso, impávi- 
do el ánimo, orgulloso de aquel término triun- 
fa 1 de su carrera. 

En el libro famoso de Lombroso se registran 
niuititud de casos en que por medio de toscos 
’^ersos, de tatuajes, de inscripciones indeco- 
rosas en los muros de la cárcel, de las frases es- 
caldadas á los ajusticiados en sus postreros ins- 
tantes se esculpe la vanidad morbosa del crimi- 
nal. l'^ara éste la muerte, lejos de ser un castigo 
y nna espiación suele representar en la mayoría 
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de los casos la gloria, la celebridad, la apote4)sís. 

No es menester recordar porque eso está en 
las crónicas de todos los periódicos, en los iu'- 
chos diversos de todas las Gacetas, el espectáculo 
odioso y repugnante de la ejecución que es ru- 
mo cátedra para las aberraciones del histerismo', 
para el contagio de la pasión delincuente. Rara 
es la ejecución que no se sella con sangre eiitr(^ 
los espectadores ó admiradores del cadalso y 
frecuente, frecuentísimo, el que de allí broten los 
gérmenes de futuros monstruosos crímenes. 
Como que hay una estrecha relación, un paren- 
tesco cien veces demostrado entre la abundancia 
de ejecuciones y la abundancia de delitos. Como 
que el indulto de la pena de muerte determina 
la disminución lenta ó rápida del número de 
atentados contra la ley. A mayor rigor mayor 
criminalidad. No ha habido época más espanto- 
sa para los anales perversos de la delincuencia 
humana que la época en que el tormento, la 
rueda, el potro, crucifixión y las múltiples ma- 
neras de eliminar al criminal hácenla !>rotar 
en todos los medios sociales. Nunca se persiguió 
la impiedad por modo tan extremo y cruel como 
en la época de la Inquisición, ni nunca tampoco 
la irreligiosidad bajo todos sns órdenes hizo ma- 
yores estragos. 

La pena de muerte no es una medicina, no 
una triaca contra el morbo social, sino una con- 
secuencia del estado de atraso en la Civilización, 
de imperfección en los Códigos, de abandono en 
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los estabJecimientos ijenales. de falta absoluta 
fie precauciones y cuidados en la profilaxis del 
delito. 

Y no hay por qué tomar siquiera en cuenta 
el argumento de que la pena de muerte no se 
[Ktdrá abolir en España hasta tanto que no lle- 
Lujeíiios á un estado de relativo progreso en las 
eá redes, prisiones y presidios, porque eso equi- 
valdría á haber esperado á abolir la esclavitud 
basta el momento en que el esclavo tuviera ccín- 
( liciones de ciudadano libre ó á haber dilatado 
la supresión del tormento hasta el instante en 
>iue los criminales quisieran confesar volunta- 
riamente. No; la pena de muerte es por sí un 
(‘1 emento de reacción y de atraso y su aboli- 
ción constituve un elemento educativo. 

C/ 

Por eso es de una gran utilidad para ilustrar 
la cuestión, para abrir los ojos del legislador, 
para promover reforma tan necesaria justificán- 
rlola y demostrando su posibilidad la traducción 
de un libro tan interesante y de autor tan ilus- 
tre como el insigne maestro EUero. 

El Sr. Gómez Tortosa, juris coinsulto esclare- 
<'ido, magistrado dignísimo, con quien me ligan 
los más estrechos vínculos del afecto, ha presta- 
do á la cultura patria un gran servicio y de la 
cnltura propia ha dado una gran muestra con 
su irreprochable traduíición. 

Precursor este trabajo de otros muchos más 
acomodados aún á las excepcionales dotes del 
Sr. Gómez Tortosa, deseo (|ue al complacerle se- 


<*undaDdo los nobles empeños humanitarios á 
(jiie principalmente responde la traducción del 
libro de Ellero, sirvan estas líneas, escritas á 
vuela pluma, de estímulo para que deseche los 
reparos de su modestia y enriquezca la Litera- 
tura jurídica nacional con trabajos por él co- 
menzados y bien dignos de ver la luz pública. 


J. CANALEJAS 


Madrid, 18 Julio 1907. 






De la pena capital 
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1 freno que las creencias religiosas y mo-’ 
rales oponen á las pasiones humanas,, 
sería insuíiciente para asegurar la tranquila 
coexistencia de los hombres, si faltasen las 
leves. 

nj ^ 

Sacro y sublime oñcio es el de las leyes que 
rigen y corrigen los rozamientos de deseos en- 
contrados, con el ñn de que por su inílujo no 
llegue á ser la tierra nuevamente una «selva 
selvaggia». 

Principal ramo de legislación, la penal s<‘ 
opone al mal tan pronto como éste nace, i’echa- 
zándolo en forma se vera v violenta con un nue- 
vo mal; de manera, que la pena, sea la imposi- 
ción de un dolor, la pérdida de un bien. 

Pero, entro los bienes que puede la pena 
villar, ¿estarán también los de la inteligencia y 





la ( oiK ienoia? ¿Podría la ley, por pena, hacer 
loro ó dfjpravado á un delincuente? 

d'oflos afirman que no; pero hay, disenti- 
mienfo al afirmar si es, ó no, viciable el bien de 
la exist<meia. K1 le gislado r que conminase con la 
pena fie un ultraje al pudor, sería execmdo; no, 
(m)pero, el que conminase con la de un ultraje á 
la oxisteneia. Sin embargo, este es un bien más 
pr(M Íoso fjue aquél, y menos ira y terror nos 
(b^spiería, y por menos malvado se tiene al au- 
lor del primero, que del segundo delito. 

Porque hay una clase de bienes inviolables 
y éstos son los que constituyen la personali- 
dad del hombre, supremo derecho. 

Aliora bien, nosotros procuraremos investi- 
gar si está, entre éstos, el bien de la existen- 
^•ia, y si por lo tanto la pérdida del mismo pue- 
d<‘ ser impuesta por las leyes. 

La cuestión parece árdua, porque sobre ella 
])ay opiniones contrarias, sostenidas por perso- 
nas cuya honradez y doctrina son justamente 
admiradas. En efecto; al lado de los nombres de 
Heccaria, de Pastoret, de Morellet, de Did^rot, 
de De Tracy, de Dupin, de Lucas, de Dupe- 
tiaijx, de Degenerando, de De Broglio, de Bent- 
ham, de Livigston, d(' Mittermaier, de Carmig- 
iiani, de Giovauelli, de Tomasseo..., que ^com- 
baten la ptuia de inuejle, no menos ilustres son 
los dtí Mpiitesqumu, de KouSvse^), de Mally, de 
Filangieri, de Blackston, de C onsta nt, de Ro- 
magnosi, de Rq^i..., que la de fiend en. 


II 


Es la sabiduría un vasto é intermiuable edi- 
ficio que todos los hombres y todas las edades, 
si bien con diferente poder, se fatigan en levan- 
tar. De aquí, que por aprovecharnos de ella y 
por demostrar nuestra gratitud á generacio- 
nes pasadas, conviene recordar el camino que, 
en medio de mil errores, ha recorrido la ver- 
dad, antes de llegar á nosotros, y los trabajos 
de los que nos precedieron, para aprenderla y 
transmitírnosla. 

La pena capital, con raras excepciones, fué 
siempre impuesta desde el principio de las so- 
ciedades humanas hasta nuestros días; y antes 
que Beccaria, nadie, salvo alguna generosa as- 
piración, se levantó defendiendo su abolición; 
pero nunca se hizo una demostración de que fue- 
se injusta, y que como tal se debiera proscribir, 

A decir verdad, en el siglo pasado se propa- 
gó un cierto espíritu de filantropía, pidiendo re- 
formas encaminadas al bien moral v material 
de los hombres, del que las leyes y las institu- 
ciones civiles no podían dejar de estar influen- 
ciadas: y fue especialmente Montesquieu, quien 
comprendiendo este generoso anhelo, lo dirigió 
hacia la ciencia de la legislación. 
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El espíritu de Jas leyes despertó también 
en ítalia un nuevo movimiento más racional y 
Tiiá> humano, en los estudios sociales: no pu« 
hit>ri<lose iieiíar (]ue su estudio haya inspirado, 
entre otros, á Beccaria. De aqui que, en la obra 
del i uris consulto francés, hay que buscar ek 
(Triinen de aquellas doctrinas que el italiano 
aco<dó V desarrolló. 

O t. í 

y si bien Monto squieu admitía la pena ca- 
l>ital sin cuidarse de discutir su legitimidad, li- 
mita bastante su uso y casi sólo para los deli- 
tob contra la vida. Con esto abría el camino en 
dirc'cción á la meta que n^ás adelante requirió 
y alcanzó el filósofo milanés, en una época en 
que, la legislación europea enumeraba unos 
cuarenta delitos castigados con la pena capital. 
SI mismo escritor liacia observar el fenómeno 
de que cuando más duras eran las leyes, más 
se depravaban las costumbres y que la severi- 
dad de las leyes era propia de los estados des 
póticos, distinguiéndose por su suavidad las de 
!os que no lo eran. 

Ha sido pues, en esta Italia, grande é infe- 
liz, bañada por la sangre de tantas víctimas, 
donde se ha levantado el último y más podero- 
0 grito contra esta última fase de la tiranía, 
(tisírazada con formas legales, refugiada en el 
sagrario de la justicia, armada de esbirros y de 
esjdas, detrás de una trinchera de cadenas, de 
argollas y de patíbulos. 

L1 libro De los delitos y de las penas des- 
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atándose contra los sangrientos silogismos de 
los doctores, contra los procedimientos secre- 
tos y arbitrarios, contra los delitos quiméricos, 
contra los tormentos inútiles, criticó y señaló 
entre estos últimos, la tortura y el suplicio ca- 
pital. Tal fuó la primer chispa que levantó gran 
llamarada con el fin de destruir toda reliquia 
de barbarie, y desde entonces, principió ese 
movimiento de estudios serios y piadosos para 
abolir la pena de muerte. 

\ César Beccaria argüia de este modo tratan- 
do de demostrar la ilegitimidad de dicha pena: 
< si la potestad social se compone de las peque- 
ñas porciones de libertad cedidas por los so- 
cios, si éstos pueden solamente disponer de lo 
á que tienen derecho, y si no lo tienen á ma- 
tarse, no pueden, por lo mismo cederlo á la so- 
ciedad.TLa pena de muerte, pues, no es un de- 
recho; sino „una guerra de la nación con un 
ciudadano, porque juzga necesaria ó útil la 
destrucción de su sér“. Pero esta necesidad ó 
utilidad no puede tener lugar más que por dos 
razones: Primera, porque el reo tenga autori- 
dad y potencia tal, que su existencia ponga en 
peligro la de la sociedad: pero ¿ésto puede 
nunca suceder mientras reinen tranquilamente 
las leyes? ó ¿no sucederá más bien cuando és- 
tas se callen, es decir, en la disolución de los 
vínculos sociales, en la anarquía? En segundo 
lugar, puede decirse necesaria y útil la pena de 
muerte cuando el suplicio de un ciudadano sea 
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,.f 1 verdadero y unico freno para evitar que los 
otros cometan delitos" pero ¿sucede asi?... No, 
añadía l^eccariat y demostraba la inedcacia de 
la ];cna de muerte, en cuanto al ejemplo, por- 
que lejos de inspirar una ejecución el saluda- 
ble temor que quiere la ley, "„es un espectácu- 
lo jjara la mayor parte y una mezcla de compa- 
sión y de desdén para los demás“/y en cuanto 
á la reparación, porque quitaba al reo la posi- 
bilidad de reparar el daño por medio del traba- 
jo. Es además injusta, decía, esta pena, desde el 
momento que no puede irrogarse más que un 
mal que baste á calmar la voluntad criminal y 
sin recurrir al patíbulo ,,la total y perpetua pér- 
dida de la libertad por ventajoso que fuera para 
el culpable un delito" es suficiente para evitar 
que se cometa. Y finalmente, la llamaba inmo-- 
ral, porque una ejecución de muerte no es otra 
cosa que una escuela de fría atrocidad con for- 
mas solemnes. 

Debemos hacer observar, que el ilustre re- 
formador de la legislación penal, si vislumbró 
perspicazmente los caracteres que hacen inútil 
inmoral la pena de muerte, iba equivocado en 
ei principio jurídico sobre que basaba su siste- 
ma penal: de aquí que si bien obtuvo los aplau- 
sos de los buenos, se levantó contra él un vo- 
cerío, una tempestad de los otros sistemas, que, 
agarrándose á su premisa, del contrato social, 
ó afirmándola, ó impugnándola, la esgriman en 
contra su va. 

t- 


Juan Jacobo Rousseau creía legítima la 
pena capital, bien por el pacto social, bien por 
el derecho de defensa. Es verdad, decía, que 
los hombres no pueden disponer de los dere- 
chos que ellos mismos no tienen; pero una cosa 
es el conceder á otro la facultad de matarnos y 
otra cosa es matar cuando peligra la existencia. 
¿Nos está permitido arrojarnos por una ventana 
para escapar de un incendio, aun cuando poda- 
'mos encontrar la muerte? Pues „ es lícito poner 
en riesgo la vida, á íin de conservarla" y sucede 
precisamente que „por no ser la víctima de un 
asesino, consiente uno en morir. En la conven- 
ción, lejos de disponer de la propia vida, no se 
^piensa más que en asegurarla: pues no es de 
presumir que á ninguno de los contrayentes se 
le ocurra en aquel instante hacerse colgar 
Pero como si al portaestandarte del Contrato 
social no le bastase con este argumento y cual 
si viese vacilar tal decantado sistema, añadí*, 
que el delincuente, además d(* violar los pactos 
(y con esto sujetarse á la pena esti])ulada), 
hace traición á la patria, guerra á la soci(*dad, 
la cual se defíende, castigándolo, si necíjsa- 
rio, con la pena capital; que „d<‘ieclio de guerra 
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<•- rnaUir ul voDcido**. \ dice esto quien poco 
antes afirmaba, que la guerra privada entre 
iiombrc y hombre no tiene lugar ni en el estado 
<](• tiauiraloza, ni en el de sociedad: y que por 
1 » demás, por derecho de guerra „no se puede 
matar al enemigo más que cuando no se le pue- 
de hacer prisionero^. 

fhtüsseau sigue las huellas del maestro, Al- 
heño I )(' Simón i. La soberanía, según éste, obra 
eoino mandataria de los ciudadanos, y tiene los 
derechos que estos mismos le transmitieron, 
entre los cuales á decir verdad, no está el de 
matarse y no podían por esto depositarlo: pero, 
uniéndose en sociedad, no cedieron tal dere- 
clio, solo como la libertad y la fortuna deposi- 
taron la propia vida, como prenda y garantía de 
su conformidad, con las disposiciones sociales. 
Tiene la soberanía el derecho de exponer la 
vida de ios ciudadanos en la guerra contra el 
enemigo? Pues, como éstos se expusieron á este 
riesgo, en caso de guerra, así pudieron exponer- 
se, por causa de delito. Nadie les obliga á de- 
linquir; pueden, pues, evitar que los maten. Si 
dciin((uen y son ajusticiados, allá ellos, la 
muerte se la dan por sí mismos. Contrae n un a 
obligación „que nace del d e 1 i t o “ c o mo^ ir ja n los 
jurisconsultos romanos, cuya satisfacción está 
en el heclio de perecer bajo el hacha del ver- 
‘itigo. (Jon este sutil argumento, cree De Simo- 
ni, haber destruido la objeción de Beccaria, 
pero si,* según su sistema, el derecho social no 
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es más que la suma de derechos individuales, 
una vez que los hombres no tienen derecho á 
matarse, no lo tiene tampoco la sociedad. No 
vale distinguir entre la cesión ó enajenación y 
el riesgo ó depósito á manera de caución de 
este derecho; pues las 'palabras no cambian la 
naturaleza de las cosas y en uno y otro caso, 
después de todo, ilimitado ó condicionalmente, 
se dispondria de lo que no se puede disponen 
El hombre no podría jugar y vincular su vida á 
esta lotería, en el caso que se quiera creer fuen- 
te y causa de la potestad de castigar el contra- 
to social. Pjero el^-mismo autor parecexetrac- 
tarse de este error, añadiendo, poco después, 
con Salomón y San Pablo, que ,,toda autoridad 
viene de Dios... por el cual reinan los reyes“ y 
sosteniendo, así, con el jjrincipio teológico, el 
vacilante sistema del principio fundado en el 
contrato social. Pero á esto se le puede contes- 

r 

tar: O el derecho de castigar fiié conferido á 
la sociedad por mandato divino, ó por humano . 
El autor se declaró partidario de este últim o, 
haciendo partir la génesis de tal derecho de los 
pactos de la sociedad civil: Si recurre á princi- 
pios extraños (para sostener el que deíiende), 
quiere decir que sin aquéllos, ^éstos no ])ueden 
defenderse, pues no es permitido á un mismo 
tiempo usar, ora el sistema que se deíiende, ora 
el adverso. O la convención, ó la teocracia: no 
la una y la otra á un mismo tiempo. 


Pero si la doctrina del contrato social no 
llega á jiistiíicar la pena de muerte, tampoco la 
¡üstiíica la escuela la cual asevera 

(pie Dios ha dado á la sociedad ó á la sobera- 
Eiia el derecho de vengar cualquier ofensa, cual 
si habiera sido hecha á él mismo: ofensa, que 
puede ser tan grave, que merezca la muerte. 
Pero ¿cómo se puede sostener y probar que 
i^ios nos haya armado de este terrible derecho 
y concedido la misión de vengarlo, de este 
modo?... No, ciertamente, merced á la razón; la 
cual, como se verá, nos hace ver la pena de 
muerte, inútil, inmoral, injusta, y como dal, no 
querida por Aquél que es fuente de bien, de 
rectitud y de justicia. 

Entre los que dicen que toda potestad te- 
íTcna viene del cielo, hay que- distinguir dos 
escuelas: la una, afirma que esta potestad ema- 
na inmediatamente de Dios, siendo los reyes' 
investidos de ella por la consagración; la otra, 
en cambio, que emana mediatamente, siendo 
investidos los pueblos de dicha potestad por la 
coexistencia social. 

La primera es una antigualla. Nosotros se- 
guirnos la segunda; es decir, creemos que á la 
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sociedad, precisamente por ser amada de Dios, 
éste, le ha conferido derechos ó impuesto de- 
beres, entre los cuales está el de castigar, pero 
no aplicando la pena capital: y en este sentido, 
somos nosotros también teológicas. 

Los que con la invocación del principio teo- 
crático creen autorizada la pena de muerte, se 
fundan en una inmediata y positiya concesión 
X del derecho de vida y muerte hecha por Dios á 
lasoberaniaiy^ si la razón humana no llega ácon^ 
firmar su aserto, acuden á la revelación divina, 
pretendiendo probarlo con las sagradas páginas. 

Los criminalistas norteamericanos, de con- 
formidad con el espíritu de la reforma y con la 
índole calculadora de la nación, y prescindien- 
do del aspecto jurídico, suelen discutir la cues- 
tión de la legitimidad de la pena capital bajo 
el aspecto práctico, ó. bien bajo, el reli^^ 

Deducen, por la experiencia, á decir verdad, 
una condena contra el suplicio capital, como 
haremos constar más adelante, pero en cuanto 
á la justificación religiosa (ó sea bíblicaj ellos 
mismos están* discordes, los unos afirmándola, 
negándola los otros. 

Nadie ignora que la ley mosaica adoptó, y 
con demasiada frecuencia, la pena de muerte; 
así es que hay quien cree justificarla, precisa- 
mente, con el testimonio de la Biblia. Pero en 
ésta hay que distinguir los preceptos legislati- 
vos y ceremoniales, de los ético-religiosos: 
transitorios y locales los primeros, eternos y 



universales los segundos y que si unas veces 
se dirigen á la humanidad entera, otras no se 
dirigen más que al pueblo hebreo. 

hl Pentateuco ofrece, por cierto, una serie 
d<' sanciones feroces, las cuales nos abstene- 
1710S de comentar y criticar, pues sin provecho 
j)ropio, ó con daño, nos haríamos sus paladines 
adversarios. No ignoramos que se nos puede 
contestar, que deberíamos condenarlos sin re- 
servas, desde el momento que afirmamos y de- 
jnostraremos que la j)ena de muerte es ilegítima 
en cualquier tiempo, lugar y circunstancia. 
Cuando la índole testaruda del pueblo de Israel, 
salido de la esclavitud, no justificase este yugo 
impuesto por el legislador, sería esta ilegitimi- 
dad un principio absoluto é indeclinable de 
moralidad y de justicia. Pero no es necesario 
que nosotros actuemos ahora de teólogos. Y no 
se nos quiera por esto acusar de tocados por el 
protestantismo, ó ateísmo; pues si se dice injus- 
ta la pena de muerte, no se dice por esto injus- 
ta la legislación mosaica que la adoptó. Encon- 
traréis contradicción: pero ¿es dado al hombre 
comprender los divinos misterios?... Otros he- 
chos, otros preceptos de la antigua Ley son 
incomprensibles para nosotros. Nosotros tem- 
blamos al leer el exterminio de los extranjeros 
impuesto por Moisés á los 'h^ La esclavi- 
tud y la poligamia eran legítimas entre los pa- 
triarcas: sin embargo, entre nosotros no lo son; 
y esto, no sólo como medida de conveniencia 
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política, sino por máxima de jiisticiay de moral... 
¡Aquí la mente se pierde, pero el sabio baja la 
cabeza ante los inescrutables designios de Dios! 

sEs cierto que el querer gob(‘rnar la soci<‘dad 
de hoy como se gobernaba aquel [uieblo de 
^,dura cerviz‘‘ es loca empresa si no fuera in- 
justa, ya que la Ley de Cristo, si bien ]>arte de 
la de Moisés, la innova. Es ley de gracia, da 
perdón, de amor. El Dios del antiguo pacto es 
un numen „inexorable^^ y celoso como él mismo 
dijo, „que castiga la iniquidad de los padres en 
los hijos hasta la tercera y cuarta generación^*; 
mientras que el del nuevo pacto es un padríi 
piadoso que perdona setenta veces siete 
^ — ,,La antigua Ley, exclama Tertuliano, — se 

' vengaba__ espada: la nu eva, en. canibío, 

se_.manifiesta con la clemencia“. 

Los que defienden los suplicios de sangn*, 
invocando la autoridad mosaica, deberíaji, por 
igual motivo, alabar la frecuente aplicación do 
los mismos, comprendiendo el Talión: ,.ojo por 
ojo, diente por diente“... El corazón tiembla, y 
sin embargo, son estos los mandamientos du 
Moisés, y sus secuaces no deben asustar<e. 
Antes bien, para ser consecuentes dí'berían r<*s- 
tablecer todas aquellas sanciones, incluso la 
lapidación, y obligar al pu(‘blo todo á actuar 
de verdugo, á lanzar la piedra contra la adulte- 
ra, contra el adivino, y contra el que osara re- 
coger una espiga de grano en día de sábado. 

Pero el rigor de estas leyes ha sido censu- 
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rado por uno, que hasta los tímidos se persua- 
dirán. El apóstol San Pablo Jas llamaba un 
que ni sus connacionales de entonces, 
ni sus padn's habían podido soportar. 

Por lo demás, en el viejo, como en el nuevo 
testamento, donde se habla para todos los hom- 
bres y no exclusivamente para Israel, donde se 
dan preceptos morales y no políticos, no hay 
nada que autorice la pena capital. Separando 
los [)rimeros de los segundos, se puede, se debe 
sacar en conclusión todo lo contrario, puesto 
(jiu' en el decálogo, suprema, universal y eter- 
na ley, sin reserva de ninguna clase, está es- 
crito matarás 

Suelen los partidarios de la pena capital, 
{así como Cocejo, Paolini, Filangieri...) ^ucir 
la leyenda de Caín, el cual muerto Abel, excla- 
mó: „ sucederá que cualquiera que me vea me 
matará“ indicando con esto que el primer ho- 
micida comprendió que ^,sangre quiere sángre^Á 
Pero en cambio la relación bíblica, aprobando 
ia justa repugnancia que inspira el fratricidio, 
prohíbe que se le castigue de muerte, y men- 
ciona que Dios mismo se interpuso á la ira de 
los hombres. He aquí como lo dice el Génesis: 
.,el que mate á Caín será castigado siete veces 
siete más que Caín. Y el Señor puso una señal 
á Caín para que alguno, encontrándolo, no lo 
matase Ahora bien, ¿ no es esta una prohiM- 
ción bien manifiesta de castigar con la pena de 
mu(!rte? " ' 


V 


Dejemos ya el examen, de las doctrinas de 
los que faltos de principios con los cuales de- 
fender el suplicio extremo, se refugian en lo 
más recóndito del templo, defendiéndose con 
citas biblicas, y continuemos el examen de la 
doctrina del contrato social. 

Mally y Filangieri esquivaron el error de 
admitir la cesión ó trasferencia del derecho á 
la vida, por haberse percatado de que el pos- 
tulado de Beccaria, sobre su inalienabilidad, 
no había sido refutado, y vislumbraron que la 
potestad punitiva capital nacia, no de la cesión 
del derecho á la vida hecha por aquel á quien 
se quiere castigar, sino de la del derecho á su 
muerte que los demás tenían. No es, dice Mally, 
que los hombres, asociándose, hayan autoriza- 
do á la sociedad para matarles, pues ni lo hu- 
bieran querido ni podido, sino que le cedieron 
el derecho á defenderse, que tenían en el esta- 
do de naturalezaí^pues no fué para que nos 
maten por lo que se puso la espada en la mano 
del legislador, sino para que nos defienda del 
puñal del sicario'Xjíl autor de los Principios 
de las leyes sigue diciendo que, dada la nece- 
sidad de la pena capital, se debe aplicar, pues 


<|iie no aplicándola, la suerte del inocente sería 
j)eor pue la del reo, ya que tomarían parte en 
un jucfío demasiado desigual „donde el uno no | 
arriesgaría más (jue la libertad y el otro la , - 

\ ida“. Para traducir esta imagen en principios, 
parece ((ue Mally quiera decir con esto que la 
r'‘[)rosi6ii penal sería inadecuada al ataque ©ri-^- 
mi nal: y si, por el contrario, quisiera decir que ? 

el mal de la pena era menor que el del delito, V 

y ]jor lo tanto injusto (por el principio pitagóri- , 
co>jjue la justicia debe hacer sufrir al delin- , yí 
ciient(‘ lo mismo que él hizo al delinquiríl^ á su - ) 
r-istema penal mal hilvanado sobre el contrato y 
^ocial y sobre el derecho de defensa, agregaría' 
un tercer principio: la remuneración del mal > 
j>or el mal ó de la expiación, de lo que es coro- 
jario indispensable el Tallón. Pero si hubiese 
querido decir con el símil del juego desigual, \ ; 
como es de creer, que no castigándose de 
muerte al delincuente, el treno de la ley sería 
de menor fuerza que el que mueve á delinquir, 
y por lo tanto ineficaz, se le puede contestar ' 3 
que no. Supongamos que uno quisiera cometer ■ 
un hurto de cien pesetas: si se le amenaza con la 
'pérdida de estas cien pesetas hurtadas y ade- 
más con la multa de una sola peseta, esta pena 
c‘S suficiente á contenerle del delito. Es más, 
para algunos no es necesario siquiera este au- - 
niento,^ym que, si estuvieran ciertos que por la 
pena habían de ser privados del bien obtenido \ 
por el delito, no tendrían ya interés en cometer- 
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lo, que si á pesar de eso, á pesar de mayores 
multas y de mayores penas, se roba, se delin- 
que, es porque, ó la ley no puede siempre frus- 
trar el bien obtenido por el delito, ó por la es- 
peranza de la impunidad.)Más que la gravedad 
impone la certeza de la pena, que contiene al 
delincuente, y la ley más que'á ser feroz debe 
tender á ser inexorable. ís verdad que tal cer- 
teza no siempre se obtiene, y de esto se ha de- 
ducido que cuando menos cierto fuese el casti- 
go, tanto más grande debiera ser. La certeza no 
tiene nada que ver con la gravedad, y si se 
pudiese suplir el defecto de lo uno con el exce- 
so de la otra; más bien que amenazar con pena 
mayor á los delitos cuya investigación es difí- 
cil, convendría amenazarlos con pena menor. 

X La esperanza de la impunidad está en razón 
directa de la severidad de la pena, especial- 
mente si ésta es capital, pues nada creen los 
mortales más lejos que la muerte. 'V 

No leve es el error de Mally de basar el de- 
recho de castigar en el de defensa. <El hombre 
tiene derecho á rechazar la ofensa injusta has- 
ta el punto de dar muerte al ofensor: este es un 
principio inconcuso, pero del que se ha abusa- 
do á menudo./Jlrró primero Mally al atribuir 
este derecho de defensa á la sociedad por la 
cesión que le hicieron los hombres por la con- 
vención social, puesto que ésta no i)iiede crear 
derechos sino sólo regular su uso, por lo (jue 
contra esto está la reprobación general de la 



convención soñada social. Erró después al con., 
l'imdir el derecho de defenderse con el de cas- 
tigar. El ejercicio del derecho de la propia 
defensa, es impetuoso y violento entre igua- 
les, contra cualquiera (aunque sea incapaz de 
moralidad), y sólo durante el acto ó la inmi- 
nencia de la ofensa; cesando, al cesar ésta, 
con la muerte del ofendido: mientras que el 
ejercicio del derecho de castigar, tiene lugar, 
previo diligente examen y con solemnidad, por 
parte de un superior hacia un inferior, contra 
un sér á quien sólo se le puede imputar des- 
pués de la ofensa, aunque haya muerto el ofen- 
dido y sea irreparable el daño. Además de estos 
dos derechos, el uno mira al presente, el otro 
especialmente al porvenir. 


Cayetano Filangieri esquivó este error de 
Mably en el cual, después, incurría Komagno- 
si; pero cayendo en uno nuevo y mayor. Si Ma- 
bly se había contentado con decir que la so- 
ciedad poseía el derecho punitivo por haberle 
cedido los socios el de defensa, Filangieri 
fuó más atrevido: Mijo que el derecho social 
de castigar provenía de la cesión de igual de- 
recho de que los hombres, en el estado extra- 
social, estaban dotados. Reducidos á silogismo 
los dos sistemas, Mably argumentaba:^! hom- 
bre en el estado de naturaleza, tiene el derecho 
de defenderse, aún con la muerte del ofensor; 
pero este derecho fuó cedido á la sociedad, 
luego ésta puede castigar con pena capitaRdFi- 
langieri, en cambio, decía:"41 hombre en el es- 
tado natural tiene el derecho de castigar tam- 
bién con la muerte, éste fuó cedido á la socie- 
dad y por lo tanto, ésta puede ejercitarloXComo 
en Mably es falsa la consecuencia, en Filangie- 
ri son falsas las premisas. Sino, oígase á él • 
mismo: — El derecho de castigar „no depende 
de la cesión de derechos que cada uno tenia 
sobre sí mismo, sino de la cesión de los dere- 
chos que cada uno tenía sobre los demás“. Si 



6l hombro do podía disponor de la vida, no tio- .. 
DO tampoco ol dorocho de disponer de la salud^ 
de la libertad y del honor; y por lo tanto toda ^ 
pena aflictiva, correccional é infamante, se de- 
bería abolir. Pero son los otros los que pueden 
disponer, pues haciéndose vengadores del or-^ 
den moral violado, le quitan todo bien, aun el de ' 
la vida, cuando sea necesario. No se le niega, 
al ohmdido, añade, en el estado de naturaleza, ’ 
el derecho de matar al ofensor: ahora bien, si 
el ofendido se muere ¿por qué no se ha de trahs- < 
ferir á otro su derecho para vengarle? El ma- y 
tador hubiera podido ser muerto por la víctima 
¿por qué muerta ésta no se le podrá ya matar? ■ ' 
Un momento antes podía ser muerto, un mo- U 
mentó después ya no,.. Pero es que el desdén ; 
que en nosotros surge contra los reos y las i 
mismas palabras de Caín fratricida, señalan el 

derecho y el deber de vengar á las víctimas, '• 

■ -.1 

en una palabra, de castigar á los malhechores, ' 
Este poder primitivo es inherente á cada uno ..i 
de los individuos contra todos, y á todos contra,’ \ 
cada uno, pues le fué concedido á la soberanía 
en los pactos sociales. Por tanto el yus primiti- 
vo social se deriva de un igual jus extrasocial ' 
sobre la vida y sobre los bienes de los reos. - 
Aquí Filangieri, por decir demasiado, no dijo 
verdad. Nos habla de contrato, de venganza, de 
expiación, mezclando tres sistemas opuestos 
entre síAKce que el ofendido tiene derecho de 
matar al ofensor: ^l^ebiera decir, en cambio, que 
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tiene el de rechazar la ofensa, el de defenderse, 
aun dando muerte al adversario, cuando de 
otra manera no pueda salvar sus derechos. Me 
parece que no es lo mismo, porque si de otro 
modo que con la muerte él se puede defender, 
ó si la defensa no puede tener lugar, porque ha 
quedado impotente el ofensor ó violado inevi- 
tablemente el derecho (como en el caso que el 
ofendido resultase ya ó deshonrado ó muerto) 
ni él ni los demás tienen ya derecho á dar 
muerte, ni siquiera á tratar mal, ni aun ligera- 
mente, al violador. Esta sería venganza, no de- 
fensa. Pero de esto mismo se percata el autor 
de La ciencia de la legislación: olvida el 
principio de la defensa, y saca el de la vengan- 
za. ¡Venganza! exclama Pastoret: ¿y lo decís 
vos? pero quién, por este terrible lenguaje, os 
reconoce, ¡oh bueno y pío Filangieri!... 

“Suponer que la venganza, una pasión tan 
ruin, sea excusada, sea no solo justa, sino que 
llegue á ser, origen, fundamento, fin de los de- 
rechos, es un error tan grave que no necesita 
refutación. , Aunque tuviese el ofendido el de- 
recho de vengarse; si se extinguía, ¿cómo lo 
tendrá un tercero, cómo la sociedad? ¿Les fué 
transmitido por el que murió? y ¿cuál fué el No- 
tario que autorizó este testamento de sano;re?' 
¿y era transmisible por herencia un derecho tan 
fiero.''... Fluctuaban estas dudas aún en la mente 
de Filangieri: y de aquí que divagase y oscila- 
se de un principio á otro y de uno á otro siste- 


ma. Sabia que la venganza era inmoral, puesto 
<jU(‘ él mismo había dicho: ^ni la venganza de 
ja ofensa hecha a la sociedad, ni la expiación 
dul delito, son el objeto de las penas/^La ven- 
ganza es una pasión, y las leyes están exentas 
de (día; y la justicia no es una de aquellas te- 
rribles divinidades á las cuales sus crédulos' 
adoradores inmolan víctimas humanas, para 
aplacar su pretendido furor“. De este modo 
adornó con falso oropel un acto detestable, con 
apariencias morales, y dijo que los hombres no 
S!- vengarían por odio ó por otra pasión perso- 
nal, sino por la reintegración del orden moral 
violado, como mandatarios de la vindicta divi- 
na. El vengarse, pues, es para él lo mismo que 
el castigar, y cada hombre que, en el estado de 
naturaleza, puede y debe vengar los delitos con 
ofensas hechas á la divinidad, está también do- 
tado de la facultad de castigar: él es, pues, 
parte, testigo, legislador, juez y verdugo. Así, 
pues, ademms de los errores de todos los siste- 
mas penales que Filangieri adoptó, ha supera- 
do en el sistema de la expiación, en el que se 
refugió por último, los errores de los partida- 
dos del mismo.- ¡Estos, como se ha dicho, se 
limitaban ó atribuir á la sociedad, ó á la sobe- 
ranía, solo la potestad punitiva: él va más allá, 
la atribuye á cada hombre; y la sociedad, y por 
ella, la soberanía, están dotadas y provistas de 
diclia potestad como delegadas y mandatarias 
suvas. / .. 


Pí-ro, en verdad, id derecho punitivo, aunque 
hubiese nacido de la venganza, implica una 
agregación civil y un poder que rige: no existe 
más que con éstos, y separado de ellos no se 
puede comprender. Es derecho meramente so- 
cial y. sobjBxan o. Con anterioridad á la sociedad 
y á la soberanía, en el estado de independen- 
cia no habría podido existir; como la patria po- 
testad no hubiese ]»odido í'xistir antes que se 
formase la familia. 

No obstante, el sistema que sostiene que en 
el estado de naturaleza cada hombre tenía el 
derecho de castigar á los malvados, y que este 
derecho le fue después, por la convención, 
conferido á la sociedad, fué uno de los mejor 
mirados, y era también sostenido por Guillermo 
Blackston. 

Los pactos sociales pueden reglamentar los 
diversos poderes de la sociedad y los mutuos 
deberes de la coexistencia, pero deben reducir 
el fundamento jurídico á un principio indefecti- 
ble; esto es, pueden estipularse pactos que sean 
justos, pero serán tales porque se conformen á 
la eterna jusjticia, no por el hecho de ser pac- 
tos. De modo que el derecho nace, no de la 
convención sino de la justicia, sobro la que 
aquélla se apoya.^ft)ecir que la sociedad tiene 
el derecho de castigar, aun con pena capital, 
por que así lo convinieron los socios v fué una 
de las condiciones del contrato social, es nu 
decir nada. La cuestión estriba en saber si un 
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(al derecho podía estipularse; una tal condición 
admitirse. Conviene, pues, dejar la novela del 
rontrato y buscar en otra parle, fuera del es- 
1 H'cho círculo humano, el principio justificati- 
vo del derecho de castigar. 

En efecto, todos los partidarios del contrato 
social, buscaron en otra parte este principio, no 
percatándose de la contradicción en que incu- 
rrían, ])uesto que el fundamento jurídico de la 
i'acultad de castigar, está en el contrato, ó fuera 
(le él. Si está en el contrato ¿por qué no pararse 
en él? ¿por qué no decir: lo que se ha convenido 
es justo, y es justo porque se ha convenido y 
no por otra cosa, sin parapetarse detrás de la 
posibilidad, la moralidad, la justicia de la con- 
vímción? Si no lo está ¿por qué no contentarse 
con las justificaciones aducidas? ¿por qué no 
d(‘cir: el azar, el derecho de guerra ó de defensa, 
el mandato de hacerse conservadores ó defen- 
sores del orden moral, ú otra razón cualquiera, 
autorizan á la sociedad á aplicar penas, aun las 
extremas, sin apoyarse en el señuelo de los 
]>actos? 
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Juan Domingo Kornagnosi esquivó esta in- 
congruencia: pero incurrió en la de creer que el 
derecho de defensa y el penal eran todo uno. 
¿Tengo yo el derecho de matar al injusto agre- 
sor? y qué, añadió, ¿querríais que no 1 q tuviese 
la sociedad?)^! la sociedad es al hombre nece- 
saria, ¿querríais que quedasen impunes los 
atentados contra la misma...?’'' Así que la cues- 
tión sobre la legitimidad do la pena de muerte, 
no puede resolverse en absoluto en la generali- 
dad de los casos, porque depende de su nece- 
sidad y á esto se reduce. ¿Es necesaria la pena 
capital? Sí, pues es justa. Y no vale decir que 
quien se defiende no puede ya matar cuando 
estuviese á salvo de la ofensa, ó que muerto el 
ofendido, no se pueda ya matar al ofensor. La 
sociedad, castigando, mira al porvenir, no hace 
más que amenazar, y si, resultando vana la 
amenaza, se ve obligada á llevarla á efecto, 
sólo por eso aplicará la pena, porque si e i reo 
n^Q- iuese castig ado, los deiná s no se persuadi- 

rían de que ella amenazaba de veras. También 
se colocan en mal terreno los que, fundándose 
en el contrato social, combaten la pena de 
muerte, si este contrato no es más que una qui- 
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mera. La sociedad no obra como depositaría y 
delegada de los derechos do los demás: obra 
por su propio derecho, porque puede y debe 
conservarse. El derecho de castigar no es ,,otra 
cosa más que ol derecho de defensa, modifi- ' 
codo por ]hs circunstancias sociales, ó sea 
ima especie de derecho genérico de defensa^. 
K1 hombre se deñende con la repulsión física, y 
la sociedad con la prevención de la ofensa: es 
decir, ésta, ó sea la sociedad, procura impedir 
los delitos, oponiendo á la fuerza impelente del 
(pie intenta cometerlo, la repelente de la amena- 
za del castigo. 

Homagnosi, más que cualquiera otro adver- 
sario de la abolición del extremo suplicio, sentó 
la verdad, refutando el contrato social: sin em- 
bargo, aún admitió tres principios erróneos; 
esto es, que la génesis del derecho penal se 
encontrase en la defensa; que el íin lícito pue- 
de justiñcar los medios ilícitos, y finalmente, 
que la pena capital es indispensable; admitien- 
do esto como incontrovertible, sin discutirlo 
siquiera, ni probarlo. ' " 

El derecho de defenderse es muy diferente 
ai de castigar, y esto ya se ha demostrado. Con 
decir que el segundo no es más que una expli- 
cación del primero, y que por la misma razón 
<iu(' el individuo se defiende la sociedad casti- 
ga, quedan deslindados ambos derechos. Del 
derecho que tiene la sociedad de defenderse, 
no nace el derecho de castigar, sino el de gue- 
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rra. La potestad punitiva es un derecho propio, 
peculiar, sui generis: no es la transformación 
de otro derecho. Que la sociedad tenga este 
derecho para su defensa, para defensa del or- 
den jurídico, está bien, pero no se diga que 
aquel derecho consiste en el de defensa pro- 
piamente dicho; si no se quieren cambiar las 
relaciones naturales de las cosas. 




VIH 


De esto se percató Pellegrino Rossi, quien 
I combatiendo los sistemas de la defensa direc- 
ta ó indirecta, de la utilidad general ó indivi- 
dual, del derecho extrasocial punitivo y de la 
convención) se acogió al sistema de la acción 
social, á la cooperación moral: así que para él, 
(.•orno para Henke, Schmidt, Richter y Mitter- 
maier, la pena no es otra cosa más que la remu- 
neración del mal por el mal. Pero oigámosle. 

Así como hay un orden físico, existe tam- 
bién un orden moral, obligatorio para todos los 
seres inteligentes y libres, como son los hom- 
bres. Entre estos dos órdenes hay la diferencia 
de que , mientras al primero las cosas le están 
fatalmente sujetas, al segundo no, puesto que 
los hombres, como dotados, de libre albedrío, 
pueden transgredirlo. Son, pues, estos últimos 
capaces de mérito ó de demérito, y dignos, por 
lo tanto, de premio ó de castigo. A la distribu- 
(dóri de los premios y de las penas, atiende la 
justicia eterna, la cual es un elemento del or- 
dmi moral. 

Pero el hombre, además de ser un ente sen- 
sible, racional y libre, es también sociable. La 
sociabilidad es un atributo, una necesidad de 



su naturaleza, un precepto indeclinable del or- 
den moral. Hay por lo tanto un orden social, 
hijo del moral; pero más angosto que éste, in- 
dependiente de las convenciones humanas y al 
cual el hombre debe sujetarse. Pero porque 
puede violarlo, siendo libre, tiene la sociedad 
el derecho de impedirlo, restableciendo con la 
pena, el orden moral violado. 

La justicia humana, reflejo, ó más bien, ac- 
tuación terrena de la divina, castiga con penas 
las faltas de los hombres, sólo en cuanto influ- 
yan sobre el orden social, dejando á Injusticia 
de Dios el castigo de las de orden moral. 

Por esto la justicia social tiene una esfera 
más estrecha que la de la justicia moral; no 
traspasa el campo de la ética, ni aun siquiera 
lo abraza por entero. Mientras la just icia mo^ l 
castiga todas las malas acciones, la social, no 
castiga más que las que violan el orden social 
juntamente con el moral, y puedan reconocerse 
con los débiles é imperfectos medios de que 
puede disponer. 

La legitimidad del derecho de castigar se 
deriva, pues, de la legitimidad de la sociedad, 
y la de ésta, de la legitimidad de la moralidad. 
La sociedad actúa en la tierra, por cuanto le es 
dado, dentro de los límites del orden social, y el 
moral: y de esto se deriva el derecho y el deber 
de castigar. 

De aqui que „si la justicia penal es legítima 
y obligatoria en sí misma; si el delincuente es, 


en efecto, el autor de un gran delito, si ha me- 
recido por causa de su delito una pena de la 
gravedad de la capital; si esta pena es la sola 
en el mundo que tenga este grado de gravedad; 
finalmente, si ésta es asimismo el sólo y único 
m<‘dio que la justicia humana pueda emplear, 
para alcanzar el fin que el deber le impone para 
dar fuerza á la ley; ¿qué se podrá oponer á la 
legitimidad del castigo, frente á todas estas ra- 
zones reunidas^? 

Se puede oponer nada menos que una afir- 
mación: que faltan todas estas condiciones, que 
no debe por razón penal hablarse de mérito y 
demérito (siendo estas nociones éticas y no ju- 
rídicas) y el no ser la sanción de muerte el solo 
y único medio de coacción para que la ley sea 
obedecida. 

Que el orden social transitorio sea un as- 
pecto del orden moral eterno, estamos confor- 
mes: no ya en que por esto la sociedad tenga 
la misión de hacerse ejecutora y vindicadora 
del mismo. La sociedad castiga, no por corre- 
gir el vicio, que esto lo deja á Dios, ó si se quie- 
re, en esta tierra, á su Iglesia, sino por asegu- 
rar sus propios derechos ó los de sus miem- 
bros. La sociedad es ejecutora y vindicadora 
del orden jurídico: el cual es un reflejo del or- 
den moral, pero limitado á los deberes exigi- 
bles en la mutua coexistencia de los hombres. 
Esta no castiga al reo como malvado, sino como 
violador de derechos. 
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Rossi atribuía á la sociedad el derecho qu(í 
Filaugieri atribuía á los hombres fuera de ella, 
persuadido de que este derecho exigiese una 
superioridad para su ejercicio, la cual no se 
encuentra más que en la soberanía social; pero 
la falsedad de este principio es evidente. Ni 
uno ni más hombres, ni aislados ni asociados, 
fueron investidos de este cargo moral. Tienen 
solamente la facultad de defender los propios 
derechos; y la sociedad, si son violados, tiene, 
además, el de castigar á los violadores. 

Por lo demás, aunque se quisiera conceder 
este sacerdocio á la sociedad, ¿surgiría de aquí 
el jas druídico de vida ó muerte? Cuánta mo- 
ralidad hay en una pena inmoral, conminada 
por la reintegración de la moralidad. Pero el 
reo se ha merecido la pena de muerte, replica 
Pellegrino Rossi. ¿Merecido? ¿Quién lo asegu- 
ra? ¿cómo lo probáis ..?Sí merece la reprobación 
y el castigo; pero que se merezcan ante el or- 
den moral dolores físicos; que actos morales 
merezcan castigos materiales determinados, te- 
rrenos, tantos golpes, tantas heridas, la muer- 
te..., eso no es razonar. Aunque todo sea, ¿qué 
pecados merecen la muerte, todos ó algunos? Si 
todos, ¿por qué no se no^ ha privado de la vida, 
concebidos, como hemos sido, en el pecado? Y 
si algunos ¿quién los ha elegido? ¿Son estos los 
hechos capitales? ¿Con que la pereza y la ira 
merecen la muerte...? y de los veniales ¿cuáles 
se merecen la cadera, los azotes...? ¿Y por qué 
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de éstos y de aquéllos sólo algunos son cas- 
tigados...? 

Porque, responde Rossi, sólo se castigan los 
(jue además del moral, violan el orden social; 
en una palabra, los que perjudican á un terce- 
ro . Pero con esta limitación se mezcla al sis- 
tema espiritual, el material; á lo bueno, lo útil. 
Se cumple el mandato de remunerar mal al au- 
tor del mal, sólo en cuanto nos sea beneficioso, 
y en tal caso no se castiga ya por homenaje á 
la moralidad, sino por fin de utilidad: el sacer- 
docio ha desaparecido y queda un negocio de 
conveniencia. 

Si el autor hubiese dicho, que la sociedad 
debe conservar el orden jurídico, no habría in- 
currido en estas contradicciones. La sociedad 
castiga para conservar sus derechos y los de 
sus miembros: he aquí un principio inmutable 
que salva del esplritualismo y del materialis- 
mo, ya que de él se desprenden los siguientes 
corolarios: que no 'se puede castigar más que la 
infracción de un derecho, que esta infracción 
debe ser inmoral, porque es injusta, y que la 
pena es moral, porque se impone contra un acto 
malo, en defensa de lo justo, y por lo tanto de 
lo bueno. 

¿Pero cuál es el límite de la pena, y por lo 
tanto su justicia y moralidad? Que sea suficien- 
te á refrenar el delito, lo dice el mismo Rossi: 
sólo que, añade, además, que sea merecida. 
Nosotros no nos cuidamos de que sea ó no me- 
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recida; esta es cuestión de ética que no tene- 
mos por qué resolver. A nosotros nos basta sa- 
ber que, para poner á salvo nuestro derecho, es 
necesario el castigo de los culpables, es decir, 
que tenemos el derecho de castigar, que obra- 
mos justa y moralmente. 

Nos basta pues, saber, como diceKomagnosi, 
si la pena de muerte es, ó no, necesaria. Y esto 
se encargaron de decírnoslo el mismo Romag- 
nosi y Rossi, admitiendo su necesidad, como un 
hecho indudable, basándose sobre una suposi- 
ción gratuita y falaz. 



Ahora l)ien, el error de los diversos siste- 
mas, más ó menos contrarios á la pena de muer- 
te, provienen del error acerca del fundamento 
jurídico del derecho de punir, pues, descubier- 
to este fundamento, se tendrá la solución de la 
tesis á que se refiere el presente trabajo. 

Ya hemos dado á conocer en las objeciones 
liechas á los diversos sistemas de que nos he- 
mos ociipadd arriba, cómo nosotros justifica- 
mos la potestad punitiva social; sin embargo, 
queremos demostrar más clara y explícitamen- 
te, dónde Y cómo, nace esta potestad. • • 

El hombre es un ser provisto de derechos. 
Xo se puede concebir un derecho en alguno, sin, 
í[ue corresponda una obligación en otro, por lo 
que el derecho es por su naturaleza, exig jble 
respecto al que está revestido de él ó i nviol a- 
ble respecto á un tercero. ^ 

Ahora, pues, conjunta é inherentemente al 
derecho, está, la facultad de exigirlo y el débef 
de no violarlo, sin lo cual no podría aquél sub-s 
sistir. Pero á pesar de estas condiciones 
iebles de todo derecho^ éste se exigiría inútih 
mente y sería por un tercero violado, si tó 
exicdbilidad y la inviola])ilidad, estuvieran de^ 
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provistas cíg coacción. Y asi conio 6S un absur- 
do el derecho destituido de aquellas condicio- 
nes, asi serían éstas ilusorias, sin la coacción, 
puesto que, el hombre, como ente dotado de 
r^zón, olvidando los preceptos de lo justo, pue- 
de violar aun aquello que por su naturaleza se- 
ría inviolable. Por consecuencia, lo mismo que 
el derecho quiere la inviolabilidad, ésta quiere 
la coacción. 

Pero el hombre es además un sér social^ y 
la sociedad, como es necesaria, es legítima; es 
decir, revestida de derechos. Pero la sociedad, 
sin leyes penales, no puede existir y por lo 
mismo tiene el derecho de castigar aquellas ac- 
ciones que, no prohibidas ó no castigadas, se 
opondrían á su existencia. 

La necesidad, pues, justifica á la sociedad 
y de aquí el derecho de punir, sin el cual ella 
no podría subsistir, ya que si tiene^ como los 
individuos, ciertos y determinados derechos, si 
éstos son inviolables, si la inviolabilidad auto- 
riza la coacción, si esta coacción, en la socie- 
dad, se realiza con la amenaza ó aplicación de 
la pena, de aquí que es propio y peculiar de la 
sociedad el jure punitivc. 

Fúndase, pues, en la necesidad, la causa 
eüciente y justificativa de este derecho, y si al- 
guno no quedase convencido de esto y creyese 
que es un subterfugio para esquivar la demos- 
tración de la justicia del poder punitivo, le con- 
testaremos que, precisamente su justicia, estriba 
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quiso que al hombre le fuese necesaria la so- 
ciedad y si quiso que á ésta le fuese necesaria 
la potestad punitiva, ésta es justa, pues de otro . 
modo se supondría en El contradicción. 

En la simplicidad del principio aducido 
para justificar el derecho social de punir, en- 
contramos una nota característica de la verdad 
así es que parecería inconcebible que hombres ' 
de claro talento, se hayan apartado de tal sis- 
tema, que primero se le ocurre á toda mente 
vulgar, y se desprende también de las legisla-, ' 
ciones positivas, si no se supiese con cuánta 
facilidad se cae en el error, cuando el culto ala í 
agudeza venga á sustituir, en los hechos mora- j 
les, á los fáciles dictados de la conciencia. ■ 
Pregúntese á cualquier hombre, que no esté ^ 
prevenido por falsas teorías, por qué la socie- 
dad castiga y responderá sin vacilación: „por- 
que de otro modo nadie estaría seguro,ylane- : 
cesidad es suprema ley“. \ ■ 

Y á decir verdad, si se estudian todos los -' 
sistemas penales, se vislumbrará que esta ne-- 
cesidad, de uno li otro modo, constituye elprin- ^ 
cipio cardinal de todos ellos. Ora bajo la en- - 
voltura de utilidad, ora bajo la del bien público, 
bien bajo la de la tutela, bien bajo* su áismo. , 
nombre, esta necesidad! es admitida en todos ^ 
los sistemas como causa justificante del casti- 
go. Montesquieu, Beccaria, Rousseau, De Si- 
moni, Mably, Filangieri, Romagnosi, Ro^sii.y 
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materialistas y espiritualistas, utilitarios y teo- 
cráticos, tqdos, por una ú otra causa, convienen 
en una misma conclusión: la pena es justa, 
cuando es necesaria. 

Tan sólo los que no ven esta necesidad para 
justificar la justicia penal van buscando un 
priücipio extraño, bien de un mandato divino, 
bien de un pacto humano, y no echan de ver 
que no era necesario llegar á tales suposicio- 
nes, pues la necesidad es por sí suficiente para 
poner en las manos de la sociedad la espada 
vengadora de la ley. 



' La legitimidad de la pena de muerte se ave- 
riguará fácilmente: tan pronto como se vea si 
tiene ó no los caracteres que hacen legítima; 

cualquier pena. 

Examinando esto intentamos ahora resolver 
la cuestión, y en efecto, de su legitimidad debe 
lógica y jurídicamente depender la solución. 

Para que una pena sea legítima, se necesita, 
como ya hizo notar Kossi y con él los más céle- 
])res criminalistas^} que sea uniforme á la justi- 
cia absoluta,/ juntamente con las conveniencias 
políticas, mirando á la imperfección de los me- 
dios de que el hombre puede disponer. 

De esto se deduce que, en primer lugar, la 
pena debe ser necesaria, es decir, indispensa- 
ble para la conservación de los derechos pú- 
blicos y privados y eficaz para conseguir tal 
lin, y por lo tanto que garantice ulteriores 
ofensas del reo, que corrija á éste, que resar- 
za el daño y que sea ejemplar, puesto que es- 
tos son los cuatro fines para los cuales la pena 
es aplicada, y desde el momento que no se pue- ^ 
dan conseguir, desapareceria el derecho á 
aplicarla. 

Pero esto no seria suficiente, para hacer le-- ’ 


gítima una pena: pues se necesita, además, que 
sea moral y justa. Estará revestida de justicia 
intrínseca, cuando el derecho que viola en el 
reo es viciable, y extrínseca, cuando dicha pena 
sea remisible, divisible y personal. 

A decir verdad, no todas las penas están 
revestidas de todos estos requisitos, pero de 
algunos deben serlo, como son los que hacen 
eficaces los fines arriba dichos y los que se re- 
fieren á la justicia intrínseca, sin los cuales, la 
pena sería una violencia brutal, y nada más. 

Véase ahora, si la pena capital, impida nue- 
vas ofensas del castigado, lo enmiende, resarza 
el daño, enseñe é intimide á otros, y si tiene 
los caracteres de moralidad, justicia, remisibi-* 
lidad, divisibilidad y si es personal. 


si lio ol iTiiis Gstíncial, al nipiios 6l primer 
efecto que ha de producir la pena es el asegu- ' 
rar á la sociedad de las ulteriores ofensas del 
delincuente. 

Tal efecto se consigue, ó con una coacción 
moral ó física. De la primera se hablará más 
adelante, examinando si el último suplicio con- 
tribuye, ó no, á la enmienda del reo. Sólo nos 
ocuparemos aquí de la segunda, y es evidente 
que se obtiene de una manera indudable, ya 
que ningún medio existe más eficaz, para librar- 
se de un enemigo, que hacerlo desaparecer. 

No se puede negar á la pena capital esta su- 
premacía, sobre las otras, en eficacia asegura- 
dora. De esta cualidad se han prevalido sus 
partidarios, argumentando que hay delitos que 
despiertan tal horror y alarma, y revelan un 
grado tal de perversidad y de fuerza nociva, 
que la sociedad no puede creerse segura, si no 
es recurriendo á este extremo remedio. 

Si eso fuera verdad, tendríamos que inclinar 
la cabeza ante la fatal necesidad, que obliga á 
los hombres á matarse los unos á los otros. 

Pero el Sumo Factor, en su sabiduría y bon- 
dad, estableció un orden tal en todo lo creado, 
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que la huiitana familia, puede atender á su fin, 
sin necesidad de humanos sacrificios. 

Si la aplicación de un mal injusto, no puede 
ser necesaria, ]a aplicación de un mal no nece- 
sario, no puede ser justo. Esto nace de la ar- 
monía preestablecida entre la necesidad y la 
justicia. 

Los órdenes fatales con los cuales Dios rige 
el universo, no pueden implicar injusticia en su 
necesidad; y por esto, el castigar se reconoce 
como necesario y justo, pero el castigar con la 
pena capital, ni necesario, ni justo. 

¿Es que necesita la sociedad para conser- 
varse quitar á alguno de sus miembros la exis- 
tencia? 

Supongamos que la sociedad llegase á un 
estado tal, que los delitos hubiesen aumentado 
en perversidad y en número, hasta los límites 
más deplorables; mientra^ que la sociedad ten- 
ga medios de castigarlos, no le será^ indispen- 
sable la pena de muerte, puesto que podrá ob- 
tener el mismo resultado con otra pena. Pero si 
la sociedad no tuviese manera de castigarlos, 
tendría que abandonar, de buen grado ó por 
fuerza, el freno de la ley y recurrir á una gue- 
rra con los mismos ciudadanos. En este caso, 
la muerte podría decidir el triunfo, pero no ya 
como pena, sino como defensa. 

La sociedad, pues, hasta que no llegue á esto 
extremo (y no podrá llegar más que cuando se 
dude de parte de quién está la justicia, si de 



de ella ó de los pretendidos delincuentes; 
en una palabra, en una revolución social) de- 
berá castigar, poro no de muerte, ya que, con la 
posibilidad do castigar y de librarse de los mal- 
hechores, desaparece la necesidad de aplicar 
la pena de muerte. 

Pista necesidad podría suponerse cuando el 
reo fuese temible, ó por sí ó por los que le ro- 
dean; pero ¿qué puede hacer un reo recluido 
en una cárcel, cargado de cadenas, relegado al- 
destierro? Pin estas circunstancias es como si 
* no existiera, y nada puede hacer en daño de la 
sociedad. 

¿Se temería que la vida de un delincuente, 
por ciertas simpatías, por comunidad de inte- 
reses con otras personas, pueda comprometer 
la tranquilidad social? Pues, ó el que se tiene 
por delincuente es, en realidad, un malvado, ó 
es un justo. Si lo último, está bien que la espa- 
da de la justicia se rompa; pero ¿qué diremos 
de la justicia? mejor dicho, de la tiranía orna- 
da con el manto de la justicia, ya__gu^-eLeÍer- 
cicio del poder de castigar necesita una sobe- 
ranía legítima, y no puede servir de instrumento 
de tiranía^ Pero si el que la ley declara delin- 
cuente, lo es en realidad, nunca podrá ejercer 
tal influencia que ponga en peligro el bienestar 
social; de otro modo se debería creer que en el 
Estado son más los ciudadanos enemigos que 
los leales. Supongamos que un criminal feroz 
sea encarcelado y quede libre su partida, y 
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siendo ésta numerosa, quiera á toda eosta librar 
á su capitán; ¿acaso el poder social no tendrá 
bastante fuerza para hacer fracasar los propó- 
sitos de aquellos bandidos? 

En este mismo siglo, un hombre coronado 
de glorias, inmortal, de simpatías entusiastas y 
de una omnipotencia fascinadora, fue relegado 
á una isla, y allí murió sin gloria, sin que nun- 
ca la seguridad de los vencedores sufriese de- 
trimento. ¡Tal vez si el hacha del verdugo 
hubiese hecho saltar del busto la cabeza de 
Bonaparte, el desdén de las naciones habría 
vengado ultraje tal! 

La presunción de que el autor de un delito 
no mire más que á repetirlo tan pronto como 
tenga ocasión, si en la práctica se encuentran 
casos que la comprueban, no debe, por esto, 
aceptarse en absoluto. Haced que los reos en 
vez de depravarse en los lugares en que cum- 
plen la pena, se corrijan; haced que al salir, en 
vez de verse en la necesidad de delinquir nue- 
vamente, se vean corregidos y rehabilitados, y 
veréis realizarse el principio de moral y de jus- 
ticia, de que el hombre desea el bien con pre- 
ferencia al mal. 

Consta en los anales chinos que Tai Young, 
para atender á graves necesidades de la agri- 
cultura, libró de la cárcel á 390 prisioneros con- 
denados á muerte, con la condición de volver á 
ella terminadas que fuesen las faenas á que los 
destinara. Todos ellos volvieron, por lo que el 
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]>rincipe los perdonó la vida y les concedió la 
libertad. Aun en el caso de no tener la confian- 
za que tuvo Tai Young (y de ordinario no puede 
tenerse, pues no es conveniente turbar la segu- 
ridad de ios ciudadanos tranquilos, libertando 
á los asesinos), existe la posibilidad de asegu- 
rarse de éstos sin matarlos, y dada esta posibi- 
lidad, nace la obligación de ahorrar su vida, 
porque en el terreno del derecho penal no hay 
justicia sin necesidad. 

Son ciertamente exageradas aquellas pala- 
bras de Kousseau, „la tranquilidad del estado 
¿es incompatible con la existencia del delin- 
cuente? pues que muera“. Y decía Pastoret que 
debería haberse dicho: ^,la tranquilidad del es-' 
tado ¿es incompatible con la libertad del de- 
lincuente? enciérresele". Porque es un grave 
error el suponer á un individuo solo en lucha 
contra toda la sociedad y á ésta temblar á la 
sola amenaza de su puñal. 1 La sociedad está 
siempre en una condición superior al delincuen- 
te, y puede defenderse de él sin verse obligada 
á imitarle. Pstá provista de otros medios espe- 
ciales y suficientes para su defensa, y debe usar 
de ellos, no sólo por piedad, sino por justici^ 

„Cosa notable, exclama Qeggnera^o, que 
nuestras leyes se condenen ellas solas, puesto 
que si antes de llegar á ser inevitable la nece- 
sidad de matar á nuestro agresor, se nos presta 
socorro, si nuestro adversario ha sido desarma- 
do ó hecho prisionero, y á pesar de esto nos- 
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otros lo matamos, la ley dos castiga como ho- 
micidas. ¿Y no hace esto mismo la ley cuando 
• arrastra al culpable al patíbulo? ¿No se hace 
verdaderamente homicida?" No invalidaría la 
fuerza de esta objeción el distinguir el derecho 
de castigar del de defensa, y hacerlo derivar 
sólo de este último. También el derecho de cas- 
tigar se funda en la necesidad, y sólo puede 
aplicarse la pena que sea necesaria/ El exceso 
es una injusticia. Si la prisión perpetua es sufi- 
ciente para la seguridad de los ciudadanos, el 
recurrir á la muerte es un aditamento excesivo 
é injusto./ Cuando habéis desarmado al reo, 
cuando lo habéis encadenado y encerrado en 
una cárcel, de donde no podrá ya huir, no te- 
néis ya derecho alguno sobre su vida. Si lo 
matáis, cometéis un homicidio como un criminal 
cualesquiera, y como lo cometería un conquis- 
tador que degollase los prisioneros de guerrí^. 

La objeción de los que no encuentran la 
prisión bastante para impedir ofensas ulterio- 
res del reo, (por el peligro de las evasiones) no 
tiene fuerza, donde exista un buen sistema car- 
celario. No es difícil el custodiar bien un penal: 
unas pocas cadenas, unos pocos carceleros, y 
la sociedad está segura como si sus enemigos 
hubieran perdido la vida. Para los romanos no 
había necesidad ni de carceleros ni de cade- 
nas: bastaba el destierro. A los reos se les ne- 
gaba el agua y el fuego, y la república y los 
ciudadanos no tenían nada que temer. 
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Principal objeto de la pena es la prevención 
de los delitos. Al efecto fuerza ó induce al de- 
ÜQCuente, á no repetir los actos criminales, por 
medio de la coacción física ó la enmienda mo- 
ral; á veces con el ejemplo evita que otro de- 
linca. 

Debe, pues, la pena corregir al delincuente; 
y con esto no solo quita una ocasión de hacer 
mal, sino que puede proporcionar una de hacer 
bien; no solo se libra de un malvado, sino que 
hace un buen ciudadano. Este magisterio moral 
que la potestad de castigar puede ejercitar, es 
ciertamente uno de los más humanos y nobles 
fines de la ley; y, si no puede dirigirse á esto 
solo exclusivamente, como quieren algunos, 
debe procurar conseguirlo; pues de otro modo 
la pena quedaría incumplida en uno de sus 
fines. 

Pero, ¿qué se dirá de las penas, en las cua- 
les la ley, antes que ejercer el ministerio de 
moralidad y de humanidad, lo ejerce de fero- 
cidad y de corrupción? ¿Y quién entre estas 
penas inmorales é inhumanas no distinguirá la 
])ena capital? 

Es verdaderamente extraño lo qué el Juez 
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dice al condenado: „yo deseo tu bien... quiero 
corregirte... por eso te mato^^. 

Para expiar la culpa se necesita el arrepen- 
timiento: pero, cuando al culpable se le inte- 
rrumpe el porvenir, ¿cómo podrá arrepentirse? 
¿acaso le será útil la atroz expiación del patí- 
bulo? ¿Pero qué vale el lamento que la horca 
arranca á un moribundo? Y aunque valiese, ¿es 
este el modo de corregir al prójimo? Y aunque 
lo fuera, ¿es la ley la encargada de ello? 

Es objeto de la ley el proveer á un ordena- 
miento recto, merced al cual los hombres que 
viven en sociedad, en sus mutuas relaciones, 
tengan el libre ejercicio de sus derechos. La 
ley no puede ir más allá de esta esfera de ac- 
ción:- al hombre individuo, considerado como 
tal y no como socio, aquélla no puede mandarle 
ni siquiera la virtud'Jno puede imponer un yugo 
al espíritu inmortal. Además, la ley debe aten- 
der solamente á los intereses terrenales; pues 
el dominio de la otra vida corresponde á Dios/. 

Siírgió como ya dijimos, aun en materia cri- 
minal, una secta, la cual pretendió, que estuvie- 
se la soberanía social investida del derecho y 
del deber de encargarse de un poder propio de 
Dios, como si la divina justicia tuviese necesi- 
dad de la espada de los hombres. Para éstos la 
pena de muerte aparece moral y justa; pues es 
un medio breve de hacer grato el delincuente á 
los ojos del cielo si va á él. Así, en efecto, ar- 
gumentaba el Vizconde de Bonalt en el Parla- 



mentó l'rancés contestando al Duque de Bro- 
glié. Pero, puesto que éstos se abrogan una 
función meramente divina, téngase en cuenta 
la caridad cristiana con que la ejercitan. ¡Matan 
en nombre de Dios que perdona! Pero si el con- 
denado quedase impenitente, vosotros lo haríais 
pn'sa del averno: ¿y si arrepentido para qué 
rnatarloV ya no es un malvado: ¡podría ser un 
santo! 

Por fortuna tal sistema que recuerda el 
atroz fantasma de la sacra Inquisición, se tiene 
ahora por una superstición y como ella está 
maldecido. Hoy se reconoce por todos, que el 
poder soberano de la sociedad debe limitarse 
á gobernar las acciones exteriores de los hom- 
bres, en cuanto tengan entre sí, una recíproca 
influencia. El exceso es un abuso, una injusta 
coacción, una tiranía. 

Por tanto, aun cuando la sociedad con sus 
sanciones penales se propone enseñar .y corre- 
gir, se admite sólo en cuanto á las relaciones 
que el delincuente tiene con ella y con sus 
miembros y por su utilidad; de modo que el 
bien del individuo coopere al de la sociedad. 

Es, por lo tanto, provechoso que las institu- 
ciones civiles promuevan este bien, induciendo 
á los ciudadanos á obrar rectamente; pues- el 
atribuir al régimen social una actitud pasiva 
sobre esto, como algunos tal vez quisieran, no 
es conveniente, pues aquéllos han de ejercer 
una influencia indirecta y en cierto modo dé: 
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amor, no un dominio absoluto sobre el espíritu, 
que escapa á los poderes terrenos y no tiene 
otro señor más que Dios. 

Pero la ley, que no se limita á un simple 
papel persuasivo, sino que (como su nombre in- 
dica) liga, obliga y, especialmente si es penal, 
fuerza; debe desistir de tal coacción cuando se 
trate de refrenar al espíritu, que es libre é in- 
dependiente, ó de inmiscuirse en la vida del 
porvenir. En una palabra, el precepto moral 
debe salir indirectamente de las instituciones 
civiles, pero no imponerse por la coacción y 
sólo teniendo en cuenta la utilidad social y te- 
rrena. 

Yerra por lo tanto el legislador, amenazan- 
do con la pena capital á fin de enmendar al reo, 
pues ni aun para esto puede recurrir á la coac- 
ción, y ni aun recurriendo consigue el fin social, 
único que debe mirar, pues con la muerte el 
ciudadano es sustraído á la sociedad y por lo 
tanto á su utilidad y á su dominio. 

La otra vida (aunque el patíbulo la propor- 
cionase merced al arrepentimiento del reo y de 
su expiación)| no es ni un medio del bienestar, 
ni un fin del poder social. La autoridad terrena 
está reducida á velar por la terrena existencia: 
¡ay si se ocupa de la otra vida! 

Yéase, por lo demás, si con la pena capital 
el reo se enmienda. El dolor no es lo más apro- 
pósito para corregir la depravación humana: 
pues (ya que la ley penal se propone una co- 





vreoción nacida del mal que se castiga, si bien 
en el sistema penitenciario se le una la persua- - 
.¡ón amorosa) queda siempre que la pena, para 
que sea tal, debe ser la imposición de un mal, 

<le un padecimiento, de un dolor. 

Vhora bien, el dolor que lleva la pena si 
consigue la enmienda del reo, tendrá una tal 
ulicaola ó por su Índole, ó por su gravedad. 
Pero la pena de muerte es superada por otra 
clase de penas, ya por la calidad, ya por la can- 
tidad de dolor que llevan. Tiberio, rogado por 
un prisionero para que le impusiera la muerte, ' 
contestó: „¿orees tú acaso que te he perdo- 

nado?“ , , 

Un dolor largo, continuado, es mas dilicil 

de soportar que uno instantáneo, por más in- 
tenso que éste sea; y además el primero es más 
capaz que el segundo de influir sobre el espíri- 
tu; el cual más bien se forma por la acción de 
leves, pero repetidas impresiones, que por la 

de las fuertes, pero fugaces. 

La muerte es un dolor grave, sí; peto hay 
otros dolores de igual ó superior gravedad, es- 
pecialmente si concurren asociados, y de mp- 
yor eficacia á modificar el ánimo, y mucho mas 
si son continuados. 

Pero aunque la muerte tuviese una eficacia 
dolorosa, ¿sería también correctiva? 

Quien arrastra su existencia en una cárcel, 
puede, gracias al trabajo y á la resignación, 
mejorarse, persuadirse de la injuria dirigí a a 
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Dios y á los hombres, reconocer su error y en- 
mendarse, pero un infeliz arrastrado al patíbu- 
lo, espectador y víctima de un homicidio exe- 
crable, ¿qué pensamiento puede concebir de 
perdón y de esperanza? 

^Diremos con Tommaseo que „ quitando una 
vida se quita tal vez al culpable el tiempo de 
tepárar, hacia Dios y hacia los hombres, el mal 
hecho, y este tal vez es un argumento tremen- 
do cual si fuera una seguridad, pues con sola 
la esperanza de que aquella alma siguiendo en 
la prueba á que se le ha sometido en la tierra 
pueda volver á la armonía con el orden supre- 
mo de las cosas, el cual se extiende á la inmen- 
sidad de lo infinito, con solo esta esperanza, de- 
bemos no truncar aquella prueba de un golpe. 
Necesitaría el hombre poseer los tesoros de la 
omnisciencia de Dios para poder afirmar con 
seguridad: „este está desesperado, no es mere- 
cedor de la salud del alma y del cuerpo“^. Pero 
si al condenado á muerte le dáis un sacerdote 
que lo reconcilie con Dios, es porque esperáis 
hacerlo mejor, y cuando está arrepentido y tal 
vez mejor del alma que alguno de sus jueces, 
entonces lo mandáis al patíbulo. ¿Y quién nos 
dice que, especialmente en el hombre decapita- 
do por la guillotina, ó en el estrangulado ó he- 
rido imperfectamente, el sentimiento de la vida 
no se prolongue tanto y con él la angustiosa 
agonía, que le hagan perder, en un pensamien- 
to de rabia desesperada, el mérito penoso de 
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aquella preparación á la cual lo dirigisteis, con- 
fesando tácitamente que, el arrancar del mundo 
un alma no preparada, es cosa impia? Y en ver- 
dad aun entre hombres que no creyesen en la 
vida futura se creería contrario á justicia el no 
hacer todo lo posible para que el reo antes de 
la muerto se arrepienta, puesto que, obstinán- 
dose on alardear del mal cometido, apareceríá' 
casi como un mártir, y, ó lo llevarla audazmen- 
te en triunfo, ó caería vilmente aplastado bajo 
el estigma de ios extremos terrores^. 

Sucede á menudo que el condenado suba al 
patíbulo con cierta bravuconería y como desa- 
íiando y haciendo burla; lo que, si no otra cosa, 
demostraría que también en aquel instante su- 
premo se tinge, se bromea y se está impeniten- 
te. La pena de muerte es, pues, un padecimiento 
que se sufre de ligero, ó si con grave angustia, 
no vale para enmendar al paciente. 

Pero aunque esta pena tuviese una eficacia 
moral, necesitamos repetir que vendría conse- 
guida de un modo inmoralísimo ó injusto; que 
ninguna potestad, ni divina ni humana, dió á la 
ley la misión de convertir á los hombres me- 
diante la horca. 

Si, pues la pena de muerte, rara vez ó nun- 
ca enmienda al culpable, si, dado que lo en- 
miende, esto sucede cuando de tal enmienda 
ningún fruto podría sacar la sociedad, si, final- 
mente, esta misma enmienda se puede conse- 
guir mejor y de otro modo, resulta, que la 


pena de muerte no lleva á uno de los fines de 
la sanción penal, cual es la corrección del reo 
para el bien social: por lo tanto, por esto solo se 
demuestra que es , si no ilegítima, al menos de- 
fectuosa. 
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El tercer carácter que ha de tener la pena 
(para que surta el efecto que ha de tener la ley j 
penal), es que resarza las ofensas hechas por 
el delincuente, y la pena de muerte no sólo no 
consigue este fin, sino que, antes bien, lo im- . 

menos que se quiera utilizar el cadáver, ; 
como propone un ingenioso escritor francés, 
en cuyo caso se obtendria una bien pequeña V 
indemnización, ¿qué puede producir un ajustí- j 
ciado? Nada, sino es, una merced al verdugo. • ; 

Mientras que, si el delincuente, como ya de- . 
oían Voltaire, Beccaria y De Simoni, se conser- 
vase vivo, se le obligase á consagrar su exis- . 
tencia al bien de la sociedad, y se diese de este 
modo un buen ciudadano, un valiente defensor ^ 
á la patria, entonces sí que la pena valdría para 
resarcir el daño causado por el delito. X ■ ' 

No gustó á Mably la subrogación de los tra- 
bajos forzados, á la pena capital, porque aqué- ¡ 
líos son el natural patrimonio del pobre, de- 
donde resultaría que éste y el malhechor ten- . 
drian igual suerte. Pero, ¡qué diferencia entre 
quien trabaja libre y honrado y quien trabaja _ 
siervo é infamado! Y aunque fuese lo mismo, 
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¿por qué quitar al reo el medio de lavar con su 
sudor la mancha de sus culpas? Fuóle esto con- 
cedido por el vengador eterno á toda la estirpe 
humana, para expiación y al propio tiempo para 
consuelo de la vida. ^ 

El trabajo, que ennoblece y consuela al 
‘hombre libre, puede rehabilitar al siervo de la 
pena. Existe en la economía social la necesidad 
de ciertas ocupaciones, que, por ser demasiado 
penosas, repugnan á quien no está obligado, y 
son precisamente á esas ocupaciones á las que 
se debería condenar á los malhechores. Como 
la galera en tiempos pasados, así hoy la colo- 
nización en países remotos ó insalubres, el cul- 
tivo del azúcar, la perforación de minas... son 
obras de esclavos. Pues bien, ahorrad los bra- 
zos del ciudadano honrado y condenad á dichos 
trabajos á los perversos, pues por pequeño que 
sea el producto „es evidente, como dice Vol- 
taire, que veinte ladrones fuertes y vigorosos, 
condenados á trabajos públicos á perpetuidad, 
sirven al Estado por medio de un castigo, y que 
su muerte no hace bien más que al verdugo^, 
Y aquí debemos hacer notar como el hom- 
bre, al delinquir, se hace responsable no solo 
ante la sociedad, desde el momento en que 
cualquier delito directa ó indirectamente viola 
el bien social, sino ante el individuo ofendido. 
Esta consideración, en los primeros días de las 
humanas sociedades, hacía que la pena se con- 
siderase como asunto privado; y fué muy lenta- 


iiHíiito, como Ici autoridad civil asumió en si ^ 
defensa de los ofendidos y sus consocios. 

Las leyes bárbaras, y, para una clase de de- 
litos las romanas mismas, nos enseñan en los 
ritos del proceso penal como se limitaban á re- 
frenar y regular la vindicta privada, y ate- 
nuar la violencia brutal, merced á la composi- 
ción, lo cual no era otra cosa, que una indem- 
jiización que el reo, por el mal que había hecho, 
pagaba al ofendido ó á sus parientes, álos que 
habida tocado vengarlo. 

Merced á esta interposición, ó á esta me- 
diación del legislador, entre el ofensor y el 
ofendido, se ha arrancado la espada de la mano 
íie los individuos, y se ha convertido en pena 
la venganza. Pero aquel derecho á la indemni- 
zación que los ofendidos tienen de los ofenso- 
res, porque es de razón civil y no penal, queda 
íntegro en el nuevo concepto, y no puede ser 
A dolado ni aun por una razón política. 

El delito es la violación del orden jurídico 
y la pena es su reintegración. Esto se consigue 
<de tres maneras: con el ejemplo, con la coacción 
fisica y moral, y con el resarcimiento; pero este 
es el modo más inmediato y próximo. 

Pero los derechos violados, ó son de la so- 
ciedad, ó de sus miembros ó de ambos, y por lo 
tanto los delitos son ó públicos ó privados ó 
mixtos. Muy á menudo esto último, porque toda 
lesión del derecho privado, rara vez tiene lugar 
.sin lesión, más ó menos directa, más ó menos 


advenida, del orden público. De donde, si iodos 
los delitos privados y la mayor parte de los pú- 
blicos (los que llaman mixtos), además de la 
sociedad lesionan á los individuos, contrae por 

r 

ellos el reo, una doble responsabilidad para con 
aquélla y para con éstos. Que si la civilización 
moderna y el progreso de las ciencias crimina- 
les, reconocieron que compete la potestad de 
castigar, no á los individuos, sino á la comuni- 
dad civil, no pueden negar al ofendido el dere- 
cho de ser indemnizado por el ofensor. Asi 
como la responsabilidad contraida por el delin- 
cuente ccji la sociedad, es de razón pública y 
penal y se satisface con la pena, la contraída 
con el individuo, es de razón privada y civil, y 
se satisface con la indemnización. 

Se hacía necesaria esta breve digresión, 
donde aparece claramente que hay un derecho 
contra el culpable, no solo en favor de la socie- 
dad como tal, sino también en favor del ofen- 
dido; para sacar en consecuencia, que si la ley 
racional y positiva, quiere que queden á salvo 
los derechos de cada uno, no puede privar de 
ellos al perjudicado por un delito, y que lo pri- 
varía, quitándole el medio de ser resarcido, por 
que contra un muerto la acción de indemniza- 
ción no podría ejercitarse. . 
í De aquí que la pena capital, no consiguien- 
do la indemnización, además de ser ineficaz 
para reparar el daño público, lesiona el dere- 
cho privado. 
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XIV 


Se ha dicho ya, que el principal objeto del 
castigo es el prevenir los delitosJ Y esto se al- ¿ 

canza especialmente, gracias al ejemplo. La ^ 

ley lleva á efecto la amenaza para que no re- • 
suite vana, y los hombres, aterrorizados por su 
inexorabilidad, se persuaden de que no deben / 
transgredirla. v* 

Pero para que infunda temor, conviene que 
la amenaza sea de un mal, de un dolor apre- | 
eiable, ó bien de la privación de un bien, de tal | 
clase, que baste á separar á los hombres de la ‘ | 

senda del crimen. _ f 

Bienes principales del hombre son la exis- , ; 

tenoia, y por ella la libertad, la salud, el honor, , • 
la propiedad; luego la pérdida de estos bienes 
es el mayor mal con que se pueda amenazar y ^ ^ 

([ue se pueda aplicar. • 

Si estos bienes, y cuales de ellos, estén dis- , 
ponibles, y puedan, por lo tanto, ser arrebatados ; 
por la ley, se verá más adelante; ahora exami- 
naremos si la existencia es el más preciado al 
hombre. Puesto que la existencia enciérra los' 
otros bienes y éstos, sin aquélla, no puedeil 
subsistir, sucede que es la vida el bien mas 
apreciable, y la muerte el más despreciable mal. 


- 75 


Este principio, en la penalidad, admite aún 
algunas excepciones, las cuales iremos consig- 
nando. ^ 

Ante todo, aunque la pérdida de la vida es 
para la mayor parte de los hombres un mal 
grave, no lo es, empero, para algunos, y preci- 
samente para los que la ley quisiera que fuese 
tal. La estadística nos enseña que, el número de 
suicidios, es asaz mayor que el de los ajusti- 
ciados. Sólo en la villa de París hubo cuatro- 
cientos setenta y siete suicidios en el año 1826; 
mientras que, en el mismo año y en toda la 
Francia, las ejecuciones capitales fueron seten- 
ta y seis solamente. Hay, pues» una clase de 
personas, para las que, la pérdida de la vida, es 
un bien antes que un mal. Y si bien, desde la 
triste locura de las muchachas milesianas, á la 
rabia feroz del japonés que se abre el vientre, 
hay varias clases y modos de suicidio (qué cul- 
pa, desesperación, deseo de libertad y oculto 
instinto, empujan á los humanos á deshacerse 
de una vida infeliz), y si bien se suicidaron 
Bruto, Catón y otros hombres grandes y glorio- 
sos, todavía es de creer que los miserables ten- 
gan al suicidio mayor inclinación que los bue- 
nos, como que no cuidan de cumplir el precepto 
moral y religioso de esperar el fin prefijado 
por el Sumo Factor, y tienen más estímulo en 
terminar una existencia infame y desconsolada. 
Por eso ta cuchilla de la ley cae sobre la cabeza 
de los que tienen menos interés en vivir, y que 



muchas veces desean la muerte. Es precisa- 
mente en los delitos más atroces, en los que los 
autores, una vez cometidos, ó se denuncian ellos 
mismos á los tribunales, ó se suicidan. 

Además, conviene fijarse en que el hombre 
especialmente el malvado, no mira el bien mbraí 1 
que con la muerte se le arranca, sino al mal 
tísico que se le impone. No contempla la muerte 4 
como un término de la prueba terrena, á que 
filó enviado para hacerse digno del fin último, 
sino sólo como un tormento físico. Y sobre este 
aspecto conviene estudiar la muerte, por su efi- ^ 
cacia, para aterrorizar; pero ¿quién puede na- 1 
rrar qué angustias precedan al último momento .M 
de nuestra vida? ¿quién ha vuelto á decírnoslo? 
¿Podemos siquiera deducirlo del conocimiento vSí 
de nuestra naturaleza? ¿Y deberemos tratar'! 
aquí de la fisiología de los dolores?... 

Parece que éstos deban tener cierto límite 
del que no pueden pasar, ó mejor dicho, eláni- 3 
mo nuestro no llega á sufrir más que un cierto^ 
grado de tormento, pasado el cual se descarría, 

Si esto fuese, el dolor de la muerte, sería uno de ; 
ios más graves dolores de la vida, pero aquella 
es al mismo tiempo el término de estos doloresA't 
La madre de Biton y Cléobe, al impetrar piedad 
para sus hijos, suplicó á Juno que les concé- 
diese el mayor bien que puede á los hombros 
suceder. La diosa los hizo morir al instante.»v 

Este mito, si no otra cosa, recuerda las 
liguas desgracias humanas, pero no ponon p 
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qué dolor y cuán intenso sea el producido por 
la supreqia despedida del espíritu. 

Giacomo Leopardi, „el triste amante de la 
muerte^, como lo llama Alfredo de Musset, ya 
que vivió de dolor, y todo lo vió bajo el prisma 
del dolor y fiié el poeta del dolor, quiso con su 
aguda mirada penetrar en este supremo mo- 
mento de la vida. Él creyó que como se duerme 
asi se muere; como no se distingue el instante 
en que de la vigilia se pasa al sueño, así no se 
advierte el en que de la vida se pasa á Ja muer- 
te. En un diálogo suyo hace decir á una de las 
momias de Federico Ruyseh: ,,si el hombre no 
tiene la facultad de percatarse del momento en 
que las operaciones vitales en mayor ó menor 
parte le quedan interrumpidas por el sueño, por 
letargo ó por sincope ó por cualquiera otra cau- 
sa; ¿cómo se percatará de aquél en que las 
mismas operaciones cesan del todo, y no por 
poco espacio de tiempo sino para siempre? 
Además de esto ¿cómo es posible que haya Ju- 
gar en la muerte un sentimiento vivo, y que la 
misma muerte sea por propia cualidad un sen- 
timiento vivo? Cuando la facultad de sentir está 
no solo debilitada y escasa, sino reducida á 
cosa tan mínima, que falta y se anula, ¿creéis 
que la persona sea capaz de un sentimiento 
tuerte?; antes bien esta misma extinción de la 
facultad de sentir, ¿creéis que deba ser un sen- 
timiento grandísimo? Ved que, aun aquellos que 
mueren de males agudos y dolorosos, al apro- 


X i mar se á la muerte se aquietan de tal modo 
que se puede conocer que su vida reducida I 
pequeña cantidad, no es ya suficiente al dolor 
así que este cesa antes que aquélla. ’ 

Pero, ¿á qué fin engolfarnos en la averigua, 
ción del dolor que produce la pena de muerte 
si aun los partidarios de ella quisieran que no 
produjese ninguno, y pudiera el delincuente su- 
frirla sin percatarse siquiera? 

El conde Virgilio Barbacovi distingue con 
Filangieri en las penas dos valores: el uno afi- 
soluto, que consiste en el grado de dolor efec- 
tivo impuesto; el otro de opinión, que nace de 
la persuasión de los otros. Con este criterio 
juzga, que el último suplicio tiene mayor valor 
de opinión y menor valor absoluto; y viceversa, 
los trabajos forzados á perpetuidad, por ejem- 
plo, un mayor valor absoluto y un menor valor 
de opinión. Por lo que, si está en interés de la 
ley y del mismo condenado, que las penas ten- 
gan en mayor grado el valor presunto que el 
efectivo, los que como Beccaria defienden lá 
abolición de la pena de muerte, sustituyéndola 
por trabajos forzados, mientras se oponen al 
bien de la sociedad, agravan la condición del 
condenado. 

Especiosa é inútil, más que válida y eficaz, 
es esta distinción de la fuerza de las penas, jíor 
que, después de todo, es veraz la opinión q^e 
exactamente corresponde á la realidad, y poy lo 
tanto, el valor que se le atribuye, debe corres- 
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ponder al real, ó en otros términos, la gravedad 
de un castigo debe considerarse tal como es 
en efecto. O es ó no es el último suplicio el más 
grave castigo: si es, como tal se considerará; 
si no, no. El conocimiento sujetivo si no es erró- 
neo confórmase al hecho objetivo: por lo que 
Barbacovi y con él los otros criminalistas que 
distinguieron estos dos valores absoluto y rela- 
tivo, si se afanaron en enredar la cuestión, no la 
resolvieron. Esta queda intacta; esto es, queda 
aún por decidir si la pena de muerte es en efec- 
to la más grave. Podríase, en verdad, objetar si 
el valor de persuasión debe uniformarse al va- 
lor de hecho, pero siempre se uniforma podien- 
do ser erróneo el juicio. En esto se conviene, 
pero,^¿quó consecuencia queréis sacar? ¿Tal 
vez que el legislador deba usufructuar la igno- 
rancia pública, y á precio tan caro como es la 
vida de un hombre? ¿Y creéis que la humani- 
dad después de tan larga experiencia no se 
haya formado aún de la muerte una justa idea? 
Además ¿creéis propiamente que el suplicio 
sea menos doloroso de lo que se piensa? 

El morir es, sí, un dolor inefable: pero pre- 
cisamente el acto de morir, el momento en que 
la vida se marcha, es inadvertido. Son los pre- 
ludios de la muerte los que atormentan, y es de 
éstos de lo que se debe hablar; esto es, de las 
impresiones que se suceden en el que ha de 
morir, al escuchar la sentencia capital, la subi- 
da al patíbulo y el principio de ejecución, en 



(11 Hito á los ajiisüciados, la enfermedad y la 
a.íi;onia en cuanto á los demás. El legislador 
jmes, debe dirigir su observación á estos pre- 
lirnimir ;s de la muerte, para juzgar si es grave 
y cuánto el sufrimiento, que él aplica. La cuchi- 
lla del verdugo cae precisamente en el instante 
en que la muerte del delincuente resulta inútil 
por haberse ya conseguido el objeto de tal 
pena. Con la caída de la cuchilla han termina- 
do aquellos sufrimientos que el legislador qui- 
so aplicar y debería prorrogar; sufrimientos, 
que se quedan precisamente en aquel lapso de 
tiempo transcurrido desde la sentencia hasta la 
ejecución. Si pudiesen obtenerse los prelimina- 
res de la muerte sin matar al delincuente, has- 
ta los partidarios de dicha pena renegarían de 
ella, á menos que no viesen, absolutamente ne- 
cesaria, la desaparición del delincuente de la 
tierra. 

Resumiendo, el juicio sobre la gravedad de 
la pena de muerte, depende de aquella terrible 
agonía que precede al último aliento del ajusti- 
ciado. Esta es el máximo de los dolores, aun- 
que se muera filosofando como Sócrates, ha- 
ciendo versos como Lucano, bromeando como 
Moro, cantando himnos á la patria como.,, los 
de Cosenza. Estas excepciones demuestran 
sólo, como algunos espíritus grandes han sabi- 
do levantarse de tal modo, hasta olvidar la fra- 
gilidad humana. Pero tal pena, no deja de ser 
en sus postrimerías sumamente dnlorosa. Has- 
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ta al ajusticiado en el Gólgota escapó sobre la 
cruz un lamento, no porque fuese inferior á los 
citados, sino porque quiso mostrarse humano. 
Es tal vez, la indiferencia con que algunos su- 
ben al patíbulo, la mayor parte simulada, ó por 
alarde de la misma culpa, ó por protesta de la 
inocencia. 

Grave es, pues, el valor absoluto de la pena 
capital, y tal, que si se cae en 'error al juzgar- 
la, es fácil creerla menos dura de lo que es en 
efecto. Tanto es así, que se asiste á una ejecu- 
ción con frívola curiosidad; curiosidad que por 
no renegar de la humana naturaleza, debemos 
suponer que, los que asisten á tan triste espec- 
táculo, no deben comprender su gravedad; pues 
de otro modo, no se podría concebir tanta fero- 
cidad de ánimo. Pero sea ó no recto eljuicin 
que se hace de dicha pena, creemos haber re- 
latado la aserción de que, sustitu;5^éndola por 
otras penas se agrave la condición del conde- 
nado y se obste al bien de la sociedad. 
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XV 


Pero, como ya dijimos, si la muerte es una 
grave desgracia para muchos, es también leve 
para alguno: por lo que, al menos, convendría 
tener presente cuanto Séneca, en el Hércules 
furioso, hace decir á Lyco: „E1 que á todos 
aplica la muerte, no sabe ser tirano. Castiga de 
diferente manera: al mísero mándale vivir, al 
feliz que niuera“. 

Que para algunos sea mejor la muerte que 
la vida, se ha dicho ya en la comparación de 
los suicidios, y robustece aquel argumento el , 
ejemplo de muchos reos, que prefirieron la ca- 
pital á otras penas, ó que la sufrieron como 
cosa deseada. En 1789, seis mujeres inglesas 
prefirieron la muerte ala deportación. CuentaDe 
Simoni, que en Pavía un hombre injustamente 
encarcelado como presunto culpable de un de- 
lito castigado con pena capital, se acusó de él 
para, con la muerte, sustraerse á los horrores 
de la cárcel. No es raro que suceda que los 
procesos eviten sentencias, tal vez aun leves 
por terminar con el suicidio del acusado. Un tal 
Aíarchard, condenado á muerte, decía al Juez: 
“gracias... la pena que me dáis no esgrave‘VY 
un tal Finegal, al oir la sentencia que á él y á 
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sus tres hijos condenaba á pena capital, excla- 
mó: “gracias á Dios: he a(][uí lo que esperaba^... 

Este desprecio de la vida no cesa á la vista 
del patíbulo; pues el hombre cuando ve irrepa- 
rable su fin, se resigna y recoge todas sus fuer- 
zas, para soportarlo heroicamente: á semejanza 
de Augusto, que al morir se hizo actor, y repre- 
sentó tan bien la agonía de un rey como puede 
hacerlo un rey que muere. 

Un verdugo perverso insultaba á Bailly: 
“qué, ¿tú tiemblas^?... — „Sí, pero de frío“ — 
contestó la ilustre víctima. Tomás Muro, el Can- 
ciller de Inglaterra, mientras subía ai patíbulo, 
ayudado por un esbirro: „amigo, le dijo: ayú- 
dame á subir que al bajar no te molestaré más.“ 

Sócrates bebió la cicuta hablando con los 
discípulos sobre la inmortalidad del alma. Y no 
con menor firmeza murió Séneca. Los mártires 
cristianos confesaban altamente su fe, enmedio 
de los más atroces suplicios que la refinada 
tiranía de los Césares inventaron. Tácito, en 
páginas inmortales, nos narra cómo víctimas 
ilustres desdeñaban la vida, practicando el 
estoicismo, último y espléndido relámpago de 
la virtud pagana: virtud admirable sobre todo, 
por que desesperaba del galardón del porvenir. 

Pero qué, ¿deberemos recordar todos los 
grandes que en esta tierra, por glorias y por 
desgracias, concluyeron bajo el hacha del ver- 
dugo con firmeza innarrable? Se ha dicho que 
cada palmo de esta tierra encierra el corazón 
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de un héroe: puede decirse, también, que está 
bañado por la sangre de un mártir; por que fue- 
ron muchos los valientes y muchos los ajusti- 
ciados, y todos expiraron dignamente. No hay 
necesidad de recordarlos. ¡Desgraciado del que 
no los conozca! 

En verdad puede decirse, que todos estos 
murieron tan heroicamente, por que fueron jus- 
tos; y alentados además, por aquella fuerza que 
da la conciencia de la propia virtud, la santi- 
dad de la causa y la generosidad del sacrificio. 
Pero los malos no muestran menor desprecio 
de la vida, y rara vez acontece que se vislum- 
bre en ellos un signo de miedo. Burlonamente 
intrépidos, suben al patíbulo, como Salambiery 
consortes subían en Inglaterra, con la pipa en 
la boca, bromeando, sobre su próximo fin. Es 
horrible el suplicio á que fuó sujetado el regi- 
cida Damien; y sin embargo, vivió más de una 
hora, con indecible tranquilidad. Si se puede 
soportar, como él hizo, tanto dolor, imagínese 
cuánto más fácil sea el sufrir una simple muer- 
te, como hoy se ejecuta, en la que el dolor es 
instantáneo y el advertirlo, si se advierte, y' el 
morir, es todo uno. 

Sea, pues, simulado ó real el cinismo de los 
reos y el desdén de los justos delante díel patí- 
bulo, es lo cierto que á los espectadores no les 
ocasiona, ni horror al delito, ni terror la pena, 
í „Es una observación perpetua de los auto- 
res chinos, dice Montesquieu, que cuanto mas 


en su imperio se aumentaban los suplicios, tan- 
to más cercana estaba la revolucióni‘. 

En ningún pais fué tan frecuente el contra- 
bando como en el Japón, donde se castigaba 
con la muerte. Según Kempser, Della Madda*- 
lena calculaba en dos mil victimas por cada 


generación, las destinadas á la expiación de tal 
delito. 

Según Moreaii de Jonnes, mientras en In- 
glaterra las condenas á muerte son veintidós 
veces, y las ejecuciones tres veces más fre- 
cuentes que en Francia, el homicidio es al me- 
nos cuatro veces más frecuente en el primero 
que en el segundo país. 

Según testimonio de diferentes escritores, 
en Inglaterra, en Bélgica y en América, los de- 
litos graves menudean juntamente con las eje- 
cuciones y viceversa, al cesar éstas, dismi- 
nuyen. 

El sacerdote Bristol asegura que, de ciento 
sesenta y siete condenados á muerte, ciento se- 
senta y uno habían sido anteriormente testigos 
de ejecuciones. Para éstos, pues, el patíbulo no 
tuvo ninguna eficacia. 

1 nótese, que precisamente esta eficacia, 
que no se consigue, es la que se busca con la 
ejecución capital. Se repite siempre la necesi- 
dad de la pena de muerte para dar un ejemplo 
que aterrorice á los futuros delincuentes. Pero, 
si precisamente este ejemplo no sigue, ¿por qué 
ensangrentar el hacha de la justicia penal? 



— 86 


La experiencia nos demuestra que de nada 
valieron en muchas ocasiones las ejecuciones 
de muerte: las cuales, si son frecuentes, dismi- 
nuyen el terror, si raras se olvidan. Y aqui con- 
viene advertir que se opone á la mayor efica- 
cia de éstas, un carácter propio del corazón 
humano: esto es, el figurarse difícil ó casi im- 
posibles, las desgracias acerbísimas. Si el mal- 
hechor, antes de decidirse á cometer el delito, 
pensara en el suplicio que le espera, y no du- 
dase de su infalibilidad, se abstendría de co- 
meterlo; pero lo último de que se persuade, en 
cambio, es de esto, de que pueda purgar sobre 
el patíbulo su culpa. Y si sufriera la presión de 
un tal terror, pero al mismo tiempo abrigase la 
esperanza del éxito, sería un mal para los de- 
más, puesto que para evitar el peligro, apelaría 
á las mayores maldades, puesto en la terrible 
disyuntiva de sufrir una pena atroz ó cometer 
un atroz delito. Pero hasta que la esperanza no 
desaparezca de los hombres, será inútil el es- 
pantajo del patíbulo. 

Decimos espantajo, pero ¿es tal? Los que 
hayan asistido á una ejecución capital, se ha- 
brán percatado de que ésta resulta, después de 
todo, un espectáculo por desgracia agradable. 

Gozaban los romanos al ver morir en el an- 
fiteatro con gracia á los gladiadores. Del mis-: 
mo modo una curiosidad inhumana, una feroz 
delectación de contemplar las angustias de un 
hombre, que muere, lleva á la chusma á un lugar 
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Si. 

donde un mercenario, en nombre de la justicia, 
sin odio, sin pasión, por oficio, inmola una víc- 
tima humana, en aras del bien social. ¿Del bien 
social? Digamos en aras de la ignorancia y de 
la crueldad. 

El populacho rodea el palco ignominioso, se 
aprieta, y charla, y murmura, y se lamenta de 
que se retrase el espectáculo: Si, le aburre la 
tardanza. Pero ¿cuál espectáculo, hermanos? 
¿Qué se representa? Un hombre que desuellan, 
como un buey en el matadero. 

Pero he aquí que la víctima se acerca. Al- 
guna vez con sosiego atrevido, con mirada des- 
deñosa, camina, mira á los espectadores y sube 
segura al patíbulo: otra con suma languidez en 
la mirada y en los miembros, empujada y arras- 
trada por los esbirros. 

Mudos los asistentes, anhelantes, fijan la 
mirada en el que va á morir. Este ha subido: el 
verdugo principia... ¿Por qué volvéis las pupi- 
las? ¡ah, la naturaleza ha conquistado la atroz 
voluntad ! 

Pero mirad. Un cadáver deforme oscila pen- 
diendo de la horca... 

¡Y tal vez aquel ajusticiado era un inocen- 
te, tal vez un mártir! ¡Seguramente era un her- 
mano, un infeliz! 

No cesa el silencio solemne. En lo más pro- 
fundo el alma tiembla desdeñosa de ver á la 
naturaleza ultrajada: pero el grito muere en la 
garganta, la rotura del corazón, la protesla de 
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3a con ciencia, llaman la atención de los hombres 
<|iie asistieron á un espectáculo, del cual los 
cielos se horrorizan. Todos quisieran haber 
salvado aquel infeliz: ¡y decir que lo hubieran 
podido! 

Todos parten pcUidos, mudos y aterrados, 
ctr(‘yendo encontrar en cada uno un enemigo, un 
verdugo; participando de la misma sospecha 
terrorífica que invade á todos los socios de una 
cuadrilla, después de cometer un asesinato; es 
un terror que se quisiera y no se puede echar 
de sí. 

Por la noche una imagen espantosa turbará 
el sueño: la imagen del ajusticiado que horrí- 
blemente mira y pende de la horca. Se murmu- 
rará tal vez una oración: pero más para conju- 
rar al amenazador fantasma, que para obedecer 
á la piedad. 

Pero surgirá el mañana; y el tiempo „que 
todo lo hace olvidar^ borrará de la mente de 
los hombres este recuerdo también. 

En los anales de la justicia habrá registra- 
do un ajusticiado más: pero la eficacia del 
ejemplo quedará frustrada, y el corazón de los 
que asistieron, habrá recibido el sello de úna 
mayor ferocidad. Se habrá aprendido de la íey 
á ver sin temblar la muerte de un hombre, y á 
darla con calculada frialdad. 

He aquí el fruto de una ejecución de muer- 
te. Y este es el menor mal que pueda suceder, 
])orque si la victima de aquel homicidio legal 
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fuese un justo, ó al menos por tal se creyese 
por quien vió ú oyó su fin prematuro y cruel, 
las consecuencias serían peores. 

Las matanzas de los Césares empujaron tal 
vez al cristianismo y los hierros de la Inquisi- 
ción á la reforma... En la sangre de los márti- 
res se encierra el germen de los vengadores. 
Se dice que Corradino de Suevia arrojó desde 
el patíbulo el guante de desafío á la multitud; y 
Carlos de Anjou, que lo miraba desde lo alto de 
. una torre, se reiría, tal vez, de aquella protes- 
ta con mueca despiadada. ¡Mal para él! porque 
Crócida recogió el guante del rey Suevo y sus- 
citó las famosas vísperas. 

Nq hay este solo ejemplo. Las más grandes 
revoluciones civiles y religiosas han sido con- 
certadas al pie del patíbulo. Así que el Empe- 
rador Juliano, más sagaz que sus predecesores, 
estimó más apropósito que los tormentos para 
combatir al cristianismo, la befa y la filosofía 
incrédula. 

No solo los inocentes, sino aun los culpables, 
pueden desde el patíbulo ejercitar sobre los 
espectadores una influencia opuesta á la que 
se propone el legislador, por cierta simpatía 
que puede despertar, tanto un fin heroico, como 
uno cobarde, puesto que en el uno, la admira- 
ción, en el otro la piedad del paciente y en am- 
bos el desdén de la autoridad que castiga, 
arrebatan íd ánimo de los espectadores. 

Pero Pellegrino Rossi quiere que no se deba 
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juzgar la ejemplaridad de esta pena, solo de 
las impresiones de los que asisten: sino también 
de la influencia que su amenaza y la narración 
de haberse efectuado, ejercen en todos los ciu- 
dadanos; influencia que, á su parecer, estaría 
exenta de „aquella mezcla de horror y de pie- 
dad que á menudo agita á los espectadores del 
suplicio‘h Sólo que la misma objeción contraía 
debatida diversidad del valor real é imaginario 
de las penas, hace vana esta distinción; porque 
es de creer que puede imaginarse un suplicio 
tal como es; y por lo tanto, el asistir á él y el 
oir hablar del mismo, tengan una eficacia igual 
en la índole, si bien mayor en grado, para los 
espectadores, y menor para los otros. 


— 91 — 


XVI 


Contribuye á atenuar la ejemplaridad de la 
pena capital un defecto suyo propio: y es que 
siendo irremisible y exigiendo por lo tanto, 
mayores formalidades y garantías, llega dema- 
siado tarde. Grave defecto, porque la pronti- 
tud si no es condición necesaria, es útilísima en 
cualquiera pena. Es preciso que esta siga al 
delito tan solícita ó inseparable y que las ideas 
de pena y de delito, de tal manera se asocien 
en la mente de los ciudadanos, que la una se 
tenga como consecuencia inmediata y casi ne- 
cesaria del otro. 

Pero, por muchas razones, la pena capital 
se opone á esto, sea porque la ley prescriba 
las reglas para juzgar las pruebas de culpabi- 
lidad, sea porque éstas se dejen al criterio de 
los jueces, lo cierto es que mayor cautela se 
exige en las causas de pena capital, y por lo 
tanto mayor solemnidad en los ritos procesales 
y mayor tardanza en la condena. Ni el legisla- 
dor, en los casos en que la ley misma determi- 
na el criterio de la certeza penal, ni el jurado, 
donde no lo determina, se contentan con las 
pruebas acostumbradas en los juicios penales. 
La irreparabilidad é irrevocabilidad del supli- 



<-io, ponen á éste y á aquél en una justa perple- 
jidad, que á menudo retarda, si no impide, la 
l>ena. 

Casi siempre se loA^anta el patíbulo, cuando 
está ya olvidado el delito; por lo que resulta 
inútil el severo ejemplo que la ley se propone 
y (m su descrédito y daño, el suplicio parece 
una atrocidad sin objeto. 

Pero además de la ineñcacia en algunos ca- 
sos ó á la poca eficacia en otros del último su- 
plicio para la coacción moral, por la inadecua- 
da fuerza terrorífica que inspira; hay otra razón 
mayor que hace inútil recurrir á esta extrema 
sanción, y es la esperanza de la impunidad. Se 
lia dicho ya que, más que la gravedad, evita 
que se lleven á efecto los deseos criminales, la 
certeza de la pena. Tiene, pues, la pena capital 
otro defecto que la hace ineficaz: y es la incer- 
tidumbre de su realización. 

Cuanto más feroces son los legisladores, 
más escape dejan á los reos. El Juez se hace 
una piadosa violencia y el soberano abusa de 
la gracia del indulto, antes que firmar una seh- 
tancia de muerte. Así entrambos corrigen la 
obra del legislador; pero con desprecio de la 
ley, con daño de la sociedad. En las leyes cri- 
minales de la Edad Media, la sanción de muer- 
te ocurría á menudo; pero de hecho no acaecía 
tanto como se cree. „Era poesía de Dante ex- 
puesta en leyes“ como observa Pellegrino Eos* 
si. De igual manera, ahora, en el reino británi- 


co, la gracia de indulto templa las bárbaras 
disposiciones legislativas. 

En un septenio ( 1820 á 26 ), en Inglaterra 
propiamente dicha, comprendido el país de Ga- 
les, los tribunales condenaron á muerte á 7.656 
personas; pero fueron ajusticiadas tan solo 528; 
esto es, en una proporción de 2 sobre 29 con- 
denas ' capitales . Pero además de los escapa- 
dos, merced á la gracia soberana después de la 
sentencia, hay que añadir (y no son pocos) los 
que se escaparon antes merced „á las ilusiones 
piadosas del jurado^. Bemis, notable juriscon- 
sulto americano, narra que en el Massachussets 
en un decenio (1832 á 48) de 60 acusaciones 
por delitos capitales, 10 individuos solos fue- 
ron declarados culpables (y de éstos, ajusticia- 
dos tan sólo 3), otros 10 considerados culpables 
pero no castigados con pena capital y 28 ab- 
sueltos totalmente. “Sigüificadísimo es el re- 
sultado, exclama Mittermaier, y demuestra, que 
los jurados, por aversión á la pena de muerte, 
difícilmente se deciden á aplicarla con su vere- 
dicto: pues absuelven enteramente al acusado ó 
excluyen la circunstancia modificativa más gra- 
ve de la acusación, la cual llevaría consigo la 
pena capital. Y así sucede y sucederá siempre 
en todo lugar: se endurece la ley y se apresuran 
á mitigarla, por lo tanto á alterarla y por lo tan- 
to, á transgredirla, los que deberían ejecutarla 
ciegamente. .Cuando en un Código penal se cas- 
tigan de muerte los delitos leves ó quiméricos. 
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como en el inglés, ¿qué jurado, qué Juez no 
creerá un deber de conciencia violar la con- 
ciencia artificial de la ley, para obedecer á la 
natural del corazón? 

Toda ley penal, aunque no sea dura como la 
inglesa, si castiga con el último suplicio algu- 
nos delitos, aunque pocos, no siempre será obe- 
decida. Testigos, inquisidores, jueces, con rec- 
tificaciones, omisiones y simulaciones, obrarán 
contra el fin de aquélla. 

A no ser los ofendidos, raro es que terceras 
personas acusen voluntariamente á alguno de un 
delito de pena capital, sabiendo, que con esto, 
se hacen cómplices de su muerte. El legislador 
podrá obligarlos, pero, además de que la coac- 
ción usada contra los sentimientos piadosos del 
corazón es peligrosa, ellos con reticencias y 
fraudes, se defenderán. Nadie, que conozca un 
poco la práctica criminal, podrá negarnos este 
hecho. Antes bien, en ciertos paises, como por 
ejemplo, en la isla de Cerdeña, es casi sistemá- 
tica esta reacción de los ciudadanos contra la 
recta administración de Injusticia penal. Cuen- 
ta Volter, que cuando en Francia se castigaban 
de muerte los ladrones domésticos, los amos, 
no osando denunciarlos, los despedían: por lo 
que se marchaban con el aliciente de la misma 
impunidad, á robar á otro lado. 

Y, como los testigos, así los Magistrados 
que inquieren al reo, oscilando dudosos entre la 
piedad y el deber; casi sin percatarse hacen 
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traición al papel que se les ha encomendado. En 
verdad, un Juez, que interroga á un acusado, 
¿con qué corazón podrá arrancar una confesión 
que le lleve al patíbulo?... He aquí dos hombres 
iguales delante de Dios; pero de los cuales el 
uno se sienta en el sillón del Juez, el otro en el 
banquillo del acusado. Este tiembla en la an- 
gustia de la más terrible amenaza; aquél, frío y 
solemne, con sutiles preguntas lo esfuerza á de- 
clararse reo, á hacerse traición; le arranca los 
suspiros secretos; los anota, los enumera, hasta 
que á aquella victima suya, pueda decir: “Yo 
he concluido y tú también, sube al patíbulo^... 
Es un espectáculo que mete miedo, donde ocu- 
rre raramente. El Juez, más bien que bajarse al 
oficio de verdugo, prefiere retroceder ante su 
misión. Cualquiera que asista á debates donde 
se acuse de pena capital, podrá convencerse de 
cuanto afirmamos :^L as preguntas contra el acu- 
sado no son tan acertadas y vigorosas, como 
en los de acusaciones comunes: salta á la vista 
un no se qué de vacilación, que manifiesta la 
lucha interior de quien las hace. Parece que el 
Juez diga al acusado?: „Yo te pregunto, debo 
preguntarte; pero tú procura no hacerte trai- 
ción“. Y parece que el interrogado le conteste: 
‘soy inconsecuente, no razono, miento: y sin 
embargo soy lógico; pero la ley razona de tal 
manera que si me confieso reo, me condena á 
muerte“. 

Y llega por fin el tiempo, en que se tieiie 



(|Lie ju onunciar el silogismo fatal, la sentencia 
i'ero aquí el que tiene que ser ilógico es el 
Juez. Bordeando las pruebas, jugando con las 
circunstancias, que atenúan el delito, se esfuer- 
za por encontrar toda clase de pretextos para 
salvar al reo. Lo que probaría un delito común,, 
no lo es suficiente para aceptar como probado 
uno de pena capital: á menudo la misma léy,. 
donde rige el criterio legal de prueba, no se en~ 
cueníra tan exigente como él; y quiere, contra- 
diciéndose, mayor certeza. Precisamente la Ley 
de Enjuiciamiento criminal, vigente en el impe- 
rio de Austria, por ejemplo, dispone que la sen- 
tencia de pena capital no se pronuncia, si el 
crimen no “está probado legalmente contra el 
imputado, mediante su confesión ó por medio- 
de testimonios jurados^, y además “no seale- 
gal y plenamente probado el hecho, con todas 
sus circunstancias más salientes“. 

Finalmente, si el primer juicio pronuncia 
una sentencia de pena capital, un segundo ó un 
tercer j uicio tratarán de reformarla ó de casar- 
la/ En algunas leyes, mientras en los delitos 
comunes el acusado puede interponer ó no el 
recurso de casación, en los de pena capital, la 
casación se interpone de oficio^ Confirmada la 
sentencia de muerte, si el condenado no quisie- 
ra implorar el indulto, sus jueces deben hacer 
llegar la sentencia pronunciada á manos del 
Príncipe, al cual toca ratificar ó anular la obra 
de los jueces. Entretanto se perpetúa la agonía 


del condenado, mientras á los ciudadanos se les 
frustra el principal objeto de la pena, el ejem- 
plo, que desaparece si el castigo no sigue in- 
mediatamente al delito. 

Así el reo, si no ha podido escapar al peso 
abrumador de las declaraciones de los testigos, 
á la indagatoria de los magistrados, al juicio 
de varios tribunales, encuentra delante del tro- 
no el último refugio á la impunidad. 

Nosotros, no somos enemigos del derecho 
de indulto; pero sí del abuso del mismo. Este 
derecho debe usars(‘ parcamente; esto es, sólo 
en el caso de que á la sociedad le sobrevenga 
menos daño por la impunidad que por el casti- 
go: lo cual acaece raramente. Pero donde el 
ejercicio de este derecho es frecuentísimo y 
habitual (y tal será siempn‘ donde eslá en vi- 
gor la pena de muerte), es sumamente perjudi- 
cial. Cuantas más sean las penas de muerte (jue 
impongan los códigos, más serán los induhos 
y más los delitos. En Inglaterra, donde la h‘y 
es sevei'a, el trono abusa del derecho de indul- 
to, como se ha dicho. 

Además desvanece el temor qm^ la pena de 
muerte quisiera inspirar, con la esperanza de la 
impunidad. 


— 98 — 


XVÍÍ 

Verraii los ({iiB atribuyen á la sociedad el 
poder de castigar para la conservación del or- 
den moral; niieritras qu(‘ deberla decirse, para 
la del orden /jurídico. 

El oj-den juvidico se confunde con el moral 
en cuanto á nuestros derechos corresponden 
deberes: ])ero se diferencia en que los deberes - 
de est(‘ último no son exigibles, mientras que 
lo son los del primero, hasta con la coacción. 

Hay, pues, en el derecho una base moral: 
hay una analogía, una solidaridad entre lo jus- 
to y lo bueno, si bien lo primero tenga una ór- 
bita más estreclia que lo segundo. Y debe te- 
nerse por principio, á este propósito, que todo 
lo que es justo, es bueno, y que todo derecho 
es por sí moral. En esto están conformes todos 
los juristas, exceptuando los utilitarios, para 
los cuales es justo lo que es útil, sin cuidarse 
si <es bueno. Pero en las disciplinas sociales, yy v 
especialmente en la práctica, está en vigor-una ^ ' y 
máxima politica asaz peligrosa, con sabor de . 
maquiavelismo: y es, que la justicia y moralí- 
dad del íin, legitiman la injusticia y la inmpra^^^: ;y 
lidad de los medios. 

¿La salud pública exige la infamia ó la per- , 


dida de uq ciudadano inocente? ¿Por qué os 
paráis? Deshonradlo, inaladlo. Ps una triste ne- 
cesidad, pero, ¡el íin jiistilica los medios! 

Nosotros pensamos de otra manera y repe- 
timos, con una ilustre czarina de Moscovia, ‘Vjue 
se necesita castigar al culpai)le, sin iinitarlo‘‘. 

Y la ley, que autorizo la jama de muerte, no 
solo ha imitado siempre, sino que ha emulado 
y aun superado al ciilpabl<‘. 

La iracunda sagacidad de los tiranos y de 
los doctores, ha inviuitado tormentos tales que 
los mismos malhechores nunca hubieran podi- 
do imagrinar. Desde el toro de Falarides á la 


cuaresma de Galeazzo Vizconti, el gmiio san- 
guinario de monstruos coronados, ha dado 
muestras admirables, en las cuales se hubieran 


perdido los más consumados criminales: y hom- 
bres mandatarios de la. loy se jucstaron á la 
ejecución por mísera recompensa. 

En (/bina, la inujier que mata á su marido y 
el reo de lesa majestad, se extienden sobre una 
mesa, donde el verdugo con un tridente de hie- 
rro candente les retuerce los miembros y arran- 
ca los músculos dislacerados y los divide en 
porciones ritualmente preíijadas. ¡Ay si al pri- 
mer golpe el paciente pereciera! Esto sería en 
el verdugo un crimen capital: pero, administra- 
dos los tormentos, le es permitido dar... la 
muerte. 


Pero no es necesario recurrir al Celeste Im- 
perio, para buscar ejemplos como estos de in- 



linrnaiiidad, pues en Francia misma los encon- 
tramos parecidos. Francisco I, que en rigor no 
era un tirano, viendo que (á pesar de la horca, 
con que se les castigaba') los bandoleros y la- 
drones aumentaban cada día más, por un edicto 
de 4 d<‘ Febrero de 1544 ordenó que fueran cas- 
tigados del modo siguiente: „Los brazos, los 
riñones, las piernas, ios muslos, serán rotos; y 
divididos en dos partes de arriba abajo, con la 
cara vuelta al cielo, quedarán vivos para hacer ’ 
penitencia‘4.. 

Xo se puede menos de temblar al oir el tex- 
to de la sentencia que castigó á los regicidas 
Kavaillac y Damien, la cual los condenó „áque 
los arrancasen con tenazas los pechos, los bra- 
zos, los músculos y las pantorrillas... á que los 
quemasen con fuego de azufre la mano dere- 
cha, empuñando el hierro parricida..., á que sus 
cuerpos fuesen dr^scuartizados por cuatro ca- 
ballos, sus miembros echados al fuego, reduci- 
dos á ceniza... y ésta arrojada al viento^. >\ 

En esta misma Italia, para los delitos de Es- 
tado se in ventó un suplicio verdaderamente sa- 
tánico: nos referimos á la cuaresma viscóntea, 
así dicha por cjue duraba cuarenta días. Duran- 
te este tiempo ó S(‘ hacía ayunar al paciente, ó 
se le desollaban las plantas de los pies, hacién- 
dolo caminar sobre garbanzos, ó se le amputa- 
ba un miembro: después se le dejaba descansar 
para que recobrase las fuerzas y pudiese sos- 
tener los tormentos del día siguiente, para da 


este modo prolongar la agonía, hasta que de- 
jaba de existir. 

Estas sevicias son en verdad maldecidas 
hoy día juntamente con sus autores: j)ero aún 
los códigos modernos de naciones civilizadas, 
no están exentos de castigos semejantes. En la 
Italia subalpina, no fueron abolidas la rueda y 
las tenazas hasta la nueva legislación inaugu- 
rada por Cárlos Alberto. En algunos artículos 
del Código general de los estados prusianos 
se conmina con la pena de rueda y en algunos 
casos, el incendiario es condenado á ser quema- 
do vivo. Pero estaba reservado á la legislación 
de la libre Inglaterra, por un extraño Iiomenaje 
á la antigua barbarie, el conservar un castigo 
abominable, que desdeñarían los mismos Esta- 
dos despóticos. „Solemne y horrible al mismo 
tiempo, dice Blackston, es la pena de la alta 
traición; el culpable no es conducido ni en ca- 
rruaje ni á pie: se le arrastra por las calles: 
pero para ahorrarle el tormento que sufriría al 
dar con la cabeza ó con los demás miembros 
sobre las piedras, se le pone sobre un cañizo. 
Después se le cuelga del cuello y antes de que 
muera se le sacan las tri])as, y se echan al fun- 
go: se le corta la cal)cza, y se divide su cuerpo 
en cuatro partes, d(‘ las cuales ])iiede dis]>oner 
á su antojo“. 

Nos duele el desenvolver estas páginas de 
historia, más que humana, ferina: pero ne(,-(*si- 
tábamos señalar á la execración estos hechos. 
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para ([ut; se vea si en ellos el castigador ha su- 
perado en perversidad al castigado. ¡Extraña 
cosa es que los anales criminales nos ofrezcan 
más suplicios que delitos atroces! ;T pensar 
([ue fueron inútiles, y que cuando más feroces 
se hacían las leyes, más también se hadan los 
ánimos! Y sin embargo se habrán excusado con 
la necesidad: pero ¡ahora prescindimos de todo 
aquello! 

También los defensores modernos de la 
pena capital, quieren que el reo no padezca: 
antes bien quisieran, que la muerte se sufriera 
como se traga una píldora amarga, y nada más. 
y no se percatan que quitando á la pena el do- 
lor, la hacen inútil, y que matan, por lo tanto^ 
á un liombfe sin ningún fruto. Les basta el 
ejemplo. P(U’o ¿qué ejemplo? Ya se ha visto. 
Mario Pagano (y nosotros recordamos á un de- 
fensor del patíbulo, que sobre el patíbulo, con- 
cluyó su gloriosa existencia), Mario Pagano, 
opinaba que „cualqiiiera que sea la cláse de 
muerte, debe ejecutarse con el máximo aparato 
externo, y con el mínimo tormento al reo. Pues- 
to que el objeto que debe proponerse toda pena, 
es el freno á los malvados impuesto por el s 
ejemplo y por el terror. Por lo tanto las muer- 
tes ocultas ó las en que se atormenta mucho á 
los reos, hacen temblar á la naturaleza y no 
aprovechan con el ejemplo^. Por lo que Virgi- 
lio Barbacovi, quería que el último suplicio se 
rodease de tales ritos, que aumentase el horror 


de los asistentes sin que padeciese el reo, y pro- 
ponía que una vez muerto, su cuerpo se des- 
cuartizase y quemase. 

Pero las formas piadosas no quitan que ta- 
les castigos resulten ó inútiles ó piu-judiciales. 
Después de todo, cuando se sabe, que el apara- 
to lúgubre, de que se rodea una ejecución, na 
produce' ningún dolor, cesa la eficacia terrorífi- 
ca que con ello se propuso (‘1 legislador. Por- 
que los que asisten dirán: „el legislador apro- 
vechándose de esta pena, nos da gratiiitamentr' 
lin espectáculo trágico; pero no aplica ningún 
dolor mayor al reo, sino una simple muerte. Si 
nosotros llegamos á ser reos, moriremos, sí, con 
todo este aparato escénico; pero no tendremos 
otro padecimiento, más que (d- de morir. Se 
suba al patíbulo desnudos, velados, ó mitrados; 
después de muertos, nos quemen, nos descuar- 
ticen... ¿qué más da? 

Es más, estas tristes ci'remonias, prodLic<“n 
un efecto dañoso á los espectadores, puesto que 
les enseña á ser inhumanos y á gozar en esta 
clase de espectáculos. Volney, viajando por 
Francia, después de la Revolución, vió que los 
niños se divertían en guillotinar á los perros y 
á los pollos. Y era moda también, entre las mu- 
jeres italianas, el vestir á la guillotina: de aquí 
la famosa oda de Parini á Silvia. 

Los legisladores de Nueva York y de Masa- 
chussets pensaron de otra manera, que los parti- 
darios que hemos recordado, de la ejemplaridad 


drl ultimo suplicio. No solo no qui:si(‘ron (|^ue 
las ejeciicionrs fueran acompañadas de bárba- 
ras solemnidades, sino í(ue las quisieron ocul- 
tar á las miradas del público, persuadidos de 
(jU(‘ eran una escuela detestable. Pero entonces 
¿dónde está el ejemplo? ¿Por qué matan?... 

No es nec-esario acompañar de ceremonias 
iVrozmente teatrales el último suplicio, para en- 
durecer y dej)ravar el corazón; que basta y so- 
l)ra j)ara esto, la simple ejecución, aun la me- 
nos cruel y aparatosa. 

Por cuanto suave y piadoso sea el modo coñ 
(pie se hace justicia, siempre resulta una triste 
escuela. Si interrogamos á nuestro corazón, nos 
impresiona menos un delito acompañado de la 
mayor fiereza, que una ejecución capital, de 
cual((uier manera que suceda; ya que aqui fal- 
tan, la necesidad y las pasiones excitadas. 

Cada pueblo tuvo una manera especial de 
ajusticiar. Los hebreos tuvieron la lapidación, 
los babilonios el fuego, los chinos la descuar- 
tización. En Roma, exceptuando los hermosos 
tiempos de la rejiública, habia una enciclopedia 
de suplicios; la suspensión do un árbol, la hor- 
ca, la cruz, la roca tarpeya, de la que arrojaban 
al condenado á muerte, la decapitación con es- 
pada ó hacha, la estrangulación en la cárcel, 
el saco de cuero de los parricidas, los azotes 
hasta producir la muerte, la combustión y la 
inhumación en vida, la exposición á las fieras... 
Instrumento de muerte predilecto de la sacra 
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Inquisición era la hoguera. Los pu(‘hlos sep- 
tentrionales, usaban las tenazas, la rueda y el 
hacha. En la contienda de Aviñón, en el siglo 
pasado, se usaba aún el dar muerte con una 
maza, el cual modo, en esta edad zoófila... por 
no ser filántropa, se ha abolido hasta para ma- 
tar á los bueyes. En Italia se usa la horca ( 1). 
Esta y la decapitación son hoy día las dos ma- 
neras más usadas de dar muerte. Discútese 
cuál sea más dolorosa. Los unos se horrorizan 
de aquel lívido cadáver que pende del lazo; los 
otros, de aquella cabeza que salta de la guillo- 
tina. Este último suplicio se tiene por más se- 
guro y conA’eniente; pero el separar la cabeza 
del tronco parece una afrenta fiera y soberbia 
lanzada contra el Creador. Esto, no obstante, es 
el más deseado, es un suplicio aristocrático. 
Pues aun en esto, en que nobles y ])lebeyos de- 
berían igualarse l)ajo las manos del verdugo, 
la soberbia de los hombres ha marcado sus 
distinciones. EL Código penal Sardo, sin de- 
cir qué especie d(^ muerte a])Uca, se ha limita- 
do á significar que se ejecutará del modo hasta 
4*n toncos usado; y esto para no ofender el pri- 
vilegio patricio de hacerse cortar la cabeza. La 
horca es infamante; ¿P(‘ro íjué suplicio no lo 
<‘SV La horca es plebeya, tanto que uno se r(^- 
conoció noble poi’ que un abuelo suyo haljía 
sido decapitado; ¡buen título de nobleza! ¡un di- 

(It No iiay olvidar que ‘‘1 autur en 185''. (N. il'*! T.i 


ploma conferido por el verdugo! Los chinos y 
los hebreos pensaban de otra manera: aquéllos 
estrangulaban á los grandes, y decapitaban á 
los plebeyos: entre los segundos la decapita- 
ción era la pena que se aplicaba á los extran- 
jeros. Ah, ¡cómo son ferozmente caprichosos 
los ^pequeños mortales^! 
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Pero ¿á qué ocuparse de estas aberraciones 
del orgullo humano, de las cuales podríamos 
reirnos si no chorreasen sangre? 

« De cualquier manera que se dé la muerte, 
es un acto nefando: es el más horrible liomici- 
dio que imaginarse pueda. Toda una sociedad 
contra un hombre, solo, inerme y encadenado, 
que lo mata con pompa, por espectáculo: he 
aquí lo que sucede en una ejecución. El crimi- 
nal se oculta en las tinieblas para perpetrar el 
crimen, pero el verdugo, el mandatario social, 
ostentando las insignias de la justicia, públi- 
camente, con rito tremendo y solemne, ofrece 
con escarnio á la multitud un hombre sacrifi- 
cado. 

¿Hay acción más inmoral que esta? 

De las sanciones penales surgen una eíica- 
cia inmediata, próxima, directa, y una media- 
ta, remota, indirecta. Poco perspicaz es el legis- 
lador que mira solo á la primera: porcjue cre- 
yendo reparar un mal, promueve, tal vez, otros 
mayores. 

Una pena que resarza perfectamente el daño 
causado por el delito, y preserve de ulteriores 
ofensas á los ciudadanos y á la soci«‘dad, ]>a- 
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rece á primera vista adecuada sin otro examen* 
sin embargo, s(‘ deben tener en cuenta otras re- 
Jacioiies, las cuales ])uede lastimar perniciosa- 
juente. 

\'A derecho j)enal prohíbe el aplicar una 
pena que, aunque en sí sea justa, cause al or- 
den social un daño mayor que el que le causa- 
lia la impunidad; y ésto, por una mera conve- 
niencia política. 

l)eJ(‘mos ahora de examinar si la pena de 
muerte es justa. Supongamos que sí. Olvide- 
mos toda idea de equidad y de justicia y juz- 
guemos la pena de muerte solo con relación A. 
la utilidad soeial. 

En otro lugar hemos demostrado que dicha 
])ena es ó ineficaz ó perjudicial á la utilidad di- 
recta; de igual modo nos será fácil demostrar 
que lo es también á la indirecta. 

¿Qué influencia tiene un suplicio? Nosotros 
lo creemos una escuela de crueldad. Sobre el 
patíbulo la ley se hace maestra de los ciudada- 
nos, de ñeras venganzas, tanto más horribles, 
cuanto más ritual, tranquila y solemne es la 
manera de ejecutarlas. Los asistentes ó las ala- 
ban ó las censuran. Alabándolas, olvidan la pie- 
dad y el perdón (á los cuales, si el Juez debe 
ser sordo el hombre no), é infunden en el co- 
razón una despiadada frialdad: censurándolas, 
dejan de rendir el debido homenaje á la justi- 
cia, desprecian la ley, y se ponen frente al po- 
der que la promulga y la ejecuta. 
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En ambos casos es grande el daño social: 
daño de tal clase, que (aun admitiendo que esta 
pena fuese en sí justa y moral, y de una utili- 
dad directa para reparar la ofensa y tranquili- 
zar á la sociedad), todavia debería ser sustitui- 
da por otra exenta de tau perniciosa influeDcia 
sobre el orden y las costumbres públicas; ya 
que como hemos visto y veremos es posible la 
sustitución. 

De tal dilema no hay modo de salir. Aprue- 
ben ó censuren los asistentes la ejecución de 
muerte, la ley, ó desmoraliza 4 los ciudadanos ó 
se hace odiar por éstos: hace, pues, hombres 
malos ó enemigos. 

Pero más amenudo estos efectos se reúnen 
en las mismas personas: Se aprueba por un lado 
y se desaprueba por otro. Aquí el corazón se 
abre á la piedad, allá á la dureza; piedad y du- 
reza perjudiciales al bien social. Tendrán los 
asistentes un suspiro para el ajusticiado: pero 
fugaz: y entre tanto se habrán acostumbrado á 
ver un acto abominable, un homicidio fria men- 
te y teatralmente ejecutado. 

Si fuese dado al homl)re escudriñar lo [)ro- 
fundo de la conciencia y analizar las emocio- 
nes que se suceden en el ánimo de los especta- 
doros de un suplicio, encontraría una mezcla 
de alectos y de propósitos, inadvertidos tal vez 
de quien los sufre, pero inoculados como un 
veneno, como un mal germen, que fructilicará 
en el porvenir. Alguno, maldecirá á los ajusti- 
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ciadori, otro los creorá mártires y héroes. Este 
habrá hedió insensible al corazón, aquél habrá 
aprendido á despreciar la vida, el de más allá 
se habrá adoctrinado en la ciencia del verdu- 
go, venciendo la natural repugnancia. Los unos 
liabrán sido presa de un temor cobarde, los 
otros de un rencor manifiesto. Podría alguno 
haber resucitado un atávico deseo de sangre. 
Finalmente, podría haber quien fuese sin pro- 
])ósitos determinados, y hubiese jurado vengan- 
za: que sangre quiert‘ sangre... ¡he aqui el 
(‘fecto! 

y no parezcan infundadas ó exageradas es- 
tas presunciones. O la una ó la otra de las im- 
jiresiones relatadas, semejantes ó peores, inva- 
dieron ciertamente el ánimo de todos ellos. 
Suponer una perfecta indiferencia, una pasiva 
asistencia á una escena tal, es completamente 
imposible, por cuanto descuido y frivolidad se 
tuviesen: á menos que no se quiera atribuir á 
los hombres la naturaleza de las rocas, como lo 
hacia el antiguo Mito de Deucalion y Pirra. 
Escenas de esta clase no pueden menos que 
impresionar el ánimo, bien con aplauso, bien 
con repugnancia. Todos, si bien de diferente 
manera, se habrán conmovido, pero ninguno 
se habrá mejorado. 

Por todas estas razones, como se ha dicho, 
hay quien quiere sustraer de la vista del públi- 
co las ejecuciones capitales; con lo que se le 
quita uno de los fines más esenciales de la 
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pena: el ejemplo. Y valga esto para demostrar 
las contradicciones en que incurren los parti- 
darios de la pena capital. Los unos la quieren 
pública, para que aterrorice, los otros secreta 
para que no desmoralice. 

Pero principal fin de la pena, aunque no sea 
el principio justificativo, es ciertamente la in- 
timidación. Si no se temiesen futuros delitos, 
la justicia no podría aplicar más penas. Es por 
los futuros delincuentes, j)or lo que ésta empu- 
ña la espada; por realizar el castigo con que 
amenaza: para que los ciudadanos se persua- 
dan de que no amenaza en vano ó por broma, 
por lo que la justicia quiere que la amenaza sea 
realizada. La pena, pues, más que al presente, 
mira al porvenir. 

Ahora bien, y volviendo á las ejecuciones 
de muerte: ¿qué otra cosa se propone el legis- 
lador, sino el enseñar y aterrorizar con el pa- 
tíbulo?... La influencia, pues, que este desdi- 
chado espectáculo ejerce, no es un fin secun- 
dario, sino que es el que principalmente se 
propone la ley. 

Pero se ha visto bien como su eficacia real 
1)0 responde á lo que se propone el legislador; 
como, lejos de hacer nacer el respeto á la 
ley y el lt‘mor de su poder enfría, irrita y 
hostiliza los ánimos. Puede afirmarse con Ca- 
talina de Rusia, no solo que, ,,la pena de muer- 
te no ha hecho nunca mejor á una nación^, sino 
que antes bien la habrá empeorado. Con lo (nial 
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.4 legislador so vo obligado á agitarse on 
eii cLilo vicioso de castigar los mismos delitos 
a los cuales ha dado lugar con castigos crueles 
Aun prescindiendo de la perturbación causa- 
da (‘n el orden moral y en el jurídico, que la ley 
ante todo, deb('ria respetar, véase cómo, hasta 
por una conveniencia meramente política, la 
]>ena de muerte debe abolirse: ya que un régi- 
men social sabio no puede desear que se siembre 
con ella en el pueblo, la simiente de pasiones 
cobardes y feroces, enemigas del mismo pueblo. 

lia sido definido el hombre „una fiera aman- 
sada“: pero aun rechazando esta exagerada j 
desdeñosa sentencia, no se puede negar, que el 
hombre llega á veces á excesos verdaderamen- 
te de ñera, como si se viera despierta en él una 
ingénita ferocidad. Por tanto: 

Desde el día que nupcias tribunales y aras 
A la humana bestia hicieron ser piadosa" 
deben los instintos sociales y religiosos, aman- 
sar á los hombres, teniéndolos, en cuanto sea 
posible, alejados de la sangre, para que nue- 
vamente no la deseen. Un patíbulo llama al 
otro. Los suplicios y los delitos atroces, no 
son más que eslabones de una misma cadena. 
¡Ay si en el hombre se despierta ó se alimenta 
el atroz apetito! éste salta desenfrenado y pro- 
ducid estragos. Las matanzas contra el cristia- 
nismo, deben contarse en este despertar de la 
ferocidad en pechos humanos. Principiando por 
los tormentos, se pasó á la muerte, casi por un 
% 
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plano fatal. Así sucedió también en la Revolu- 
ción francesa. Robespierre en un discurso pro- 
nunciado en la asamblea nacional en 30 de Mayo 
de 1791, se declaraba partidario de la abolición 
de la pena de muerte. Después, cuando llegó al 
poder, le pareció útil y necesaria, y se retractó, 
dehecho, de la manera más horrenda: semejante 
en esto, al tigre, que lame la presa, y después, 
cuando ha gustado la sangre, la devora. Si la 
Francia, algunos años antes de la Revolución, no 
hubiese visto suplicios de muerte; si, antes bien, 
se hubiese aceptado como máxima de justicia y 
de utilidad, que la sangrehumana no se debe de- 
rramar por razón alguna; si hubiere hecho olvi- 
dar que el hombre puede deshacerse de su se- 
mejante..., es de creer, que las escenas del terror 
no hubieran deshonrado á la revolución france- 
sa. Pero antes se mataba en defensa del despotis- 
mo, y por lo tanto después debía matarse en defen- 
sa de la libertad. No era más que una represalia. 

Conviene, pues, en todo y por todo, quitar 
de la vista de los hombres estos espectáculos 
aborrecibles, hasta que se pierda la memoria 
de ellos; y parezca casi imposible la muerte de 
un hombre, por la misma piadosa ilusión de las 
leyes de Solón, en las cuales no se menciona- 
ba el parricidio, íingiéndolo irrealizable. Pero, 
mientras que entre los castigos de la ley, esté 
admitido que, por pena, se pueda dar la muer- 
te, los malvados la darán por delito, cuando la 
crean útil á sus fines ó tengan necesidad. 


s 


114 — 


XIX 


Entra en la cuestión de la moralidad de las 
penas el examinar, si á los hombres es ó no li- 
cito, en conciencia, decretar ó ejecutar una con- 
dena de muerte, ó cooperar á ella de cualquier 
otro modo. 

Para los que entienden que la conciencia 
de los ciudadanos deba estar calcada en la del 
legislador, que aquéllos no son más que ciegos 
instrumentos de la voluntad y de. la potestad 
que impera, es esta una tesis inútil, ó mejor 
dicho, yaresuelta. El hombre, según éstos, debe 
obedecer todo lo que la ley positiva impone, sin 
cuidarse si el precepto legislativo, es lícito y 
justo y si es conforme á la moral y á la justi- 
cia absoluta. 

Pero el que tenga juicio sano, rechaza esta 
conciencia artificial, esta violencia legal, que 
hace del hombre un autómata, el cual debe la- 
tir, pensar, creer y obrar, según las normas que 
se le han impuesto: ya que el hombre, con ser 
ciudadano, no deja de ser un ente racional y 
libre. La sociedad puede dirigir sus acciones al 
bien social, siempre empero, dentro de los lí- 
mites de lo recto y de lo honesto: por lo que, 
el hombre puede y debe desobedecer las le- 


yes, si no se uniforman á estos eternos princi- 
pios. 

! Por que la ley haya admitido la pena de 
muerte, no desaparece en los ciudadanos la 
obligación de no prestarse á su aplicación, des- 
de el momento en que reconozcan su injusticia.! 

Ahora bien, que á los hombres les esté pro- 
hibido el castigar capitalmente, se prueba por 
las razones que aquí resumiremos. El hombre 
no puede matar á su semejante, más que en 
defensa de sus derechos, y cuando no pueda 
conseguir esta defensa más que con la muerte 
del ofensor, 

j Pero la conservación del orden jurídico y 
social, puede obtenerse con otras penas, sin re- 
currir á la capital, como se ha demostrado: lue- 
go á los ciudadanos les está vedado el coadyu- 
var á la realización de esta pena; y por lo tanto, 
el legislador que la sanciona, el Juez que la 
sentencia, el testigo que la ocasiona, el ver- 
dugO'que la ejecuta, obran contra los precep- 
tos eternos de lo justo y de lo recto y son res- 
ponsables ante Dios, y 

Todos los que combatieron esta pena, se 
han abstenido de discutir esta cuestión y de 
decidirla, como hacemos nosotros. Tuvieron 
miedo, tal vez, á la influencia del principio que 
hemos sentado; el cual, si fuese aceptado por 
todos, disminuiría el homenaje debido á la ley. 
¿Pero por qué temer? La ley es santa cuando 
mira al bien social, sin ofender la justicia y 
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la moralidad, y como tal debe ser obedecida- 
pero si las ofende, no es más que un mandato* 
caprichoso y tiránico, el cual se puede y §e 
debe desobedecer. Quitese la máscara al capri- 
cho y á la tiranía; y las leyes buenas y justas 
serán acogidas como un don del cielo, como 
una bendición, como una garantía de la libertad 
y de la felicidad social. 

¿Quién de vosotros, á no ser un miserable,, 
un cobarde, obedecería á un legislador que os 
mandase matar á vuestro padre inocente? Si el 
legislador, como Licurgo á los lacedemonios, os 
mandase arrojar á los hijos deformes ó enfer- 
mos, ¿le obedeceríais? 

Pero la ley no os impone un precepto menos 
injusto, cuando os manda que os convirtáis en 
verdugo de un ciudadano, el cual tiene igual 
derecho que vosotros á la vida. No podéis pues 
matarlo, como no podéis haceros parricidas. 

En esto deben pensar todos antes de decla- 
rar en un sumario en que haya acusación capi- 
tal, antes de suscribir una sentencia de esta 
clase. No se puede aceptar un mandato de com- 
plicidad en un homicidio. 

No queremos enseñar la sedición: pero es lo, 
cierto, que si jueces y testigos rehuyesen tal 
complicidad, aun á costa de su propio daño, se 
despuntaría la espada de Injusticia. Guillermo 
Blackston, si bien admitía la pena capital, ob- 
servaba que „el verter Ja sangre de nuestros 
hermanos, es una empresa que requiere la mas 
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madura deliberación, y la más fuerte convic- 
ción de la legitimidad del poder. La vida es un 
don que Dios hizo al hombre, y no se le puede 
quitar más que por su orden ó con su permi- 
so... Ahora bien, para conocer esta orden ó 
este permiso, se necesita la revelación; ó bien 
una demostración clara, incontrovertible, de 
que las leyes de la naturaleza y de la sociedad, 
exigen la muerte del culpable^. 

Y aquí diría alguno: si la moral nos prohíbe 
el verter Ih sangre humana en los castigos ¿por 
qué la religión no confirma esta prohibición, la 
cual sería de moral absoluta é invariable? 

Nosotros somos católicos, y sobre esto no 
queremos decir nada que sea condenado por la 
Iglesia, y, si por ventura fuese dicha, la retira- 
mos desde ahora: pero hacemos una observa- 
ción. 

Es un precepto de eterna justicia, que la es- 
clavitud es injusta; sin embargo, la Iglesia, 
aunque se preparase indirectamente á aboliría, 
y consiguiese su intento, la toleró por muchos 
siglos, en atención, tal vez, á la conflagración 
universal, que hubiera resultado de una súl>ita 
abo’ición. ¿No podría decirse lo mismo de la 
pena de muerte? 

Es lo cierto que la Iglesia, en sus enseñan- 
zas é institutos, se muestra ajena á las sancio- 
nes de muerte: y parece casi que se prepare á 
su abolición, de la misma manera indirecta con 
que promovió la de la esclavitud. 
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La sola causa criminal en que intervino 
Cristo, no concluyó con la lapidación, como hu- 
biera querido la ley mosáica, sino con el 
perdón. 

El juzgar, es más, el intervenir tan solo 
como testigo en un proceso en el cual alguno 
sea condenado á muerte, ocasiona, según los 
cánones, la irregularidad para el sacro minis- 
terio. Y les está también prohibido á los cléri- 
gos, el ser simples espectadores de un suplicio, 
fuera de tener que prestar los auxilios espiri- 
tuales. San Ambrosio opinaba, que los jueces 
después de haber pronunciado una sentencia 
capital, debían abstenerse algún tiempo de la 
Eucaristía, y Tertuliano, prohibía á los cristia- 
nos las magistraturas, por la necesidad de te- 
ner que condenar á muerte. 

Este último y San x\gustín escribieron, que 
los cristianos estarían dispuestos á perder an- 
tes la propia vida, que á poner en peligro la de 
otros. Y si bien el Obispo de Hipona, aproban- 
do los castigos contra los donatistas, se desdi- 
jese, por un fragmento de una carta suyaáMa- 
cedonio. Vicario de Africa, se echa de ver, que 
él era contrario á los juicios de sangre. ,, Nos, 
le escribe, no aprobamos el pecado, pero, de- 
testando la culpa, sentimos piedad por el hom- 
bre: y, ya que la corrección no se obtiene más 
que en esta vida, nuestra caridad por el género 
humano, nos induce á interceder por los delin- 
cuentes, para que al suplicio de esta vida, no 
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siga aquél que no concluiría jamás‘^ Y al tri- 
buno Marcelino le escribía, que mejor que con- 
denar de muerte á los reos, era corregirlos, y 
volver al bien sus malas obras, añadiendo: 
„¿quión no encontrará beneficio, más bien que 
padecimiento, al no dejar campos á la audacia 
del delito, sino el remedio del arrepentimiento? 
Juez cristiano, cumple el deber de padre tier- 
no: en tu desdén contra el delito, acuérdate de 
ser humano; y castigando los atentados de los 
reos, no ejercites tú mismo la pasión de la 
venganza^. 

Esta aversión de la Iglesia primitiva á la 
pena capital, llegó tan allá, que Teodosio tuvo 
que hacer una ley contra los monjes, „para 
que, como dice Muratori, estuviesen en sus 
conventos, habiendo llegado á tal punto su ca- 
ridad con el prójimo, que quitaban á los reos de 
la mano de los verdugos, por que no querían 
que ninguno muriese.^ 

Pero sería inútil citar otros hechos; quien 
haya comprendido la doctrina de Cristo, no 
puede dudar que ésta es ajena á los castigos 
inhumanos. Cristo vino sobre la tierra para la 
reconciliación de los hombres, merced al amor 
y el perdón. ¡Y bastaría para condenar la pena 
capital, el suplicio del Gólgota: ya que el Re- 
dentor de la humanidad, moría ajusticiado por 
el delito de haber enseñado á los hombres que 
eran hermanos y se debían amar los unos á los 
otros!... 
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Dejando á im Jado el orgullo y añejas preo- 
cupaciones, é interrogando al corazón, aparece- 
rá la injusticia y la inmoralidad de esta pena. 
;,Por qué á la sola vista del verdugo se tiembla? 
;.por qué todos le huyen como un apestado y se 
creen autorizados á despreciarlo? Si su obra es 
útil, es justa, es necesaria, debe ser glorificado 
y bendecido como un salvador de la patria. 
Coronáis de laurel al triunfador: ¿por qué no 
coronáis también á quien es tan necesario, se- 
gún decis, á la salud pública, como el vencedor 
de una batalla? 

Pero la execración universal contra el ejecu- 
tor de la ley que castiga con pena capital, es la 
mayor condenación de ésta. ¿Pues por qué no 
execráis, igualmente, al acusador, al Juez y al 
legislador? ¿Todos éstos no son, acaso, partíci- 
pes del homicidio legal que el verdugo lleva á 
efecto? Este último no es más que un ciego ins- 
trumento, movido por la voluntad de los prime- 
ros. El uno, autor material, los otros, autores 
morales de un homicidio por mandato. Como 
os repugna hacer de verdugo, así debe repug- 
naros hacer de legislador, de acusador y de 
Juez. No hay duda: si es infame el verdugo, 
deben ser también infames los que mueven su 
brazo homicida. 

Pero los hombres, cuando son guiados por 

• • 

bajas concupiscencias y por pequeñas miserias, 
se fabrican un sistema de honor y de moral en 
su beneficio, sin atender para nadados dictados 


de la coDciencia. Los mandatarios del homici- 
dio penal, son pocos, muchos los mandantes: 
éstos se honran, aquéllos se execran. Toda la 
indignación que despierta el último suplicio, es 
recogido por su ejecutor material: y no se 
piensa que este monstruo, este homicida imper- 
sonal, encarnado y ambulante, no es, después 
de todo, más que una creación de la ley. Es la 
ley, que va detrás de un sér pobre y vil, que lo 
viste con su manto, que lo compra, que le pone 
en la mano un hacha ó una cuerda y que le da 
un salvoconducto, para matar impunemente. Es 
ella, quien exalta el homicidio al más alto gra- 
do, haciendo de él un instrumento de estado, 
una institución social, un espectáculo, un ofi- 
cio, una ocupación continua, exclusiva... 

¿Y se querrá que los delitos cesen mientras 
que la ley nos ofrezca una escuela, una clínica 
de homicidios? 
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Queremos suponer por un instante, que la 
pena capital, consiga los cuatro fines que la ley 
se propone, y qué además los consiga sin ofen- 
der á la moral pública. Esto no obstante, debe- 
ría proscribirse porque es injusta. Tal injusti^ 
cia se manifiesta primeramente en su naturale- 
za, porque no es necesaria y porque lesiona un 
derecho inviolable: después en su ejercicio, 
porque es irreparable, no divisible y aberrante. 
Ya decía Pastoret que „la necesidad abso- 
luta puede sólo justificar la pena de muerte. 
Si ésta, como dice Montesquieu, es el remedio 
de la sociedad enferma, no basta que sea eficaz, 
se necesita, que sea indispensable. “ De aquí 
que, la cuestión de la legitimidad de la pena de 
muerte, depende de su necesidad, como también 
declararon Romagnosi y Rossi, y dejaron entre- 
ver todos sus sostenedores ó impugnadores 
de todas las escuelas. Porque cuando se de- 
muestre no existir esta necesidad (no admi- 
tiéndola gratuitamente, como hicieron los arriba 
citados), tendremos en favor de su abolición, 
aun aquéllos que la combatieron. 

Ahora bien, si existe, ó nó, tal necesidad ó 
se aprende por teoría ó por práctica. A los que> 
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más que á las razones se atienen á los hechos, 
les recordamos que en todos los lugares y en 
todos los^^tiempos, y en cualquier estado de ci- 
vilización, donde la pena de muerte fue abolida 
ó parcamente aplicada, los delitos lejos de 
aumentar, disminuyeron. 

El reinado de Sabacon en Egipto fué pacífico 
y floreciente, y según refiere Diodoro Sículo, 
había abolido la pena de muerte. 

Von Ti, quinto Emperador de la quinta di- 
nastía china, declaró en un acto público, que 
abolidas las severas penas de Tai Cheon y de 
Pan Vong, durante cuarenta años las cárceles 
permanecieron vacías; y que después, restable- 
cidas por Tai Sing, ocurrieron sin causa apa- 
rente, horribles delitos. 

Vivían tranquilas é inocentes aquellas po- 
blaciones del Cáucaso, en las cuales, según 
refiere Estrabón, no se conocía la pena capital. 

En Egipto, donde no se castigaba con esta 
pena más que al perjuro y al homicida, había 
menos delitos, que en Judea, donde eran fre- 
cuentes los suplicios de sangre. Menos también 
en Atenas, en tiempos de Solon, que en los de 
Dracon. 

En ningún tiempo hubo en Roma menos de- 
litos, que cuando, vigentes las leyes Valeria y 
Porcia, estaba prohibido condenar á muerte á 
un ciudadano. 

En casi todos los estados bárbaros de la 
Edad Media, y en Francia especialmente, don- 
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de las penas eran casi todas pecuniarias, había 
menos delitos que en la Edad Moderna, en que 
las leyes fueron más feroces. En 1724 se esta- 
bleció en Pranoia la pena de muerte contra los 
reos de hurto, con abuso de confianza; y éste 
fué más frecuente, que después, cuando fué 
abolida. 

En Rusia, durante el reinado de Isabel y de 
Catalina II, no fué nadie condenado á muerte, 
y sin embargo los delitos no sólo no crecieron, 
sino que disminuyeron. Lo mismo sucedió en 
Badén y Dourlach. ^ 

En Inglaterra, la abolición de la pena de 
muerte para ciertos delitos, ha disminuido su 
número. 

En 12 de Abril de 1852, una comisión pre- 
sentó una relación á la asamblea del Estado 
de Massachiisets, donde hacía constar, que la 
experiencia había demostrado, que los delitos 
para los cuales se había quitado la pena de 
muerte, habían disminuido. 

En Toscana la pena de muerte, aunque 
escrita en el Código, había caído en desuso des- 
de 1774 hasta 1786, en que el glorioso Leopol- 
do la abolió formalmente. Fué después restable- 
cida en 1790 para los delitos políticos, y en 1795 
para los asesinatos. El gran Duque reinante la 
abolió de nuevo en 1848, y después la restable- 
ció otra vez por decreto de 16 de Noviembre de 
1852. Ahora bien, si por estos arrepentimientos 
de los dos príncipes, sucesivos á la abolición 
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de la pena capital, alguno quisiera encontrar 
un fracaso, se engañaría. Lejos de producir 
un aumento alarmante, la benignidad de la ley 
había conseguido la disminución de la crimina- 
lidad. Sólo el miedo lia aconsejado estas re- 
tractaciones deshonrosas. Para juzgar bajo qué 
presión y con qué espíritu fuese promulgado el 
decreto de 16 de Noviembre de 1852, basta re- 
cordar que en aquel mismo día fuó promulgado 
otro, que daba facultad á los prefectos de poli- 
cía para condenar arbitrariamente, prescindien- 
do de los Tribunales, hasta tres años de reclu- 
sión: disposición que se creería dictada en uu 
estado despótico de Asia, más bien que en la 
culta Toscana. Del mismo modo, la ley que res- 
tableció la pena de muerte para los delitos de 
alta traición, en 1790, fuó inspirada por el pá- 
nico producido por la revolución francesa; pero 
baste decir, para que se vea el poco motivo que 
hubo para tal alarma, que en el quinquenio 
que precedió á la promulgación de aquella ley, 
no se había cometido un solo delito de lesa ma- 
jestad. 

No puede concebirse una mayor confirma- 
ción de los hechos, de los principios arriba 
expuestos en favor de la abolición de la pena 
capital: de suerte, que no se comprende como se 
quiera combatirla, escudándose con un temor á 
desórdenes imaginarios. 

Si la abolición de la pena de muerte no sólo 
no aumentó el número de delitos, sino que los 


disminuyó siempre y en todas partes, sin ex- 
ceptuar ningún pueblo y ningún tiempo, ó mal 
nos fundamos, ó se quiere ensangrentar la es- 
pada de la justicia, sin provecho alguno y por 
mera delectación. 

Podrían objetarnos, que la disminución de 
los delitos, no es consecuencia de la mitigación 
de las penas, sino ésta de aquélla. Pero la His- 
toria demostraría todo lo contrario, es decir, 
que la abolición de la pena de muerte, produjo 
un efecto saludable, no sólo en los pueblos de 
costumbres dóciles y civilizadas, sino en los de 
costumbres ñeras y salvajes. Occidente y 
Oriente, barbarie y civilización, paganismo y 
cristianismo, monarquía y república, Edad An- 
tigua y Moderna, razas boreales y australes; la 
diversidad en ño, de clima, de grado social, de 
religión, de régimen, de edad, de especie, como 
hemos visto por los ejemplos anteriores, fuó 
indiferente á que la abolición de la pena capi- 
tal tuviese un buen éxito. Pero quedemos, esto 
no obstante, en que la mitigación de las cos- 
tumbres, sea justamente causa y efecto de la 
ley: que en efecto, una y otra se tienen siem- 
pre una recíproca acción é influencia. Los hóm- 
bres pequeños hacen las pequeñas instituciones 
y éstas aquéllos. Los delitos y los castigos 
giran en una órbita fatal, y una ley feroz, crea 
los delitos feroces que castiga. „Los países y 
los tiempos de los más atroces suplicios, ha 
dicho Beccaria, fueron siempre los de las mas 



inhumanas y sangrientas acciones, porque el 
mismo espíritu de ferocidad que guiaba la 
mano del legislador, regía la del criminal; so- 
bre el trono se dictaban leyes á almas atroces 
de esclavos que obedecían; en la obscuridad 
privada, se estimulaba á inmolar á los tiranos, 
para crear otros nuevos“. De donde se deduce, 
que el legislador sabio, bien crea que las cos- 
tumbres son buenas ó que son malas, debe 
adoptar penas tales, que aquéllas mejoren y 
éstas corrijan: lo cual no obtendrá jamás con 
la pena de muerte. 

Pero dejando la prueba que nos suministra 
la experiencia, contra la pretendida necesidad 
de dicha pena; véase como también la razón la 
rechaza. 

Lo que es necesario, es justo, ya que para 
los sabios, lo necesario, lo justo, la verdadero, 
lo bueno y lo bello, forman un todo armónico y 
no son más que los aspectos por los cuales el 
Eate ideal, se manifiesta á la mente humana. 
Por tanto, al decir que una pena es necesa- 
ria, se dice que es justa, que es moral, que es 
útil, pues 'si examinamos separadamente estos 
atributos, veremos que el conocimiento de uno, 
nos da idea de los otros, llegando á confundir- 
los. Es verdad que no siempre los descubre 
el hombre, ciego por la pasión y por el error, 
llegando algunas veces á creer á la virtud 
perjudicial y á la necesidad injusta, pero esto, 
no obstante, estas etern^as relaciones existen. 
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Aunque á priori se vislumbre ya, que no esi 
la pena de muerte necesaria y justa desde el 
momento que no es ni útil, ni moral; no obstan, 
te, para corroborar las demostraciones pruden- 
tes con las que subsiguen, examinemos exclusi- 
vamente, si la pena capital es ó no necesaria v 
j lista. 

No es serio el aserto de que la existencia 
de la sociedad, en las condiciones normales v 
bajo el imperio de las leyes, esté comprometi- 
da por los delincuentes, hasta tal punto, que 
aquella se vea obligada á matarlos para sal- 
varse. 

Esto no podría suceder más que cuando el 
reo fuera potente hasta tal punto, que la socie- 
dad temblase de terror y que, además, no se 
pudiera, de otro modo, librar de sus amenazas: 
pero un hombre encadenado, aunque no lo ma- 
tase, está ya impotente para hacerle daño. 
O cuando existiera la necesidad de un severo 
ejemplo, pero se ha demostrado ya cuán ténue 
sea el terror que la pena de muerte inspira, y 
cuán grave es el daño que puede producir. 

Ni aun admitiendo la eficacia de la pena de 
muerte, podríamos reputarla legítima, puesto 
que esto equivaldría á admitir que no podía ser 
sustituida por otra. 

Ahora bien, que hay otros castigos de igual 
ó mayor eficacia que dicha pena, es indudable. 
La muerte, como se ha demostrado, no es para 
muchos, y precisamente para los que debería 
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ser, un grave mal; mientras que el ánimo más 
indómito se asustaría ante la perspectiva de 
una perpetua prisión ó la pena de trabajos for- 
zados. En Rusia, para los delitos castigados an- 
tes con pena capital, se aplica el destierro á 
la Siberia ó los azotes, cuyos castigos inspiran 
más terror que la muerte; lo mismo sucedía 
entre los egipcios con la mutilación, y en ver- 
dad que ésta debe ser más do! orosa, y por lo 
tanto inspirar mayor terror. Hau sido abolidas, 
en las naciones civilizadas las penas, que en 
sentido estricto, afectan á la integridad de la 
salud, como los azotes y la amputación de los 
miembros, porque son inhumanas: pero ¿hay 
cosa más inhumana que matar? No pegaríais á 
un hombre, no le sacaríais los ojos, no le arran- 
caríais un diente, ni siquiera un cabello... ¡y le 
quitáis la vida! ¿El homicidio será pues un 
mal menor que las lesiones?... Digamos por el 
contrario, que si tales castigos fueran necesa- 
rios para la seguridad social, la ley podría y 
debería recurrir á las mutilaciones, antes que 
arrancar un don inestimable, cual es la exis- 
tencia. Es indudable que con ellas, se obten- 
dría, mejor que con la muerte, el terror de los 
reos. Puede afirmarse sin temor de incurrir en 
error, que más que la muerte, como hoy se apli- 
ca, inspiraría miedo una pena por la que al reo, 
durante toda su vida, se le impusiera un continuo 
tormento, golpeándole hasta hacerle brotar san- 
gre, cortándole ahora un miembro, después otro, 
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con reíiiiada crueldad, pero conservándole la 
vida. Tembláis seguramente, pero ¡á fe que 
si estas infamias fueran necesarias, tendríais 
más derecho á practicarlas, que á imponer la 
pena de muerte, y conseguiríais, con ellas, un 
mayor efecto! Pero, afortunadamente, ni aun 
esas son necesarias; que otros males, tan efica- 
cias como ellas, podemos aplicar. „No es la in- 
tensidad de la pena la que produce mayor efec- 
to en el ánimo humano, sino su extensión, por 
que nuestra sensibilidad se mueve más fácil- 
mente por pequeñas, pero repetidas impresiones, 
que por un fuerte movimiento pero pasajero.^ 
Se nos objetará que la mayoría de los con- 
denados á muerte preferirían otro tormento; 
pero esto es propio de la condición humana, 
^alejar el peligro inminente con la esperanza 
puesta en el porvenir y preferir á un gran dolor 
los pequeños dolores, á fin de dividir su inten- 
sidad y recobrar alientos, pues si se sumasen 
los momentos dolorosos de la cadena perpetua, 
ó de los trabajos forzados ó de otra pena, se 
veria, cómo éstas son superiores á la grave sí, 
pero instantánea y fugaz angustia de la muerte. 
Se añade que la muerte, como es rápida, es más 
segura; mientras que un castigo que se ha -de 
aplicar en lo futuro, puede cesar, y por lo tanto 
da entrada á esa esperanza, que nunca abando- 
na á los hombres, y si aun estos motivos no fue- 
sen suficientes á hacer que los más prefieran 
cualquier pena á la capital, un impulso irresis- 



tibie le, sale de la conciencia y de la religión; 
pues ambas le obligan á vivir aún en condicio- 
nes más dolorosas que la muerte. Y es por tales 
razones, por lo que un condenado á muerte pue- 
de anhelar el indulto, que lo salve, pero si ve 
inexorable su fin, se vuelve indiferente hasta el 
einismo. Son muy pocos los delincuentes que se 
ven subir al patíbulo con señales manifiestas de 
aflicción. 

Por lo demás, los castigos repetidos disminu- 
yen su eficacia, los ánimos se encallecen con la 
frecuente contemplación, en el acto mismo en 
que se cierran á la piedad. Es sabio el legisla- 
dor que sabe sorprender al hombre en sus ínti- 
mos afectos y despertar al bien público. Unas 
pocas hojas de encina y de laurel crearon á los 
héroes: y no se ha pensado, con medios análo- 
gos, en refrenar á los malvados. La espada de la 
justicia hirió brutal y pródigamente, á semejan- 
za de un médico que matase á un enfermo que 
no puede curar. Se principió con el látigo como 
dice Della Maddalena, y hubo de terminarse con 
la rueda. La economía de las penas se ha olvi- 
dado. Antiguamente se creía, que en la escaJa 
penal, para los mayores delitos, se debería liti- 
gar al máximum de la pena, ó cortando al reo 
^n pequeñísimos pedazos ó vertiéndole en la 
boca plomo derretido, ó arrancándole el cora- 
zón y arrojándoselo á la cara. Hoy día so ha 
descubierto que se puede prescindir de estas 
crueldades, y que la sociedad está igualmente 
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segura, y aún más que entonces, simplemente 
con la muerte. ¿Por qué no dáis un paso más 
adelante? ¿por qué no abolís esa pena? Está 
probado que una pena leve tiene igual eficacia 
que una grave, siempre que la escala penal^ 
aun en su grado máximo, no sea demasiado se- 
vera. Si la mayor pena en un pueblo fuese el 
destierro (como antiguamente entre caucasianos 
según Estrabón, ó entre los romanos bajo la ley 
Porcia), aquél temerá al destierro, nada menos 
de lo que otro pueblo temería la rueda ó las te- 
nazas. En Esparta una de las penas principales 
era la prohibición de prestar á otros la mujer 
propia, y de recibir á préstamo la de otros. Es 
un modo extraño de castigar; pero nos enseña 
como le es posible al legislador el conseguir^ 
grandes efectos con pequeños medios. 

El honor, especialmente, es un instrumento 
potentísimo en manos del legislador, sabiendo 
usar de él rectamente. En los delitos políticos,, 
en los que más temor inspiran, en los que se 
quiere irremisiblemente castigar con la muerte,, 
el deshonor es el mayor castigo y el mejor fre- 
no. La infamia y el escarnio hacen temblar 
hasta la inocencia: ¿y no temblarán las vanas 
pasiones? Un aventurero quiere ser soberano, 
un demagogo elevarse: amenazad á estos dos 
soberbios con un porvenir infame, despreciable, 
ridículo, y les venceréis mejor que amenazándo- 
los con un fin que creen glorioso. Pero á menudo 
la ley, de un infeliz ó de un loco, hace un héroe. 
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Decía Mirabeau, defendiendo á María Anto- 
nieta, que una reina guillotinada, no serviría 
más que para proporcionar asunto á una trage- 
dia; esto mismo puede decirse de muchas víc- 
timas no coronadas. 

Sin recurrir á la muerte, ni siquiera á los 
tormentos físicos, se puede oponer un fuerte 
obstáculo á los más crueles delitos, solamente 
con los padecimientos morales. Los egipcios 
condenaban á los padres que mataban á sus 
hijos, á quedar estrechamente abrazados á sus 
cadáveres. Es de creer que hasta los más des- 
naturalizados, invocarían la muerte para sus- 
traerse de tal castigo. Charondas, condenaba al 
soldado cobarde á vestirse de mujer; y esto de- 
bía ser ciertamente un suplicio mayor que la 
muerte. 

Citamos este y otros tormentos crueles, no 
para que sean imitados, sino para que no se 
diga, por los que creen en la necesidad de leyes 
<írueles, que no hay otras penas iguales ó supe- 
riores en eficacia, á la capital. 

¡Se predica siempre la necesidad! ¿Cuál? 
¿Quién os dice que la sociedad no puede exis- 
tir sin patíbulos? ¿Es absolutamente verdad 
que si no dáis muerte á ese delincuente, estáis 
perdidos? ¿Es destino irrevocable, que la cria- 
tura hecha á imagen y semejanza de Dios, tenga 
que convertirse en un espantapájaros pendien- 
te de la horca? ¿Y cómo, si el capricho del 
príncipe basta para hacer cesar la obra del ver- 
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dugo?... Ved come se arrastra á un hombre ha- 
cia el patíbulo: el hacha pende sobre su ca- 
beza... ¿Por qué? Porque, se dice, que su muer- 
te es absolutamente indispensable. Llega un 
propio y anuncia el indulto del soberano... Su 
muerte no es ya indispensable. Una firma arran- 
cada por los atractivos de una favorita, ó por 
las adulaciones de un cortesano, ha cortado el 
hilo fatal, ha destrozado el férreo cetro de la 
necesidad, al cual estaba sujeto hasta el mismo 
Júpiter. 
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El crimen, que puede infundir un justo te- 
mor á la sociedad, puesto que va directamente 
contra ella, es el de alta traición. Realmente es 
grave, tanto, que muchos criminalistas, si bien 
contrarios á la pena capital, lo exceptuaron, y 
entre los cuales debemos recordar al mismo 
Beccaria, Pastoret, Lanzó de Peret, Voltaire... 

Pero ni siquiera esta excepción queremos 
admitir. Recurramos á la distinción ya expues- 
ta entre el derecho bélico y el penal, y allí de- 
cíamos: ó los facciosos pueden más que la so- 
ciedad, ó ésta puede más que aquéllos: en el 
primer caso los combate, en el segundo los cas- 
tiga, puesto que no estando la sociedad en el 
trance de una guerra civil, puede juzgar y cas- 
tigar, y por lo tanto, aplicar al reo una pena no 
capital, que igualmente la libre de él. Mientras 
que la administración de justicia y el procedi- 
miento judicial son posibles, es también posi- 
ble prescindir de la pena capital. 

Nuestras objeciones, respecto á la decanta- 
da necesidad de esta pena, se refieren no sólo 
á la legislación ordinaria y general, sino tam- 
bién á la extraordinaria y especial. Bien se apli- 
que en los juicios comunes, bien en los milita- 



res ó en los delitos contra el Estado, será siem- 
pre, para nosotros, un castigo injusto, porque 
es excesivo. Quedaria aún dudoso para muchos, 
si debe admitirse para las leyes militares. 

Verdaderamente, la legislación militar admi- 
te una mayor severidad en sus penas, una ma- 
yor rapidez en sus procedimientos que la legis- 
lación civil, por la necesidad de un freno más 
enérgico y rápido desde el principio, y después, 
porque los que están sujetos á ella, contraen 
una obligación especial, que autoriza á salir de 
las normas de la legislación común, pero no por 
eso se puede prescindir de los principios eter- 
nos de justicia. 

No ignoramos que muchos de los que com- 
baten la pena capital, al llegar á este punto, se 
han parado amedrentados por las dificultades 
que ofrece el asunto, y se han evadido de dar 
su opinión, alegando que se limitaban á tratar 
de dicha pena en lo que se refiere á la legisla- 
ción común, no ocupándose de excepciones. 
Nosotros, en cambio, sin ninguna vacilación, 
deseamos desenvolver hasta las últimas conse- 
cuencias los principios arriba expuestos. /Dree- 
mos que el derecho civil y el derecho militar, 
deben uniformarse al derecho absoluto, y que 
no son otra cosa que manifestaciones del mis- 
mo. ^i sucede de otro modo, nosotros le nega- 
mos el sacrosanto nombre de derecho; y le lla- 
mamos medidas de gabinete ó de campaña, 
j La conservación de la disciplina militar au- 



toriza sí, como hemos dicho arriba, una mayor 
energía y rapidez en las penas y en los juicios, 
pero no tal que deroguen los eternos principios 
de justicia.' También aquí la cuestión consiste 
en saber si la muerte de un hombre es, ó no, 
necesaria á la sociedad, y si la existencia de 
ésta es, ó no incompatible con la existencia 
de aquél. ^ 

Puede, desde luego, afirmarse que no, si ne- 
cesario no puede ser más que lo que es justo y 
justo lo que es moral, y arrebatar la vida á un 
hombre es inmoral é injusto. 

La Providencia, que rige los destinos de to- 
das las cosas, no puede creer necesarias al 
orden social la injusticia y la inmoralidad; de 
otro modo, hubiera condenado fatalmente á los 
hombres, seres enteramente sociales, al delito 
y á la culpa. Pero entonces, se dirá: si un hom- 
bre se arroja contra mí para matarme, y yo 
con su muerte salvo mi vida, ¿cometeré un acto 
deshonroso y criminal? No; pues en este caso 
el agredido se defiende, no castiga. 

¿Y si la sociedad, atacada por uno ó más 
individuos, no puede salvar su existencia sino 
matándolos? 

Puede asimismo matarlos, pero también, en 
este caso, la sociedad se defiende, ejercita el 
derecho de guerra; no castiga. 

Nos vemos obligados á insistir en lo ya ma- 
mfestado, pues lo creemos necesario, para de- 
mostrar que el principio que sirve de base á 
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nuestra teoría penal, resiste á toda clase de ob- 
jeciones. 

Por lo demás, aun ni a posterior! usando el 
lenguaje de los lógicos, resulta necesaria la 
pena capital en la legislación militar. Por mucha 
fuerza represiva que se necesite, á fin de conser- 
var la disciplina de los ejércitos, es preciso re- 
conocerque„liay otrosmedios sin recurrir á este 
extremo^. Este medio, aunque fuese justo, tiene 
una menor eficacia en los soldados que en los 
demás ciudadanos. Aquéllos están acostumbra- 
dos á contemplar la muerte cara ácara y á desa~ 
fiarla. Se ponen en peligro sin provecho propio, 
pueden muy bien ponerse cuando existe la pro- 
babilidad de alguna ventaja mediante el delito. 
Combatan ó delincan, se juegan igualmente la 
vida. Esta observación, confirmada por la expe- 
riencia, deberia persuadirnos de que esta pena 
debe intimidar muy poco á aquellos á quienes 
se amenaza, y que puede ser sustituida por 
otras, con mayor fruto, más apropiadas á la ín- 
dole de la gente de guerra. 

I La relegación, la prisión perpetua, la infa- 
mia, etc., son medios potentes, Icón los que el 
ánimo más indómito y fiero se asusta y se apo- 
ca. La deserción, la vileza, la traición, los ame- 
nazáis con estos castigos, y el soldado, que no 
teme á las balas enemigas, se turbará al solo- 
pensamiento de los años largos, fastidiosos y 
desconsolados, que seguirán, si delinque, á la 
brillante y gloriosa vida de la campaña. 


Cuenta Alberto de Simoni, que un soldado 
que quería desertar, mientras creía que la de- 
serción estaba castigada con la pena de muerte, 
desistió de ello cuando supo que no estaba cas- 
tigada más que con diez años de cadena. A fines 
del siglo XVIII, se abolió en Francia la pena ca- 
pital para los desertores, y desde entonces fue- 
ron menos frecuentes las deserciones. 

¿Existirán cobardes que al peligro de la 
guerra preferirán la ignominia? No lo negamos; 
¡pero desgraciado del pueblo, que no puede 
proporcionarse defensores más que cou el te- 
rror! Es verdad que este es el único instrumen- 
to para que los déspotas puedan conseguir la 
fidelidad de los asalariados satélites; pero tra- 
tándose de soldados de naciones libres, el ho- 
nor debe ser el resorte más poderoso que el le- 
gislador debe tocar, aun en los castigos. Ya 
hemos dicho que los habitantes de Turio ciudad 
de la Magna Grecia vestían de mujer al soldado 
desertor: ahora se le mata; luego el honor ha 
perdido su prestigio ó no se quiere valerse de 
ól. ¿Qué clase de ejército será el que se lanza al 
combate golpeándole con el látigo en los talo- 
nes y disparándole á retaguardia los fusiles?... 

Puede, empero, darse una tal subversión en 
el orden social, que aumentasen los delitos de 
una manera alarmante, hasta el punto de hacer 
peligrar á la sociedad. Pero en este caso tristí- 
simo, ya lo hemos dicho, no puede hablarse de 
derecho penal; sí en cambio de derecho de gue- 
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rra, ó de gentes, ó como queráis llamarlo. Es 
una guerra intestina en que, la soberanía, lucha 
con los súbditos; soberanía que no tiene ya tri- 
bunales sino ejércitos, no tiene penas sino ar- 
mas; que combate y mata, porque no puede ya 
juzgar y castigar. Tan pronto como pudiese, 
por haber cesado el caos jurídico, debe resta- 
blecer los tribunales y las penas; y en este caso 
no puede ya combatir con los súbditos, ni por 
lo tanto, matarlos. 

Es un error el alegar estos disturbios socia- 
les, para justificar la última pena, error que 
nace de confundir el derecho punitivo con el 
derecho bélico. Suponer que una sociedad lle- 
gue á tal extremo que no pueda existir sino ma- 
tando á alguno de sus miembros, es admitir en 
éste tal potencia que, para combatirlo, aquélla 
se ve obligada á defenderse armada y guerrear 
cara á cara con un enemigo. Ya véis cuán di- 
fícil sea este caso. 

Frecuentemente las revoluciones de los pue- 
blos no son atentados de los socios contra la so-‘ 
ciedad, sino renovaciones de la sociedad, ó aten- 
tados de una soberanía que quiere constituirse, 
contra otra constituida, usurpadora ó tirana. Y 
hay necesidad de distinguir esto; porque en 
tal caso, esta soberanía no tendría derecho ni 
aun de defenderse, y menos de castigar. ¡Terri- 
bles son estas crisis sociales, en las cuales sólo 
el éxito decide, si tenían razón los rebeldes ó el 
poder que los combatía! Hay en este caso, en 


— 141 


cuanto á la ley positiva, una suspensión jurídi- 
ca, á menos que el legislador no hubiese dado 
anteriormente á los ciudadanos el derecho de 
rebelarse, desde el momento en que la sobera- 
nía no cumpliese sus obligaciones. El legislador 
de Creta, en efecto, en una disposición, no sa- 
bemos si calificar de sabia ó de extraña, esta- 
bleció que los ciudadanos pudiesen rebelarse, 
legalmente, contra las autoridades constituidas. 
Con esto acrecentaba el homenaje debido á la 
ley, porque hasta aquellos actos que le eran 
mayormente hostiles, parecía, en cierto modo, 
que eran aprobados y sancionados por ella; de 
manera que los insurrectos se uniformaban á 
las leyes, en el acto mismo que las transgre- 
dían. Pero ¿quién era el Juez? 

Charonda en cambio, según Diodoro Siculo, 
obligaba á los que osaban proponer nuevas le- 
yes, á ir á los comicios, con una cuerda al cue- 
llo, para ser estrangulados si su propuesta no 
era aceptada. Una institución parecida á la cre- 
tense rige en la libre Inglaterra. Blacktone, 
donde dice que el promover una guerra contra 
el Rey constituye un acto de alta traición, añade: 
j?no se puede decir lo mismo de la opresión 
total de la nación; porque según el contrato so- 
lemne, estipulado con Guillermo III, ley sagra- 
da entre nosotros, la nación puede legitima- 
oaente sublevarse, para exigir su cumplimiento. “ 

Este estado de la sociedad señala el límite 
intermedio entre el derecho y la fuerza, entre el 
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castigo y la guerra; en ól, si es licita la compa- 
ración, los elementos sociales se refunden como 
en un crisol, para brillar renovados y reconsti- 
tuidos. Mientras este estado dura, no puede ha- 
blarse de derecho penal. 

Este argumento, ligado estrechamente al 
derecho público, tiene también bastante impor- 
tancia en el derecho penal, pero para nuestro 
objeto basta con haberlo insinuado. 
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XXII 


Quede sentado que en ninguna circuns- 
tancia social puede ser necesaria la pena de 
muerte. Y es altamente consoladora tal verdad, 
pues de otro modo, se daría el absurdo de que 
una pena por sí injusta fuese indispensable, y 
que los hombres se viesen en la fatal alterna- 
tiva de ver violados sus derechos ó tener que 
defenderlos con medios inicuos. Pero ya diji- 
mos que esta contradicción entre la necesidad 
y la justicia, no podía existir. La pena de 
muerte no es necesaria, como no es justa. Y no 
es justa porque lesiona un derecho inviolable. 

La revelación divina, la sabiduría humana y 
la conciencia, nos enseñan que la tierra es un 
lugar de prueba, donde los hombres, reconcilia- 
dos con el Supremo Factor, con el culto de la 
virtud, se hacen dignos de mejor porvenir. No 
se podría comprender la razón, por qué el hom- 
bre desterrado en esta tierra de tribulaciones 
no tuviese que expiar aqui un antiguo fallo, y 
tenga en cambio, merced al penoso experimen- 
to de la vida, que volver á Dios. 

Y, si quiso Dios crear al hombre y lanzarlo 
á tal fin á este mundo, ¿quién podrá oponerse á 
sus designios? ¿quién hacer terminar la exis- 
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tencia terrena de la criatura antes que plazca al 
Creador?... La autoridad, cualquiera que sea, 
que corta el hilo de una existencia á quien Dios 
tiene reservado, en sus inescrutables designios, 
un fin en esta tierra, ¿no obra contra El?... 

Cada hombre tiene un fin que cumplir; y no 
debe servir de instrumento del bien de otro, ni 
aun de una colectividad de hombres. Aun en el 
caso que el legislador creyese necesaria la 
muerte de un hombre, no podría aplicarla, pues 
nadie tiene el derecho de servirse de un sér li- 
bre y señor de sí, aun siendo culpable, come 
victima expiatoria en aras del bien social. 

La única excepción, en que el derecho á la 
existencia puede serviciado, es en la justa de- 
fensa contra un ataque injusto, esto es, cuando 
la conservación de los propios derechos sean 
incompatibles con la del ofensor; es decir, en la 
inculpata tutela, pero como se ha dicho, esta 
tiene lugar cuando la justicia social es impo- 
tente; y es muy diferente á la imposición de la 
pena de muerte, como tal pena, ya que una pena 
supone el dominio de las leyes y el ejercicio de 
derecho de defensa, en cambio, la ausencia ó la 
ineficacia de ellas, v 

Es la existencia un sumo derecho y un 
sumo deber. La naturaleza y la religión, nos di- 
cen y nos mandan que tengamos la vida como 
el más precioso de los bienes, y que no aspire- 
mos á otro fin, que al que nos ha sido prescrito 

por Dios. 
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Ahora bien, el delincuente, que prevé una 
condena de muerte, tiene el deber y el derecho 
de evitarla á todo trance; á menos que no quie- 
ra hacer un generoso sacrificio de si mismo, el 
cual, por lo demás, no estarla justificado más 
que por un fin santísimo. Pronunciada, pues, una 
sentencia capital, el condenado puede y debe 
evitar su ejecución, poniendo todos los medios 
de que pueda disponer. Abandonado de la justi- 
cia humana, desprovisto do la protección legal, 
lanzado fuera de la sociedad, puede y debe re- 
currir al último medio, con que, en detecto de 
los otros, se defienden los propios dereelios, la 
fuerza: único caso en que ésta llega á ser un 
derecho. Declara la guerra á sus semejantes, 
conjurados contra é), (ejercitando el dereelio 
de defensa. 

^Si, pues, viéseis al delincuente parai‘.-e ai 
pie del patíbulo, preocupado por (d pensamien- 
to de la fuga, preparars(‘ á una desesj>erada 
defensa, y destrozando sus cadenas, arrojarse 
como un tigre sobre los (-sbirros, arrebatarlt s 
un arma, matar al verdugo y con el ardor (]ue 
da la desesperación y aun costando la vida u 
inocentes espectadores, abrirse un camino de 
salvación, decid: (‘staba en su derecho. \ 

Parecerá temerario y alarmante este aserto, 
pero no por eso es menos vei'dadero. Conve- 
nís en que la propia couservaeión es un iortisi- 
mo instinto y un deia^elio sacTosaiitoV ¿Convenis 
en que se puede matar, en la extrema dt-fenr^u, 

10 
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íil injusto (.)l‘ejisor? Pues aquel delincuente, 
(•(Ultra cuya existencia se atentaba injusta- 
mente, jjodía y debía rechazar la ofensa con la 
muert(‘ do otros. Que es injusta la muerte, apli- 
cada por la Justicia humana, lo hemos demos- 
trado anteriormente: y ])or eso aquella condena 
íuó una ofensa injusta, que el delincuente re- 
chaza dando muerte al verdugo: mata para no 
ser muerto. Pero el verdugo era inocente, me 
responderéis; no lo era, la librea legal no cubre 
su deshonor: era un homicida. 

Eran inocentes los espectadores, que el con- 
denado, huyendo, mató. No lo negamos; no eran 
injustos agresores, pero eran obstáculos que se 
interponían involuntariamente, entre el fugitivo 
y su salvación y se desembarazó el paso, por 
medio de los cadáveres: no debía, pero podía 
hacerlo: transgredía un deber, pero ejercitaba 
un derecho. 

Será responsable ante el tribunal del Eterno, 
nunca ante el tribunal de los hombres. En este 
último caso tiene lugar una colisión de dere- 
chos, y el delincuente y los espectadores, te- 
nían un derecho igual á la vida, derecho no al- ' 
tarado por las culpas del primero, por más que 
éstas den lugar á la represión penal. El más 
fuerte decidió la cuestión, como la espada de 
Alejandro cortó el nudo. La justicia, empero, no 
puede pronunciarse ni en pro ni en contra; la 
esfera de sus poderes tiene aquí un límite, 
puesto que el derecho de los unos no era supe- 
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rior al del otro, y por tanto no habría razón de 
preferencia en favor de unos ú otro; luchaban 
entre sí y por eso se destruían. La piedad ha- 
bría debido persuadir al delincuente y decidir- 
lo al sacrificio, antes que sacrificar á los demás; 
pero la justicia no puede imponer á los hom- 
bres el heroísmo y el martirio. 

Dos objeciones pueden hacerse á lo que 
acabamos de exponer: primera, que el derecdio 
á la vida del culpable es menor que el de los 
ÍDÓcentós; y segunda, que si la vida es un de- 
r'eütiO'"sagrado, son también sagrados la liber- 
tad, el honor y la propiedad, y con tales máxi- 
mas se autorizaría á los culpables á sustraerse 
de los castigos merecidos, con gran peligro de 
la seguridad social. 

Inocente ó culpable, el hombre tiene un sa- 
grado derecho á la existencia. Cuando de- 
linque debe sufrir una pena, pero una pena 
justa, y la pena de muerte no lo es. Puede, 
pues, defenderse de ella como un mal que se le 
quiere injustamente aplicar, como puede delen- 
derse de una agresión injusta. Verdaderamen- 
te, el criminal, ante la sociedad, es un s<‘r d«*- 
gradado. Aquélla puede reducirle su esfera ju- 
rídica; pero no hasta el punto d(‘ hacer de él un 
instrumento de utilidad pública tan solo, y 
debe respetar, en el delincuente, el carácter de 
humanidad, y sobre todo la vida; por lo tanto, 
en cuanto á la existencia, el reo tiene su d<Te- 
eho tan respetable como el que no lo es. Ante 
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la Divina Justicia podría tenerlo menor, si el 
hombre, delante de Dios, pudiese hablar de de- 
rechos. Pued(‘ también acaecer que, ante la uti- 
lidad social, la vida <lel inocente se tenga en 
mayor ])r('CÍo que la del reo: pero ante la justi- 
cia terrena, ante el orden jurídico, ambos tienen 
igual derecho á vivir. 

Supongamos que Pedro, furioso y armada 
con un cucliillo, sigue á Juan para asesinarlo. 
Dste, huyendo, encuentra un hombre durmien- 
do en su camino, que le impide el paso. Si no 
])isa á este hombre, si se para un solo momen- 
to, el cuchillo de Pedro le atravesará el corazón. 
¿Qué hacer? Se libra del feroz perseguidor, 
pisando y matando á un inocente. La justicia 
humana, si el ataque de Pedro era injusto, no 
castiga á Juan, y aquel homicidio lo equipara á 
un hecho casual. 

De igual manera, si queremos ser lógicos, 
sucede al condenado en cuestión. Sea culpable 
cuanto se quiera, no deja de ser injusto el ata- 
que de la sociedad á su existencia, y si matan- 
do á otro, salva su vida, la conciencia le remor- 
derá, pero la justicia no le podrá pedir cuenta* 

Pero se dirá que la libertad, el honor y la 
propiedad, son derechos de suma importancia, 
tanto como la existencia; y por lo tanto, si á la 
sociedad se le negase el derecho de quitar este 
derecho, se le prohibiría al mismo tiempo el de 
quitar aquéllos, y si al reo se le concede el de- 
recho de esquivar las penas capitales, se le con- 
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cederá al mismo tiempo el de esquivar las aílic- 
tivas, las infamantes, las pecuniarias, etc. 

j A esto responderemos que no es cierto, 
pues por su naturaleza son diferentes el dere- 
cho de la vida y los derechos de la libertad, del 
honor y de la propiedad. 

En primer lugar, el derecho de la existen- 
cia con relación á los demás, está en razón de 
lo principal con relación á lo accesorio; ya que 
la libertad, el honor y la propiedad suponen la 
existencia: si ésta sin aquellos derechos es mez- 
quina, aquéllos sin ésta desap¿irecen. Se vive, 
siendo libres, honrados propietarios, pero no se 
puede ser esto sin vivir. La existencia, pues, es 
un sumo derecho. por_ excelencia. 

Además, entre el uno v los otros derechos 
hay esta diferencia: que el primero puede ser 
lesionado totalmente y los otros sólo parcial- 
mente. Si en los castigos se restringiese la li- 
bertad hasta el punto de suspender el pensa- 
miento, (lo cual es imposible), de impedir tcd<> 
movimiento de los miembros y las palpitacio- 
nes del corazón, v las funcione-: de la vida, d<‘ 
modo que el hombre se convirtiese en un autó- 
mata; si el honor igualmente se violase hasta 
el punto de ultrajar á Dios y á la naturaleza 
humana; si la propiedad de igual modo, hasta 
negar el pan y el agua y un andrajo para cubrir- 
iie..., entonces se tendría ciertanuinte una com- 
pleta violación de estos derechos, y el delin- 
cuente, como cuando ve amenazada su existen- 


cia, toiidria el derecho y el deber de evitar el 
castigo, porque vería lesionado el augusto ca- 
rácter de su personalidad. Pero no i)uede llegar 
á tanto el castigo. 

¿A qué se reducen las penas aflictivas, ó al 
menos á qué deberían reducirse? A la imposi- 
ción de un dolor sí, pero nunca lesivo de la per- 
sonalidad.j; La cárcel, los trabajos forzados, el 
ayuno, los azotes (si es que se quiere admitir 
este castigo brutal), el destierro y la reclusión, 
no llegan al punto de violar propiamimte la per- 
sonalidad: y, si alguna vez quitan la salud y la 
vida al condenado, es por un accidente impre- 
visto, no como fin preestablecido. f 

Las penas infamantes no originan más infa- 
mia, de hecho, ó de derecho, que la que las cos- 
tumbres de una sociedad dada les atribuye. No 
es una degradación real y moral del hombre, 
ni una injuria, sino una nota de la ley ó de la 
opinión, que lo distingue de los otros ciudada- 
nos y acredita que él es un violador de los de- 
rechos sociales. El pregón, la marca, la argolla, 
la interdicción de los derechos civiles, son líci- 
tos en cuanto que el honor, que se quita al con- 
denado, no es el moral y absoluta, sino el ficti- 
cio y relativo: una creación social, en fin, que la 
sociedad concede á los buenos y quita á los 
reconocidamente malos. 

El derecho de propiedad, finalmente, puede 
S(T limitado aun fuera de la acción penal. Las 
obligaciones, bien que nazcan de un contrato. 


bien de un delito, producen una tal restricción. 
La multa parece un castigo civil más que penal. 
Aun no existiendo un poder punitivo, quedaría 
la obligación de resarcir el daño. 

La restricción, pues, con la debida limitación 
de estos tres derechos, puede ser usada por la 
sociedad, cuando la necesidad lo exija, ya que 
n o es incompatible -ni n 

'A laje^o nalida d. lo que no sucede tratándose 
de la vida, que en el mero hecho de arrebatarla 
se contraría el décimo mandato y s(‘ priva al 
hombre de poder cumplirlo. 

De lo dicho se inñere, que si los tres casti- 
gos mencionados son legítimos, el condenado 
no tiene el derecho de sustraerse á ellos. Si tie- 
ne un derecho á la libertad, al honor v á la 
propiedad, la sociedad tiene también un dere- 
cho á su conservación. La sociedad, r<‘strin- 
giéndole estos tres derechos para la conserva- 
ción del orden jurídico y social, ej('rcita un 
hecho Y aunque los derecJios d(d delin- 

cuente parezca están (m colisión con ella, no su- 
cede así, porque aquél, atacando á la socieda<l, 
ejercitaba un acto injusto, y se puede la'pídrr 
la ofensa injusta y no la justa. En cambio (ui una 
condena capital, es la sociedad (luien electua 
un ataque injusto, siendo justa la defensa del 
eondenado para librars<‘ de <*l, pues si ora reo, 
como á tal merecía una pena, y si ésta bubieia 
5Ído justa, habría debido sufrirla, pero siendo 
injusta, puedt‘ legítimamente sustraerse á ella. 
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F.h projno d(^ los h<>mbros el error; pues muy 
á nifMiudo croen verdadero lo rjue después apa- 
rece ser falso. 

La <luda es su pei’petua congoja, duda que 
se manifiesta más entre aquellos que más sa- 
Iron, ya que la ciencia descubre precisamente 
la pobreza del saber humano, ajustándose á las 
palabras de Sócrates; de aquí que el hombre no 
puede condenar á su semejante más que tem- 
blando, pues aunque se crea en posesión de la 
verdad, puede no estarlo. 

Los jueces humanos desempeñan un oficio 
casi divino, pero sin medios para ello, pues no 
pueden, como Dios, escrutar lo profundo del 
corazón. Es verdad que castigan sólo cuando 
tienen la certeza de la culpabilidad del reo, 
pero, ¿esta certeza está conforme á la verdad? 
¿corresponde exactamente el conocimiento sub- 
jetivo al hecho realizado?... 

Nosotros creemos que un consejo de lógicos 
no pronunciaría nunca una sentencia, pues aun 
imaginando un colegio numerosísimo de jueces, 
cada uno de los cuales estuviese cierto de la 
culpabilidad del acusado, y, por lo tanto, uná- 
niiTK' en su decisión, no obstante esto, podría en- 


:gañarse y ser engañado. El hombre, pues, aun 
poseyendo la certeza de alguna cosa, exami- 
nándose á sí mismo, encuentra siempre mezcla- 
do un sentimiento de duda. Parece una contra- 
dicción; y, sin embargo, este estado psicológico 
existe. Cuando más se conocen las múltiples 
relaciones de las cosas, más se duda; sólo ol 
ignorante se atreve á asegurar, cierto, muy 
cierto, verdad..., dispuesto á desdecirse, á creer 
lo contrario v á afirmarlo con la misma resolu- 

t/ 

ción. Los hechos exteriores son examinados por 
^el espíritu, valiéndose de los sentidos, los cua- 
les pueden engañarse; asi, pues, aunque <d Juez 
no se vea obligado á juzgar por las observacio- 
nes de los demás, como ocurre siempre, sino 
que él mismo sea testimonio del hecho, no juie- 
de tener una seguridad absoluta. Sus sentidos 
pueden haberlo alucinado, podría en aquel mo- 
mento estar alucinado, soñar, enloquecer... 

Se ha dudado del movimiento y hasta de la 
■existencia; pero aun sin caer en el cxcepticis- 
mo, quien haya escudriñado proí'undaimmte su 
alma, habrá encontrado esta contienda «•niiv (d 
sí y el no, á que nos referimos. Pues si la iicc(í- 
sidad de castigar obliga al magistrado, de buen 
ó mal grado, áno dejarse llevar de !a mciafi>i- 
ea, sino á juzgar con los débiles imulios de qiu' 
dispone, buscando una certeza relativa, una pro- 
babilidad en su mayor grado y nada mas, no j»or 
eso deja de pronunciar temblando su sentiuicia. 

De donde se infiere, que la m<*jor pena es la 
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íjuo puode T'f^v revocada, pues oi'rece el medio 
de rej>arar una sentcmeia injusta; pero el último 
suplicio es irrevocable, y de él fueron viclimas 
inuclios justos, que ahora se veneran hasta so- 
bre los altari'S. 

Y no valen la revisión del proceso y las re- 
tractaciones, para devolver una vida cruelmente 
arrancada. 

La irrevocabilidad y la irreparabilidad de 
la pena de muerte serian suticientes á conde- 
narla para siempre, si se piensa en los mu- 
chos inocentes que fueron, son y serán, in- 
justamente condenados. Sin ella no habida sido 
manchada de sangre la historia de las más 
grandes naciones. No se habria envenenado Só- 
crates, ni habría sido decapitado Tomás Moro, 
ni ípiemado Jerónimo Savonarola, ni habría sido 
sacriticado el Salvador. Este solo suplicio es 
un eterno anatema contra la pena de muerte. 

Pero supongamos que no se hagan ya más 
mártires por supuestos delitos; supongamos que 
á la sombra de la tiranía y de la superstición 
no se inventen más culpas falsas y falsos cul- 
pables; es una hipótesis de creyentes, pues para 
ello hay que suponer que los hombres se han 
cambiado, ó se cambian en el momento en que 
escribimos. Pero queremos concederlo así á 
nuestros adversarios, pues no queremos serlos 
últimos en no desesperar de la raza humana. 
Pues bien, eso no quita para que un inocente 
pueda ser ajusticiado, pues hasta los jueces 
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ilustrados é imparciales, pueden creer culpable 
á quien no lo es. No sería el primer caso. No 
mencionando las víctimas ilustres, los nombres 
de Dubeaux, de Brun, de Calas de Causac, de 
Grandier, de Lesurques, de Pin de Servet, de 
Mombailly, de Langlaide..., están como una 
mancha imborrable en las páginas de la historia 
criminal. Si los suplicios de María Stuard y de 
Beatriz Cenci, prov^tan á los trágicos y á los no- 
velistas argumento favorito (pues la desgracia 
tiene su culto), el pueblo veneciano recuerda aún 
piadosamente la memoria del panadero Pedro 
Tarca, y aun después de tres siglos, eleva para 
él una oración á aquella imagen de la fachada 
lateral de San Marcos, donde dos luces, continua 
mente encendidas por un antiguo legado, recuer- 
dan su inmerecido fin. Desde que se reconoció 
la inocencia de aquel infeliz, se hizo de ritual <‘n 
Venecia el recordar solemnemente á los jueces, 
antes que pronunciasen una sentencia capital, 
lo sucedido al pobre panadero. Así la serenísi- 
ma república, con suma sabiduría, reconoció, 
que una pública falta debía llevar una sanción 
pública. ¿Pero de qué valió? Un siglo después, 
por falsas sospechas de Estado, fué des]>edaza- 
do en la cárcel Antonio F oscarini, del cual, mas 
adelante, revisada que fué la causa, se declaró 
la inocencia de una manera pública y solcmm*. 

¡Ah! la muerte de un inocamte una idea 
que hace temblar. Se conoce la índole humana 
fácil al error, se conoce la imperfección de los 
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medios liunmnos. s(,; tienen eoritiniios ejemplos 
de errores j Lid ieia'es, y nada menos Ljue se atre- 
ven á a]>li(;cir un mal irrejiarahle. Sucede con 
frecnencici (pie uno, que ha sido condimado por 
un tribunal interior, s(‘U después absuelto por 
el superior. ¿Y si éste también se engañase, y 
así un tercero, y un cuarto y aún más? ¡que 
niimitras interviene el hombre existe la posibi- 
lidad del error...! 

Piensen en esto los jueces, cada vez que 
iengan que firmar una sentencia de muerte. 

Están seguros de no condenar á un inocente, 1 
aunque la prueba la constituyan declaraciones /. 
de innumerables testigos y aun la misma confe- • ' 
sien del acusado? ¿No ha habido quien confe- ' 
só delitos que no había cometido? 

Precisamente en los delitos más atroces re- 
sulta más difícil el señalar el grado de respon- 
sabilidad de su autor; ya que el hombre, que sin 
ningún provecho y con crueldad perpetra un 
delito, hace sospechar demasiado, que más que 
un depravado acaso sea un enfermo. El homici- 
dio especialmente, que por la crueldad y la in- 
utilidad con que se comete, llámase bestial, pa- 
rece obra de un sér irresponsable é inimputable. 
La psiquiatría legal nos avisa qin^ existe un cié* 
go impulso homicida, que arrastra aí paciente 
á degollar tal vez á un padre ó á un bienhechor 
<[uerido; ahora bien, esta vesania se manifiesta 
d<‘ diferentes maneras, bien de furor, de mono- 
manía, ó de alucinación; ya que hay dementes 


que matan empujados por estímulo irresisti- 
ble y fatal, ó por un error de juicio ó por falsa 
percepción de los sentidos. Esta es la causa dií 
no pocos delitos que más nos hacen temblar, y 
para los cuales la vengadora ley es más seve- 
ra. Pero entre ellos, ¿quién sabrá distinguir la 
acción imputable de la que no lo es? ¿la obra 
de un malvado, de la de un loco? Cada vez qm^ 
con tan feroz complacencia castigáis uno de 
estos delitos, ¿estáis seguros que su autor no 
sea un desequilibrado?... ¡Cuántos terminaron 
su vida en el patíbulo, en vez de haber sido en- 
cerrados en el manicomio! 

Así, pues, en los delitos más atroces y por lo 
tanto en los castigados con pena capital, resul- 
ta más difícil descubrir la imputabilidad; por 
eso el temor de condenar á un inocente se ma- 
nifiesta en éstos mejor que en otros casos. 

Los códigos, que para la comprobación de 
los delitos instituyen un criterio legal de certe- 
za, manifiestan mayor temor de equivocarse 
cuando se trata de delitos capitales, exigiímdo 
precauciones mayores. 

Se ha dicho ya que para tales delitos no l>as- 
ten las pruebas ordinarias, sino (pie se exige'ii 
otras menos dudosas, como la confesión ó ol tes- 
timonio de testigos bajo juramento, "i se nos 
ocurre el siguiente dilema: ó las pruebas esta- 
blecidas para los otros delitos, son suíiciente 
medio para adquirir la certeza, o no lo son. En el 
primer supuesto, el exigir mayor suma de tuerza 


pj’obatoria para lo-: delitos capitales es cosa in- 
útil y más bien nociva, ])iiesto que, con ello, se 
íd'rcce al reo mayor ocasión de evitar la pena. 
Kn el segundo suprn^sto, es como declarar que 
los delitos no capitales se castigan sin tener de 
«dios la certeza. Tal argumentación es irrefuta- 
1)1«‘, por([ue la certeza es una, no tiene grados, 
no pu(‘de ser ni mayor, nt menor. O estamos 
ciertos ó no lo estamos. 

Se nos responderá, si, que no hay más que 
una sola certeza. Sin embargo, el derecho de la 
existencia se debiera rodear de mayores ga- 
rantías; y la aj)arente contradicción del legisla- 
dor, resulta, porque reconoce la mayor preocu- 
pación que invade el ánimo del Juez cuando 
ti«‘iie que pronunciar una condena irrevocable. 

Es generalmente reconocido, que la pena 
de muerte, por su irreparabilidad, no es la más 
a[>ropiada, y este es precisamente el punto en 
que nos íijábamos para hacer notar que en las 
condenas capitales la espada de la justicia pro- 
cede menos segura, y se empuña temblando, y 
que el legislador mismo reconoce cuán peligro- 
so es el uso de una pena que, aplicada, no pue- 
de ya repararse. 

Y si alguno sostuviese que, con honores á la 
memoria, ó con mercedes á los parientes, se 
puede resarcir un justo castigo de muerte, le 
responderemos que no hay merced de fama ó 
de oro, capaz de borrar del patíbulo la sangre 
injustamente derramada. 



Uno de los requisitos que hacen justas y 
útiles las penas es que sean idóneas y propor- 
cionadas al delito; esto es, ni más ni menos 
graves de lo que sea necesario para realizarlo. 

La proporción é idoneidad del castigo con 
el delito consiste en su analogía y graduación. 
Se ha creído que la mejor pena es aquella que 
priva al reo del bien que él quitó á otro, por lo 
que las penas aflictiva^ corresponderían á los 
'delitos contra las líersonas, las penas de ]>ri- 
sión á los delitos contra la libertad, las pecu- 
niarias^á los delitos contra la propiedad, y las 
infamantes á los delitos contra el honor; jx-ro 
tal sistema conduce al derecho de.Radainando. 
aLTalión, al que se inclinó también, entre ios 
modernos, el ilustre Pagano. Pero est<3 d<‘recho 
pitagórico, de devolver á los otros un mal poi' 
otro mal parecido, si fuera ac'opiado liasta >ns 
más extremadas consecuencias, se hace inmo- 
ral, como ocurriría en el easo <le (jueinr oa.-ii- 
gár un delito contra la honestidad, ó inipraeti- 
cable, como por ejemplo, <-uando so tuvi<*se 
que castigar á un ciego que hubiese quitado lus 
ojos á un sano y siempre feroz en los delitos 
contra las personas, ya que el ejecutor de la 


Juftticia (iíibeiía, ó ptígar, ó herir, ó mutilar. Y 
<‘.sto serian s(ívicia> más bien que penas. 

Jh] vez de esta analogía material entre el 
delito y la pena, mejor se acomodaría una ana- 
logia moral, <‘s decir, que el agente penal tien- 
da á combatir ó neutralizar á la intención delic- 
tiva de una manera adecuada. Ferocidad, luju- 
ria, avaricia y soberbia, son las principales 
[uisiones que unas veces solas y otras acompa- 
ñadas, dan origen á toda clase de delitos. La 
idoneidad del castigo penal contra aquéllas,, 
consiste en la eficacia de refrenarlas é inspirar 
un sentimiento contrario á ellas; no uno igual 
como quieren los partidarios del Tallón. Debili- 
tad al feroz, suavizad al lujurioso, empobrécetl 
al avaro, humillad al soberbio y les habréis en- 
señado la virtud con el mayor castigo. 

Ahora bien, que la pena de muerte tenga 
una analogía material con los delitos de sangre, 
no lo negamos; pero es precisamente esta analo- 
gía material la que la condena, puesto que aqué- 
lla enseña esa misma crueldad que debiera re- 
j)rimir, mientras que no tienen aquella analogía 
moral que hace verdaderamente idónea, útil y 
corregidora una pena. ¿ Y aunque la tuviese, 
de qué servirla al castigado? Aunque se neu- 
tralizara la intención criminal, el reo sería muer- 
to en el instante mismo que se habría enmen- 
dado, y por lo tanto, no podría influir ni bien 
ni mal, en la sociedad. 

Pero la idoneidad de las penas consiste ade * 
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más, en que sean proporcionadas y graduables, 
según la especie de los delitos y las circunstan- 
cias que los modifican. 

La pena debe ser proporcionada al delito, 
esto es, ni mayor ni menor de lo que es necesa- 
rio para impedirlo. La mayor ó menor gravedad 
de las acciones punibles, nace de su especie 
ó de las circunstancias que las acompañan, 
pero la pena de muerte es siempre un mal igual, 
ya que no se puede morir menos ó más, sino 
que se muere. 

De esto resulta, que delitos por si muy dife- 
rentes en depravación objetiva y subjetiva, ten- 
gan igual pena cuando están castigados con la 
de muerte. Recientemente, en una sentencia de 
homicidio simple, pronunciada por el Tribimal 
de Udine, se decía que „ aunque ninguna agra- 
vante concurra en el delito y sí las atenuantes 
de la rudeza del acusado y su educación des- 
cuidada, de su conducta anterior irreprensible, 
de su confesión espontánea y arrepeníiniicnlo 
demostrado, no es permitido al Juez variar la 
pena señalada en el párrafo 136 del Código pe- 
nal austríaco, y por lo tanto, ha debido combi- 
narlo á muerte/^ ¿Puecb^ darse una coi.-icsion 
más ingenua por boca ch- la misma magi;-t:a( li- 
ra, del defecto de la ley en este casoV S<‘ decla- 
ra que el acusado habría men-cido una mitiga- 
ción de la pena, y al mismo tiempo no se lo con- 
cede. Se declara que se comete una injusticia, 
por un defecto de elasticidad on la .-aij' i'Ui pe-- 


nal señalada. Si el delito hubiera estado casti- 
gado con la pena de prisión, s(* hubieran podido 
tener en cuenta las circunstancias atenuantes, 
y como esta pena es susc(‘ptible de graduación, 
hubiérase acortado el ticmipo de la detención, 
]>ero porque la j>ena es de muerU*, porque no 
es divisible, este cálculo de justicia no ha po- 
dido hacerse. 

¿Podríase acompañar el último suplicio con 
circunstancias tales que atenúen ó agraven el 
dolor que produce? Supongamos que se corone 
de ñores la frente del paciente, como las victi- 
mas en la antigüedad, y que se le haga subir al 
patíbulo á los acordes de la música, ó bien des- 
nudo y con un velo negro con la hopa amarilla y 
un cartel infamante provocando la befa y el es- 
carnio de la clmsma... dónese por seguro que el 
morir es siempre morir, y nada más ni menos 
que morir. 

Es verdad que las antiguas legislaciones, y 
aún alguna de las de hoy día, trataron de obviar 
este defecto, si no con piitigar la muerte (ya que 
esto era imposible), con hacerla más dura. La 
sutib'za feroz de los tiranos supo inventar tor- 
mentos horribles, de los cuales ya hemos habla- 
do, pero debemos recordar algunos otros. El 
desdén que inspira el parricidio es menor que 
el que inspira la pena con que estaba castiga- 
do. Entre los romanos el reo de este delito era 
apaleado hasta que le brotaba la sangre, y des- 
pués metido en un saco de cuero con un perro, 


una vívora, un mono y un gallo, era arrojado 
al mar. Los egipcios introducían poco á poco 
en el cuerpo del parricida navajas de afeitar, 
y después sobre una pila de leña con espinas 
lo quemaban. Los códigos del primer imperio 
francés y del reino itálico, admitían para el 
parricida, que fuese conducido al patíbulo en 
camisa y á pie desnudo con un velo negro en la 
cabeza, y que allí se le cortase la mano de- 
recha. 

Ante estas penas tan ftToces, dignas de ca- 
níbales, no se puede menos que temblar de es- 
panto. La civilización del siglo actual, no en 
todas partes, pero en muchas naciones, las ha 
olvidado. Los modernos legisladores se apresu- 
raron á establecer que la pena de muerte se 
ejecute sin ninguna exacerbación, sólo que por 
niitigar esta pena fueron inconsecuentes. Con- 
minaron con igual pena al rebelde, al falsario, 
al incendiario, como al sicario y al parricida, 
sin ningún respeto á la mayor ó menor grave- 
dad de los delitos en sus especií's y circunstan- 
cias. Esta es lógica draconiana. 

Sucede que si se conmina con igual castig<j 
á los autores d(‘ delitos h'ves y á los de dcditos 
graves, es favorecido el que más atrozmente 
delinque. El homicidio simple, por ejemplo, o 
el cualiñcado, tienen mi los códigos moderniKS 
igual sanción, ¿por qué, pui'S, si en el segundo 
puede buscarse mejor la impunidad, no ha de 
procurar el reo perptúrar el homicidio cualiti- 
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cado? Así si un monedero falso ve en perspec- 
tiva el patíbulo, como pena para su delito, bien 
que derrame sangre ó no, ¿extrañaréis acaso, 
que para evitarlo quite todos los obstáculos, 
apelando á los medios más despiadados, acu- 
mulando delitos sobre delitos cada vez más 
graves, una vez que no podrá imponérsele más 
castigo que la muerte? Montesquieu observa- 
ba, á este propósito, que cuando en Kusia se 
castigaba con igual pena el robo, que el robo 
con homicidio, ya no se robaba, * se asesinaba. 

Lo que además de redundar en perjuicio de 
los ciudadanos por cuya protección velan las 
leyes criminales, es una manifiesta injusticia. 
Pedro, pongamos por caso, comete homicidio 
simple; Juan, premeditado y con alevosía, esto 
es, el primero un delito menos grave que el del 
segundo; si á Pedro y á Juan los castigáis 
igualmente con la pena de muerte, sucederá 
que favorecéis á éste ó agraváis á aquél más 
de lo justo, porque la pena no proporcionadakal 
delito es injusta. 

Con esto queda demostrado que la falta de 
divisibilidad y de proporcionabilidad, defectos 
inherentes á la pena de muerte, es perjudicial 
á la economía y á la justicia penal. 
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Otro de los requisitos para que la pena sea 
legítima es que sea personal; esto es, que no 
ofenda á otro más que ai reo. Por más que las 
otras penas raramente evitan este mal, y si no 
directamente, de modo indirecto siempre ofen- 
den á la familia ó á la clase á que pertenece el 
castigado, creemos que de ningún modo pueda 
compararse á la ofensa inferida por la pena ca- 
pital. En primer lugar, porque es mayor el des- 
honor que lleva á los parientes y á los colegas 
ó compañeros de un ajusticiado que el que lle- 
van las otras penas á los de un condenado, 
pues difícilmente una familia, una corporación, 
una casta, á pesar de ser ajenos á un delito co- 
metido por uno de sus miembros, se sustraen á 
los perniciosos efectos de una triste memoria, 
como es la del último suplicio. Además, el do- 
lor que se produce á la familia de un condena- 
do á muerte, es ciertamente superior al produ- 
cido por otra cualquier pena. Puede en muchos 
casos la familia no dolerse y aun ayudar á la 
y á los jueces, si uno de sus miembros es 
castigado, pero nunca (*sto sucedería, tratándo- 
se de aplicarle la pena de muerte. 

Pero vengamos al mayor mal de ••.■^la pena 


íjiin la liacu sar mía aberración, os decir, al 
sumo daño que lleva á una familia con privarla 
jiara siemjire de su jefe. Una mujer á la que se 
le arrebate* su esposo, timuios niños á quienes 
se les arrebata su padre, éstos y aquélla tacha- 
dos por la opinión pública y participando de la 
infamia del patíbulo, ¿en qué desventura no los 
ha m<‘tido la ley? ¿cómo se educará la prole 
cuando, preguntando por el padre, se le señale 
el cadalso?... ¡Oh! ¡Un padre desvalido, una 
tierna esposa, unos hijos inocentes, tienen un 
sagrado derecho sobre ese hombre que matáis! 
Este tiene otros deberes que cumplir, defieres 
de hijo, de marido, de padre... Si el sumo dere- 
cho os permite encarcelarlo ó desterrarlo, al 
menos andando el tiempo pudiera beneficiar y 
bendecir á su familia. Las rejas y las fronteras 
no impedirán que consuele la vejez del padre, 
que la esposa, en consideración á él, viva hon- 
radamente y que haga oir á los hijos la siem- 
pre querida voz paterna. Pero sf lo matáis, con- 
denáis ineludiblemente á la desesperación, á la 
afrenta, á la miseria, á una familia inocente. 

Finalmente, queremos hacer mención de 
una última especie de aberración en que puede 
incurrir la pena capital. Algunos se reirán de 
vernos descender á tales minucias, pero nos- 
otros nos hemos propuesto ser veraces, aun á 
costa de excitar la risa: tan justa y santa nos 
parece la causa que defendemos. Recordemos, 
pues, que, tratándose de la ejecución de una 
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mujer, si ésta estuviese encinta, se mataría 
también al feto. No puede menos que causar 
horror el siguiente hecho ocurrido en la isla de 
•Guerusey durante el reinado de María de Ingla- 
terra. Se estaba quemando una mujer encinta, 
cuando fuó sorprendida por los dolores del par- 
to; los espectadores se apresuraron á salvar el 
niño, pero los sacerdotes lo volvieron á arrojar 
á las llamas, como un pequeño hereje, para que 
fu(ise quemado juntamente con su madre. 

Este horror recuerda los tiempos supersti- 
ciosos y feroces en que ocurrió, pero esto que 
entonces sucedió voluntariamente, hoy puede 
suceder aun contra la voluntad de los encarga- 
dos de cumplir la ley. En las leyes penales mo- 
dernas, como antes en las egipcias, en las ate- 
nienses y en las romanas, se ha establecido, 
que cuando una mujer esté encinta, se suspen- 
da la ejecución hasta el parto. Pero además de 
que esta disposición en su misma piedad tiene 
un no se qué de crudo y soberbio que horroriza 
(ya que prolonga la agonía de la condenada, 
mezcla con los dolores suaves y santos afectos 
de la maternidad, la angustia y <d oprobio dd 
castigo, hace descender á la mujer al rango de 
un animal, del que se espera el producto para 
mandarlo al matadero, une el llanto del recién 
nacido al último lamento de la madre moribun- 
da, una cuna á un patíbulo, una bendición á 
una maldición...), además, decimos, de tales 
execrables efectos, esta disposición ¿es suh- 
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cíente á asegurar que no muera con la madre 
el hijo ya concebido? ¿Se puede siempre ase- 
gurar que no esté (‘mbarazada la reo que se 
quiere ajusticiar? Y una simple duda ¿no debe- 
ría ser suficiente á desviar la espada de la jus- 
ticia?... ¿Qué perito podrá asegurar, sin temor 
á equivocarse, la absoluta exclusión del emba- 
razo, si la medicina legal nos enseña que no 
siempre esto puede conocerse, y si la misma 
interesada puede no percatarse de ello? 

Por esta sola reflexión debería exceptuarse 
uno de los sexos, es decir, la mitad de los de- 
lincuentes de la pena capital, á menos que cons- 
tase la impotencia absoluta para la concepción 
ó la gestación. Pero aún éstas son tan difíciles 
de diagnosticar, son tan equívocas las señales, 
que según el parecer de ilustrados médicos fo- 
renses, tal incapacidad, no puede asegurarse de 
un modo absoluto. 

Por lo demás, las leyes positivas no se cui- 
dan mucho de descifrar estos enredos. Si es 
condenada á muerte una mujer encinta y hay 
duda de que esté en tal estado (¡nótese que ha 
de haber duda!), la ejecución no tiene lugar 
más que después de ser reconocida por peritos; 
y esta es la única reserva y garantía. Y en ver- 
dad que no pude haberla mejor, desde el mo- 
mento que se acepta la pena de muerte, pues 
de otro modo no se aplicaría nunca. Las prác- 
ticas judiciales inglesas aún tienen menos obs- 
táculos. Acuerdan sí, en caso de embarazo, la 
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dilación do la ejecución hasta después del par- 
to; pero si después sobreviene otro embarazo, 
no se dilata más el acto de la ejecución. El cé- 
lebre Zacchia en sus Questiones médico-lega- 
les propone que (cuando se tuviese que casti- 
gar con la pena capital á una embarazada), an- 
tesyse le abriese el vientre y se extrajese el feto. 
De lo que el mismo Boehmero se horrorizaría. 

Ningún criminalista añade este argumento, 
(la posibilidad que con la madre pueda sacrifi- 
carse al feto inocente) entre los muchos que 
han condenado la pena capital. Tal vez al ha- 
cerlo nosotros estremásemos demasiado las co- 
sas, pero recordando que de estos feticidios le- 
gales, se han cometido, aun involuntariamente y 
pensando que pueden cometerse de nuevo, he- 
mos creído conveniente no dejar olvidado este 
argumento contra la pena capital. Aun cuando 
tal pena no haya producido más que una sola 
víctima, con esto basta para que se evite que 
pueda perecer un inocente junto con el reo. 
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XXVI 


Por todas las razones expuestas, la pena de 
muerte es inútil, inmoral, injusta, y es una 
conveniencia política, un deber ético, una obli- 
gación jurídica el proscribirla. 

Nosotros estamos tan íntimamente persua- 
didos de esto, que una de nuestras más firmes 
crt'encias es la futura abolición de esta pena. 

Pero alguno preguntará, ¿por qué no obstan- 
te esta inutilidad, de esta inmoralidad y de esta 
injusticia, aquella pena se ha impuesto siempre 
en todo tiempo y en todo lugar? ¡Es posible 
que la humanidad desde sus orígenes hasta el 
presente haya vivido en el error! 

Siempre no, como algunos aseguran de una 
manera absoluta, y últimamente Rossi. Sa- 
bacon, en los cincuenta años de su reinado, no 
la aplicó en Egipto. Los antiguos habitantes del 
Cáiicaso, no la conocían. En Roma, en el 
año 654, bajo el consulado de Valerio y Apul- 
ció, fuó también abolida para los ciudadanos ro- 
manos, á propuesta de Marco Porcio Catón, 
tribuno de la plebe. Anastasio, Mauricio, Juan 
Comneno é Isaac Angel, no condenaron á nadie 
á muerte. En muchos Estados europeos, duran- 
te la Edad Media, los condenados á muerte po- 



dían evitar dicha pena por dinero. Asitnismo fii(3 
abolida en Rusia, reinando Isabel Petrowna; 
Pedro III y Catalina II, en Badén y Doiirlach 
por el margrave Carlos Federico, en Tosca- 
na en 1786 por Pedro Leopoldo y en 1848 
por Leopoldo II, en Portugal por las Cortes 
y en la Luisiana por el Senado en 1822 y recien- 
temente, en el ducado de Finlandia, por el em- 
perador Nicolo. 

Estos hechos, y no son pocos, desmienten 
aquel aserto demasiado gratuito. Y si bien no 
sean más que excepciones, aunqmí faltasen, no 
podría inferirse que, porque hasta hoy, se haya 
castigado con la pena de nuierhq débase apli- 
car dicha pena en el porvenir. Hasta el tiem]>o 
de Copérnico, de Keppler y de Galileo, los hom- 
bres habían creído que el Sol giraba alredí'dor 
de la Tierra ¿y por esto deberíamos creerlo 
nosotros? Pero diría Pellegrino Rossi, que esta 
comparación no es adecuada, toda v(‘z rpie las 
opiniones científicas son cosas diferentes de las 
creencias morales, que son comunes e inmuta- 
bles. Pues bien, he aquí una creencia moral: 
la libertad del hombre es sagrada e invioln- 
ble.Y mientras tanto el paria indio, el ilota es- 
partano, el siervo romano, el negro d«‘ las colo- 
nias Virginia y Carolina y tantos otros son tra- 
tados por el hombre como brutos \y.sancionado 
^ste trato por la ley: ¿diriai- por esto (pie es 
justo? 

Pero, aunque no encontrásemos en la bisto- 
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ria O'tas vicisitudes sobre el concepto de los * 
hechos morales, no por eso quedarían sin con- 
firmación los argumentos que contra la pena 
capital so aducen. Y á los que no creen en los 
principios destituidos de confirmación histó- 
rica, se les puede citar al inmortal autor del 
libro Do los delitos y de las penas cuando 
dice: ,,Si se me citara el ejemplo de casi todos 
los siglos y de casi todas las naciones que han 
castigado con la pena capital algunos delitos, 
yo contestaría que todo eso no es nada enfrente 
de la verdad, contra la cual no existe la pres- 
cripción. “ 

Si el hombre no pudiese más que pisar las 
huellas trazadas por sus mayores, no seria un 
ser capaz de perfección. Pero la historia misma 
nos enseña que puede progresar y mejorar, 
puesto que si no fuese así, se hubiera perpetua- 
do la barbarie primitiva y los hombres vivirían 
aún salvajes y feroces como eran en la edad 
primitiva. Y asi como se ha trocado la vida de la 
selva por la de la ciudad, es de creer que las lu- 
ces y las comodidades de la civilización vayan 
en aumento, para, si no alcanzar, seguir el de- 
seo infinito que nos impulsa al bien. Y llegando 
á un estado principal de civilización, es asimis- 
mo de creer, que la legislación penal progrese 
en lo porvenir como ha pTogresado hasta ahora. 

Han sido proscritas ó vacilan algunas insti- 
tuciones penales, como el juicio de Dios, las or- 
dalías, las venganzas privadas, los lugares de 



asilo, la inmunidad de lugares y personas, los 
fueros privilegiados, el juicio arbitral, las acu- 
saciones secretas, el procedimiento inquisito- 
rial, los tribunales especiales, el castigo para 
los delitos soñados (como la magia y la here- 
jia), la mutilación, la confiscación y otros mil 
horrores, y es de creer, racionalmente, que tam- 
bién será abolida la pena de muerte. 

El hacha de la justicia ha caído, hásta aho- 
ra, al acaso y con despreocupación y locura. El 
inocente, como el reo, fueron igualmente sus 
víctimas, y entre reo y reo no se ha distinguido 
cual de los dos era más depravado, quien había 
producido más daño. El delito frustrado como el 
consumado, la tentativa como la ejecución, la 
culpa como el dolo, el arrebato como la ])reme- 
ditación, la complicidad accesoria como el autor 
principal, la concurrencia de circunstaDcias ate- 
nuantes como la de agravantes... todo, todo se 
ha castigado indistintamente, despiadadamente, 
y á la manera que el vencedor brutal diezma, a 
la suerte, á los vencidos. La legislación mu- 
sáica, si bien útil para refrimar á un ]>ue])Io 
obstinado, es tan cruda, que á cada p. ohibicióji, 
sigue la amenaza al reo... la lapidación. L el 
pueblo y los testigos, aun siendo hijos ó bei'imi- 
nos, como en el caso de seducción á la idolatría. 
Son los verdugos. Los delitos castigados con 
pena capital son, la insubordinación á la potes- 
tad. paterna, la adoración di‘ los dioses oxiran- 
joros, la blasfemia, el arte de adivinación. <-1 


trabajo on el día del sábado, el adulterio, el es- 
tupro, el incesto, la sodomía, la bestialidad... 
¿qué más y hasta el coito durante la menstrua- 
ción. Aquí se ve que el legislador no tiene otro 
medio para garantizar la prohibición, más que 
la lapidación. Del mismo modo Dracón, cuyas 
leyes, dijo Deniades, finaron escritas con san- 
gre, castigaba con la muerte la más leve falta, 
hasta la vagancia. Las doce tablas^ igual pena 
señalaban al autor de un libelo infamante que 
al de un maleficio. En la Edad Media causaron 
más víctimas la brujería y la herejía que los 
verdaderos delitos. Hace poco que se ha supri- 
mido la pena de muerte en el Código sardo 
para el ultraje sacrilego. El Código penal 
francés amenaza con la pena de muerte al fal- 
sificador de moneda, y este delito, la pederas- 
tía, (d hurto de animales y el hurto sacrilego y 
hasta las infracciones contra las disposiciones 
que regulan la caza, son delitos capitales en los 
Estatutos ingleses. De estas acciones, tan bár- 
baramente castigadas, algunas no son ni siquie- 
ra perversas; de las perversas, muchas no son 
delictivas, y de éstas, ninguna tan perjudicial 
(|ue merezca no un castigo tan terrible sino otro 
mucho menos grave. ¡Triste oficio el de las le- 
yes que encuentran culpas allí donde no exis- 
ten y crean delincuentes para inmolarlos! En 
esto se parecen á Tiberio, que hizo que el ver- 
dugo estuprase á la hija de Sciano, para que la 
hiciese digna del patíbulo. 
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Ahora bien, si las penas demasiado severas 
en lo pasado se condenan, y las presentes no 
menos, en los países en que han sido abolidas, 
así las que aún son toleradas, serán un día de- 
testadas. 

Hemos recordado mds arriba el libro De Jos 
delitos y de las penas y en él puede verse 
cómo los hechos vienen á confirmar los princi- 
pios. Aquel libro, como la pena capital, comba- 
tía también otras aberraciones, del sistema pe- 
nal, vigentes en sus días, y sobre todo la tortura. 
Sobre esta pena podría liaberse hecho igual ob- 
jección que sobre la que nos ocupa: (|ue rra 
moral, justa y útil, porque había sido, hasta en- 
tonces, admitida. Pues bien, en casi todas las 
legislaciones modernas se han abolido estas 
aberraciones y es])ecialmente, la de la tortura, 
que se creía un medio indispensabh' para el 
descubrimiento de los delitos. ¿Y qué ha sue<‘- 
dido? Por tal abolición no sólo el ordem social 
no se ha alterado, sino que se ha mejorado no- 
tablemente. Se tiene, pues, el derecho de j>re- 
guntar por (jué no se ha im])lantado también la 
reíorma de Beccaria (ui cuanto á la pena d(í 
muerte, pasando por encima de es(í hommiaju 
histórico, y por qué el alarde ar(|ueoióg-ico d«; 
los jurisconsultos ha d<* oprimir el generoso 
anhelo de la liuínanidad. ¿Se teme qui/á, qm- 
esta reforma no resista la prueba, como las 
otras citadas? Xo debe temcu’se, ya que los c\- 
porinaentos hechos dieron un teliz resultado. 



Desde Moisés y Draeón hasta hoy, se han 
mitigado mucho las leyes. Antes de Beccaria, 
había en la legislación inglesa ciento sesenta, 
delitos de pena capital, según Mirabeau, y en la 
legislación común europea, lo menos cuarenta, 
según calcula Della Maddalena. Hoy día, el 
término medio de estos delitos en los códigos 
modernos, creemos ascenderá á cinco ó seis, 
<jue, después de todo, con contadas excepcio- 
nes, se reducen á dos: el homicidio y la rebe- 
lión. Desde Beccaria, pues, se ha conseguido 
un notable progreso; se ha descubierto que 
muchos delitos pueden ser igualmente corregi- 
dos con otras penas más suaves que la capital;, 
se ha, pues, convenido en prescindir de las de- 
cantadas exigencias históricas, y de dar al ol- 
vido la gratuita aseveración de la necesidad. 
; VAlor, pues! Un paso aún y la meta será alcan- 
zada. Si teméis á la rebelión, limitad la pena de 
muerte al solo delito de regicidio, como hizo el 
gobierno ruso; si teméis al puñal del sicario, 
limitadla al homicidio, como hicieron dieciséis 
Estados americanos, pero ¡más valor todavía! 
venced todo temor, declarad ilimitadamente, 
solemnemente, proscripta esta mancha abomi- 
nable de la tierra. 

O negamos este progreso legislativo en los 
códigos de Europa y América, ó habremos de 
convenir en que el resultado final será el quo 
arriba hemos expuesto. La diferencia entre los 
partidarios y los adversarios de la pena de 
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muerte es una cuestión de tiempo. Las mejoras 
introducidas en la le.i>islación penal, esi)ecial- 
mente en favor de la abolición de la pena ca- 
pital, desde últimos del siglo pasado liastahoy, 
son tan importantes, que lo menos es lo qm‘ 
queda por hacer. Cada día se va borrando, 
para uno ó para otro delito, y es de esperar que 
será borrada para todos. A pesar de los mil 
obstáculos que la períidia, el temor ó la tenden- 
cia retrógrada oponen, el triunfo de nuestra 
causa está asegurado, y no es más que una 
cuestión de tiempo. 

Y es, ciertamente, indicio y prenda de es- 
peranza, el que los postulados de la ciencia se 
unan á los votos de la conciencia pública y que 
el piadoso grito de los escritores, encuentre eco 
en el grito de las muchedumbres. Donde la voz 
del pueblo puede ser oída, en los parlamentos 
de Londres y Turín, y en la asamblea de Ame- 
rica, levántase contra la pena do muerto, si no 
con total, seguramente con parcial efecto, quo 
no todos comprenden todavía, epa* d primci’ dt;- 
ber de la libertad es lanzarsí; contra el niant-j 
sangriento del despotismo. 

Y si las razones cientíticas no !)astaran para 
hacer detestar la pena (aipilal, \alga, al menú.', 
la voz de la conciencia, .<upreina luz y guia \ c- 
raz para obrar rectannuile, (;uand(; los piaqui- 
oios y las pasiones coniraria.- iio impiíl'Ui (¡m: 
>e haga oir. Va se* ha dicho cómo (Jc.-ai l>c< fu- 
ria, con argumentos en ]>artc iaLos, dcclaiaba 
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la inju.‘<ticia de la pena de muerte y, como no 
ohstani(M‘so, su libro levantó un <;TÍto unánime 
<b‘S(lo la cámara real, barata la última cabana. 
Abura bien, ¿por qué esto, sino porque los lati- 
dos <lel corazón habían adivinado las demostra- 
ciones de la mente? Y es precisamente al tem- 
blor instintivo que se apodera de nosotros á la 
\ ista de una f'jecución, al que apelamos y á los 
que no se hubieran convencido por las razones 
rpie hemos aducido en el presente trabajo, pre- 
guntémosles, si, á pesar de todo, á su corazón 
le repugna el espectáculo. 

¿Quién lio tiembla de desdén al pensar en 
tanta sangre inútilmente derramada? ¿Quién 
no ve una condenación de las penas capitales 
sólo en el hecho de haber servido como instru- 
mento de prolongada servidumbre en vez de 
paladium de las libertades? Oh, si, la pena ca- 
pital se ha hecho aborrecible y vituperable, por 
millares y millares de víctimas inocentes. Debe 
ser maldecida, si no por otras razones, por ha- 
ber ultrajado la dignidad en Cristo, la sabidu- 
ría en Sócrates, la virtud en Boecio, la juventud 
en Cor radio o Svebo, la belleza en Beatriz 
Cenci. 

Y esto sirva de excusa al apasionamiento 
con que nos hemos expresado. Y si alguno lo 
encontrase censurable, por creer que es impro- 
pio de un tratado científico, tenga en cuenta que 
es imposible descubrir heridas sangrientas y 
atravesar, como hemos hecho, un sendero eriza- 
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do de patíbulos, sin sentir estremecimienlos de 
horror y de piedad. El tema nos obligó, tal vez, 
á simultanear con el estudio tranquilu de la ver- 
dad, la explosión ardiente de los aíectos, pero 
creemos que, aun cuando hayamos ('stado apa- 
sionados, no* hemos sido, por eso, menos vera- 
ces. No queremos, pues, ocultar ni rechazar los 
movimientos de la pasión, que deseamos com- 
parta con nosotros el amable lector. 

¡Ah! sí, no hemos querido permanecer indi- 
ferentes al grito de tantas víctimas inmoladas 
en aras de la ii^norancia v de la tiranía, v es 
precisamente este grito, recogido en las gradas 
del patíbulo, el que nosotros devolvemos á los 
verdugos. 

Pero al llegar á este punto nos asalta im 
movimiento de temor. Recordando la gueria 
que la hipocresía y la bajeza movieron contra 
César Beccaria, tratando de manchar su santa 
vida con acusaciones de irreligión y de licen- 
cia, no creemos podamos sustraemos á los 
dardos envenenados de los calumniadores, (jue 
fingiendo homenaje al altar y al trono, desean 
que la superstición y la tiranía sean e(«'inas. 
Recientemente, un periódico roniano, no ha 
querido ver en el generoso y pío pro]n’»sito (|ue, 
nos hemos propuesto al escribir este trabajo, 
más que un arma de facción, una traína dema- 
gógica... ¡Desgraciado de él, (pie sabe, puede y 
quiere ignorar, tergiversar y difamar los ah*c- 
tos más puros y desinteresados del iionduc*! 
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Y así declaramos que no servimos, á ningún 
partido, y que respetamos las leyes y las creen- 
cias, y de ello nos sentimos orgullosos. Algunos, 
tal vez, lio se ])ersuadirán de ello, y dirán que 
nuestro voto por los fueros de la humanidad es 
un insulto de impios y de demagogos. 

«P(‘i-(» giri fortuna la sua rota 
('om<‘ !e piare, e ’l villan la sua marra» 

para que le sea concedido á nuestra débil voz 
merecer el odio, antes que el olvido. 

'J1 Maijo ISÍjS. 


